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La investigación trata sobre los efectos jurídicos del carácter dicotómico de la 
jurisprudencia en los procesos de prescripción adquisitiva de dominio emitidas 
en la Corte Suprema de la República.  El Objetivo General de la presente 
investigación es determinar de qué manera el carácter dicotómico como 
declarativo o constitutivo otorgado a la prescripción adquisitiva de dominio por 
la Corte Suprema, está generando incertidumbre e inseguridad jurídica en los 
justiciables.  Material y métodos: El tipo de investigación es a nivel cualitativo y 
el método utilizado es empírico, interpretativo y explicativo.  La población en 
estudio ha estado constituida por sentencias que se ha obtenido del año 2003 
en delante, emitidas por la Corte Suprema de Justicia referidas al proceso de 
prescripción adquisitiva de dominio y, la muestra fue de diez (10) sentencias 
casatorias, de las cuales cinco (05) contienen fallos con carácter declarativo y 
cinco (05) con carácter constitutivo, con muestreo no probabilístico.   La 
conclusión a la que se ha llegado en la tesis como resultado de la revisión de la 
doctrina nacional, extranjera y del análisis de las sentencias casatorias, se llegó 
a comprobar la Hipótesis General; es decir, que el carácter dicotómico como 
derecho declarativo o constitutivo otorgado a la prescripción adquisitiva de 
dominio por la Corte Suprema, viene afectando la esencia, la seguridad, 
predictibilidad jurídica y el derecho de propiedad del prescribiente.   
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The present research work has as its title: "Legal Effects of the Dichotomous 
Character of the Jurisprudence in the Real Actions of Purchase of Domain 
Prescription", and as general objective it is to determine in what way the 
dichotomous character as declarative or constitutive granted to the acquisitive 
prescription of dominion by the Supreme Court,it is generating uncertainty and 
legal insecurity in the individuals. The research method used is empirical, 
interpretive and explanatory, and has the type of qualitative research, and for 
this the study population has been constituted by judgments that has been 
obtained at random, from 2003 to 2017,issued by the Supreme Court of Justice, 
referring to the process of prescription of possession and domain, the sample 
was ten (10) judgments casatorias, of which five (5) contain failures of a 
declaratory nature and five (5) with constitutive character, with non-probabilistic 
sampling. The conclusions that have been reached in the thesis, as a result of 
the revision of the national, foreign doctrine and the analysis of casatory 
sentences that are issued in a parallel manner as declarative and constitutive, 
the general and specific hypothesis was verified; that is to say, that the 
dichotomous character as a declarative or constitutive right granted to the 
acquisitive prescription of dominion by the Supreme Court is affecting the 
essence, security, legal predictability and the right of property of the prescriber. 
 
Keywords: Domain Procurement Requirement, Dichotomy, Declarative 
















La tesis que ponemos a consideración del Jurado y del foro jurídico lleva como 
título “EFECTOS JURÍDICOS DEL CARÁCTER DICOTÓMICO DE LA 
JURISPRUDENCIA EN LAS ACCIONES REALES DE PRESCRIPCIÓN 
ADQUISITIVA DE DOMINIO”. La investigación se centra en el análisis de la 
naturaleza o carácter que se les da a las sentencias emitidas por la Corte 
Suprema de Justicia en los procesos de prescripción adquisitiva de dominio, 
toda vez que en unos casos tienen carácter declarativo y en otros se les da una 
connotación constitutiva e inverosímilmente existen sentencias con este doble 
contenido, estas contradicciones generan conflictos en los justiciables porque 
la determinación en uno u otro sentido genera o impide la materialización de 
derechos referidos al derecho de propiedad. 
 
En tal sentido, para que la ciudadanía y los justiciables confíen en las 
decisiones del más alto tribunal del país, es imprescindible que las sentencias 
casatorias usen criterios homogéneos al resolver casos análogos como son los 
procesos de prescripción adquisitiva de dominio, de esa manera la uniformidad 
y la línea jurisprudencial será eficaz, coherente y predecible, no solo para las 
partes y la ciudadanía, sino también para los magistrados de inferior jerarquía.  
 
Lamentablemente, la Corte Suprema en lugar de cumplir rigurosamente 
el mandado del artículo 384 del Código Procesal Civil concernientes a la 
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correcta aplicación del derecho objetivo al caso y la uniformidad de la 
jurisprudencia, en sus sentencias casatorias de prescripción adquisitiva de 
dominio se pronuncia contradictoriamente, pues en unos casos sostiene que la 
forma de adquirir la propiedad por prescripción es automática, es decir, el 
cumplimiento de una posesión continua, pacífica y publica por el término de 
diez años, lo que significa que la sentencia tiene naturaleza declarativa porque 
se limita a formalizar el hecho de la posesión; pero, en otros casos de 
prescripción adquisitiva, teniendo la misma esencia fáctica y jurídica la Corte 
Suprema sostiene que no es suficiente el cumplimiento de los requisitos y 
tiempo señalados, sino, que el derecho de propiedad ganado por prescripción 
debe ser reconocido por sentencia judicial, dándole un carácter constitutivo del 
derecho de propiedad. De esta forma, la Corte Suprema viene generando 
dicotomía en la interpretación de los artículos 950 y 952 del Código Civil y 
también en la naturaleza de las sentencias como declarativas y constitutivas.  
 
En este estado de cosas y de la revisión de sentencias casatorias, se 
puede sostener que a los Jueces Supremos no les interesa o no conocen a 
profundidad el instituto de la usucapión, no solo en la naturaleza de las 
sentencias, sino en figuras y temas relacionados a dicha institución o, muestran 
poco interés en aplicar la doctrina y jurisprudencia contemporáneas que deben 
plasmarse en un Pleno Casatorio que delinee la senda que deben seguir los 
procesos de prescripción adquisitiva de dominio; incluso, se ha llevado a cabo 
el Segundo Pleno Casatorio Civil en el año 2008 pero solo han tratado el tema 
de la prescripción del coposeedor, tema que no era muy controversial, 
obviando analizar temas de mayor trascendencia de la usucapión, ello motivo 
severas críticas del foro nacional.  
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En la praxis judicial, el carácter que se le da a las sentencias casatorias 
como declarativa o constitutiva en los procesos de prescripción adquisitiva de 
dominio, trasciende el ámbito de las partes del proceso para generar efectos de 
incertidumbre en la sociedad con miras a incoar un futuro proceso de 
prescripción, incluso trastoca al derecho de propiedad como base del régimen 
económico del país, he ahí la urgencia e importancia en que la Corte Suprema 
se pronuncie sobre la usucapión para solucionar de manera definitiva esta 
problemática.  
 
Como es sabido, el prescribiente al cumplir los requisitos establecidos en 
el artículo 950 del Código Civil en el plazo de diez años, la propiedad la 
adquiere en forma automática sin necesidad de contar con una sentencia 
judicial, es así que a la prescripción se la considera como una forma originaria 
de adquirir la propiedad y la sentencia es meramente declarativa al limitarse a 
reconocer el hecho de la posesión, esta afirmación se ve corroborada con lo 
establecido en el artículo 952 del Código, cuando dispone que el posesionario 
adquiriente de la propiedad “puede” entablar juicio para que se le declare 
propietario, lo que quiere decir que depende de la voluntad del usucapiente 
para instar demanda de prescripción ante el Poder Judicial y hacerse reconocer 
como propietario, esto lo hace generalmente cuando el bien inmueble está 
inscrito en registros públicos para realizar el cambio de titular del derecho, 
pero, no en todos los casos como por ejemplo cuando el bien inmueble no está 
inscrito; además, no existe norma legal que obligue a contar con sentencia 
judicial para ser considerado propietario, como erróneamente exige la Corte 
Suprema al emitir sentencias de carácter constitutivo, convirtiendo esta 
exigencia como requisito adicional que no tiene sustento jurídico.  
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Del mismo modo, se presenta conflictos en los procesos de 
reivindicación o desalojo por ocupante precario, cuando el prescribiente en la 
contestación de la demanda invoca ser propietario por haber adquirido dicho 
estatus en forma automática, pero que no cuenta con sentencia judicial; en 
estos casos, la oposición planteada como excepción material no es tomada en 
cuenta por los magistrados, todo a raíz de la existencia de sentencias 
constitutivas de derechos. Asimismo, el usucapiente está impedido de formular 
reconvención en el proceso de reivindicación o formular la excepción de 
prescripción dado que no existe norma procesal que ampare este derecho de 
defensa; en estos casos, se atenta contra los derechos de defensa y propiedad 
del prescribiente. 
 
Asimismo, el hecho de no tener claro la adquisición automática de la 
propiedad en los procesos de prescripción adquisitiva sin ser necesario contar 
con sentencia favorable, significa que el antiguo propietario del inmueble tenga 
expedito el camino para iniciar el proceso de reivindicación en cualquier tiempo, 
máxime que esta acción – pretensión es imprescriptible a tenor del artículo 927 
del Código, empero, esta norma instituye que no procede contra aquel que 
adquirió el bien por prescripción; sin embargo, al exigirse sentencia constitutiva 
al posesionario – propietario se lo deja desamparado, transgrediéndose el 
derecho de defensa y de propiedad.  
 
Otras incoherencias y discrepancias encontradas a raíz de las 
sentencias declarativas y constitutivas, es que en unos casos se le da la razón 
al prescribiente cuando la demanda de reivindicación o desalojo por precario es 
interpuesta después que éste ha cumplido el plazo de diez años de posesión, 
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es decir, en las sentencias se argumenta que las incoaciones de estos 
procesos no pueden afectar la continuidad ni interrumpir el plazo de 
prescripción ya ganado, lo cual es correcto; pero, en otros casos se exige 
sentencia constitutiva, lo cual es un despropósito debido a que se afecta los 
principios de predictibilidad y de seguridad jurídica. En otros casos, se 
confunde la pacificidad con la continuidad que tiene directa relación con la 
interrupción; como se aprecia, existen pronunciamientos discordantes en las 
sentencias casatorias que es necesario corregir teniendo en consideración que 
la usucapión obedece a dos fundamentos copulativos, el primero es la sanción 
a la negligencia del propietario que permite que un tercero sin vinculo jurídico 
use u haga suyos los frutos del inmueble por tiempo largo y, el segundo es el 
premio que otorga la norma al poseedor que con su esfuerzo explota el 
inmueble que no le pertenece, pero que lo conduce como si fuera propietario, 
hechos que deben permitir la protección del usucapiente.    
 
Teniendo en consideración los lineamientos lógicos y científicos, la 
investigación se ha estructurado en cuatro capítulos:  
En el capítulo I, se plantea el problema, se han desarrollado aspectos 
generales relativos al problema objeto de investigación, tanto en lo general 
como en lo específico, igualmente, la justificación y los objetivos.  
En el capítulo II, exponemos el marco teórico conceptual que comprende 
los antecedentes de la investigación, las bases teóricas que dan sustento 
doctrinario que comprende al patrimonio, derechos reales, derecho de 
propiedad, posesión, predictibilidad jurídica, sentencias, las hipótesis y el 
análisis de las variables e indicadores. 
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En el capítulo III, se establece la metodología de la investigación, se 
detallan el nivel y tipo, método, se precisan la población y muestra; técnicas e 
instrumentos.   
En el capítulo IV, está dedicado al análisis e interpretación de resultados 
y la explicación de las hipótesis, se incluye las conclusiones, recomendaciones, 










1.1. EL PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
El Poder Judicial encargado administrar justicia debe garantizar a los 
justiciables el máximo grado de certeza y predictibilidad en las 
sentencias emitidas en los procesos judiciales, principalmente en las 
resoluciones que emite su máxima instancia jurisdiccional la Corte 
Suprema de Justicia, órgano que consolida la jurisprudencia con 
pronunciamientos sobre un mismo tema legal o doctrina jurisprudencial a 
que se refiere el artículo 400 Código Procesal Civil, pues, “Por ello, no 
solo es saludable , sino imprescindible, consolidar al más alto nivel 
jurídico y político las reglas macro que procuren una economía orientada 
hacia un Estado Social y Democrático de Derecho”1. 
 
Los fines de la casación por mandato legal y dentro de un proceso 
civil son dos: aplicar la ley que corresponda al caso específico y 
homogenizar la jurisprudencia en el ámbito nacional. Dicha función 
compete exclusivamente al más alto órgano jurisdiccional Corte 
Suprema de Justicia; según la Constitución Política del Estado, en todos 
los procesos civiles debe cumplirse la pluralidad de instancia, la primera 
a cargo de los jueces especializados o mixtos y la segunda a cargo de 
las Salas Civiles, en ese contexto, el recurso de casación no constituye 
una tercera instancia, sino es considerado como un recurso 
extraordinario y por sus características no son fallos de instancia, porque 
no todos los fallos pueden ser objeto de este recurso, sino, es formal y 




numerus clausus tal como lo establece la ley. Entonces, el recurso de 
casación vendría a ser el nexo entre el más alto tribunal jurisdiccional del 
país y no solo las partes procesales sino toda la sociedad, teniéndose en 
cuenta que en los recursos de casación se resuelven los problemas más 
álgidos y visibles de la sociedad, en la interpretación y la forma de la 
aplicación de la norma material, por ello es que la “actualización de la ley 
por parte de la jurisprudencia, no solo enriquece la realidad del mundo 
del Derecho, sino que, posibilita que la justicia –como valor intrínseco y 
fin supremo del derecho–, pueda ser alcanzada”2.       
 
En ese sentido, para que los justiciables confíen en las decisiones 
del Poder Judicial, es imperioso que las sentencias de los Órganos 
Jurisdiccionales de todos los niveles, especialmente las emitidas por la 
Corte Suprema no sólo deben ser dictadas dentro de los plazos 
señalados en el Código adjetivo, sino también que éstas sean eficaces, 
coherentes y predecibles, tanto en su comportamiento como en su 
constitución.  
 
Específicamente, se ha presentado problemas de dicotomía al 
momento de resolver en las casaciones sobre prescripción adquisitiva de 
dominio de bienes inmuebles. La prescripción adquisitiva es un modo 
originario de adquirir la propiedad tal como lo prevé el Código Civil, a los 
cinco años la prescripción con justo título y buena fe y a los diez años la 
posesión continua, pacífica y publica. Se podría pensar que esta forma 
de adquirir la propiedad no es problemática, pues si se cumple el tiempo 
y los presupuestos que establece la ley, conforme lo establece el artículo 
952 del Código Civil, el posesionario del inmueble ya sería propietario 
legítimamente sin recurrir el Poder Judicial, pues, este artículo faculta al 
usucapiente si desea, entablar juicio para que se le declare propietario, 
si lo hace, estaríamos ante una sentencia de carácter meramente 
“declarativa”.  
                                                          
2 MONROY GALVEZ, Juan. En su artículo “La importancia de la jurisprudencia” publicado como 
Lectura N° 22 en: Materiales de Enseñanza – Introducción al Derecho, Universidad San Martin 
de Porres – Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. Lima – Perú, p. s/n.       
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Sin embargo, en la vida real se advierte una dicotomía en el carácter de 
la prescripción adquisitiva de dominio otorgado en las diferentes 
resoluciones casatorias de la Corte Suprema al interpretar los artículos 
950 y 952 del Código Civil, pues se señala que la prescripción 
adquisitiva no opera en forma automática por el simple transcurso del 
tiempo (en caso de inmuebles a los 5 ó 10 años, según se trate de 
prescripción adquisitiva corta o larga respectivamente), como podría 
interpretarse del término “puede” usado en el artículo 952 del Código 
Civil,  sino, se requiere obligatoriamente de una sentencia judicial 
constitutiva que declare el derecho adquirido vía prescripción, es decir, la 
sentencia recién le daría al prescribiente el estatus jurídico de 
propietario; en este último caso, si no existe sentencia se afirma que el 
propietario estará en aptitud de poder recuperar el inmueble, ejercitando 
la acción reivindicatoria e incluso usando el proceso de desalojo por 
ocupación precaria. Asimismo, existe incertidumbre para determinar si la 
declaración judicial contenida en la sentencia de prescripción adquisitiva 
de dominio es de naturaleza declarativa o constitutiva del derecho 
adquirido, esta ambigüedad contenida en las sentencias casatorias son 
las que crean una serie de dificultades y conflictos no solo a los 
justificables sino a la sociedad en su conjunto, quienes desconfían de los 
fallos disimiles de los jueces supremos cuando se pronuncian sobre los 
procesos de prescripción adquisitiva de dominio, en unos casos dicen 
que la sentencia es declarativa y en otros que es constitutiva; ambas 
sentencias, tienen un contenido, naturaleza y alcances distintos; de esta 
forma se resta credibilidad ante la falta de predictibilidad y seguridad 
jurídica. 
 
Por otro lado, la doctrina nacional mayoritaria así como la 
legislación comparada entiende que la prescripción adquisitiva opera en 
forma automática por el simple transcurso del tiempo, previos requisitos 
establecidos en el Código Civil y la norma adjetiva civil, en este caso 
estamos ante el “carácter declarativo” de la sentencia con efectos 
retroactivos; empero, en sede judicial se exige que para que el 
demandado en un proceso de desalojo o reivindicación pueda oponer 
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con éxito la prescripción adquisitiva de dominio, ésta debe de haberse 
reconocido previamente en sede judicial, mediante sentencia firme; es 
decir, tendría un “carácter constitutivo” al darle un nuevo estatus jurídico 
de propietario al poseedor que ganó la prescripción. 
 
Estos criterios desiguales adoptados en sede judicial ante el 
mismo problema o controversia, creemos que surge como consecuencia 
de la norma contenida en el artículo 952 del Código Civil, consideramos 
que la interpretación que se le está dando al nombrado artículo, no 
genera un vínculo de obligación uniforme, dejando a discreción de la 
persona que adquirió o gano un bien por usucapión a hacer uso de su 
derecho de acción para poder acudir o no al Poder Judicial para  solicitar 
la declaración del derecho ganado por el transcurso del tiempo. 
 
La amplia doctrina nacional y extranjera, determina que el fallo 
emitido en un proceso de prescripción adquisitiva de dominio es 
“declarativa”; sin embargo, cuando la Corte Suprema establece en unos 
casos el carácter “declarativo” y en otros “constitutivo”, genera 
problemas de “dicotomía” y falta de “predictibilidad” judicial, aspectos de 
trascendental importancia debido a que generan distintos derechos en el 
propietario originario del inmueble en desmedro de los derechos del 
poseedor que pretende adquirir la propiedad por usucapión. 
 
Pareciera que el problema en decidir que la sentencia de 
prescripción adquisitiva de dominio es declarativa y en otros constitutiva 
no es de trascendencia; empero, consideramos que el tema sí tiene 
importancia por las consecuencias jurídicas que genera tanto al 
prescribiente como al propietario primigenio; por ejemplo, en los casos 
en que cualquier persona ha ganado el inmueble por prescripción por el 
simple transcurso del tiempo, pero no tiene una sentencia que le 
reconozca el derecho o, quizá ha interpuesto su demanda y aún no 
tenga la sentencia firme o consentida, puede suceder que en ese 
intervalo de tiempo el dueño del inmueble interponga demanda de 
reivindicación – acción imprescriptible – o desalojo por precario, en estos 
5 
 
casos ¿puede el prescribiente instar una reconvención de prescripción, 
procesalmente le está permitido?, si el juez le niega este derecho ¿se 
atenta contra el derecho de defensa del usucapiente y el debido 
proceso?, ¿qué sucede cuando el bien inmueble está inscrito en 
registros públicos y cuando no lo está, es igual el derecho en litigio o no 
lo es?, ¿Cómo queda el derecho de propiedad del usucapiente que ganó 
por prescripción si se le exige tener una sentencia constitutiva, se afecta 
su derecho a la tutela procesal efectiva?, ¿Qué sucede cuando al 
usucapiente renuncia a su derecho ganado luego de interponer la 
demanda de prescripción?, ¿Qué sucede en caso de coposeedores?, 
¿Qué ocurre cuando un poseedor adquiere un inmueble por prescripción 
pero no demanda judicialmente, que derechos tiene sobre el inmueble?, 
etc.; como se aprecia, existen múltiples consecuencias jurídicas al exigir 
en unos casos sentencia constitutiva y en otros sentencia declarativa.  
 
La prescripción adquisitiva de dominio juega un papel de suma 
importancia en la sociedad porque admite que un poseedor de un 
inmueble sea considerado como nuevo propietario siempre y cuando 
cumpla los requisitos establecidos en la ley como son la posesión 
continua como propietario – cinco o diez años – pacífica y pública; es 
decir, es un mecanismo probatorio de la propiedad y una especie de 
premio porque adquiere la propiedad en forma automática dado que el 
plazo se computa desde el día uno de la posesión; además, permite 
circular la riqueza y le da fluidez de rotación a la economía nacional; en 
tanto que, para el propietario vendría a ser una especie de castigo por 
no ejercer los poderes inherentes a su propiedad facultados que le 
franquea la ley, precisamente, desde que permite que otro haga uso de 
esos poderes que le competen a él, demostrando que no le interesa o en 
todo caso existe desidia absoluta respecto de esos  poderes jurídicos 
que le otorga su derecho de propiedad. 
 
En conclusión, se debe señalar que el instituto de la prescripción 
es un tema muy complejo a nivel  doctrinal y jurisprudencial, por ello en 
el año 2008 se llevó a cabo el segundo pleno casatorio civil por la Corte 
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Suprema, publicado el año 2009, oportunidad en que este órgano 
supremo debió pronunciarse sobre estos álgidos problemas; sin 
embargo, estos perviven por la desidia de la Corte Suprema, al extremo 
que distinguidos civilistas nacionales han hecho severas críticas a los 
argumentos doctrinarios desfasados que fueron utilizados y lo peor es 
que, existe incongruencias en los propios fundamentos del pleno 
casatorio, situación que genera mayor incertidumbre en los justiciables 
en la predictibilidad de las resoluciones judiciales entre otros derechos. 
 
1.2. FORMULACIÓN DEL PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
Para definir el presente problema, en esta investigación se tratará de 
responder a las siguientes preguntas: 
1.2.1. Problema principal 
¿Por qué el carácter dicotómico como derecho declarativo o 
constitutivo otorgado a la prescripción adquisitiva de dominio por 
la Corte Suprema de la República, genera incertidumbre e 
inseguridad jurídica en los justiciables? 
1.2.2. Problemas específicos 
¿Por qué el carácter dicotómico en declarativo o constitutivo 
otorgado a la prescripción adquisitiva de dominio por la Corte 
Suprema de la República, desnaturaliza la esencia de la 
prescripción adquisitiva de dominio?  
¿Por qué el carácter dicotómico en declarativo o constitutivo 
otorgado a la prescripción adquisitiva de dominio por la Corte 







1.3. JUSTIFICACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
La presente investigación es considerada como útil, porque el problema 
de la falta de uniformidad en el criterio jurisdiccional que se otorga a la 
prescripción adquisitiva de dominio, en unos casos como declarativa y 
en otros como constitutiva por la Corte Suprema de la República, va a 
ser aclarado recurriendo a la doctrina y criterios  para establecer un 
tratamiento uniforme y, en consecuencia se va a limitar los efectos 
jurídicos que está ocasionando la aplicación de esta figura jurídica en los 
justiciables. Por otro lado, se la  considera conveniente, porque con los 
resultados esperamos determinar los niveles de deficiencia en la 
interpretación de la norma sobre prescripción adquisitiva, buscando una 
interpretación uniforme para evitar la ausencia de predictibilidad y 
seguridad jurídica en los justiciables, así como esclarecer el mecanismo 
de operatividad al momento de solicitar la prescripción adquisitiva de 
dominio, pudiendo describirse con mayor claridad la funcionabilidad de 
esta figura jurídica; necesaria, por cuanto esperamos resolver el 
problema jurídico de esta institución, la misma que ha sido 
desnaturalizada por la emisión de sentencias contradictorias dictadas 
por la Corte Suprema de la República; relevante, porque a partir de la 
presente investigación pueden evitarse efectos jurídicos negativos en los 
justiciables como la vulneración del derecho de defensa, del debido 
proceso y de la propiedad del usucapiente. 
 
1.4. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
1.4.1. Objetivo general 
Determinar de qué manera el carácter dicotómico como 
declarativo o constitutivo otorgado a la prescripción adquisitiva de 
dominio por la Corte Suprema de la República, está generando 
incertidumbre e inseguridad jurídica en los justiciables. 
1.4.2. Objetivos específicos 
Analizar, de qué manera el carácter dicotómico en declarativo o 
constitutivo otorgado a la prescripción adquisitiva de dominio por 
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la Corte Suprema de la República, está desnaturalizando el 
derecho y la esencia de la prescripción adquisitiva de dominio. 
Determinar, de qué manera el carácter dicotómico en declarativo 
o constitutivo otorgado a la prescripción adquisitiva de dominio por 
la Corte Suprema de la República, afecta el derecho de defensa, 






















2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
En las Universidades Nacional del Altiplano – Puno, Andina Néstor 
Cáceres Velásquez de Juliaca y otras de la región, no se han encontrado 
trabajos de investigación relacionados con elcarácter dicotómico de la 
jurisprudencia en las acciones reales de prescripción adquisitiva de 
dominio emitidas por la Corte Suprema, debido posiblemente al 
desconocimiento o la poca importancia que se le ha dado a este campo 
de estudio. 
Se ha realizado una revisión de fuentes bibliográficas y 
hemerográficas con la finalidad de hallar antecedentes respecto al tema 
de investigación; se ha encontrado amplias y suficientes referencias 
bibliográficas referidos a la prescripción adquisitiva de dominio; empero, 
no sucede lo mismo respecto al carácter dicotómico de la jurisprudencia 
emitida por la Corte Suprema, por lo que la bibliografía es escasa.  
A nivel nacional se ha constatado que existen investigaciones 
sobre prescripción adquisitiva de dominio orientadas a otros aspectos 
relevantes de esta institución, siendo éstas entre otras: 
2.1.1. LEDESMA NARVAEZ, Marianella (responsable) y otros (2011) 
investigaron “La declaración judicial previa de la prescripción 
adquisitiva y su implicancia para la defensa del demandado en la 
pretensión reivindicatoria”, en la Universidad San Martin de 
Porres, en la Unidad de Posgrado Doctorado, curso de 
Investigación III. En este trabajo los autores concluyeron que 
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cuando un prescribiente ha adquirido el derecho de propiedad por 
prescripción sin tener sentencia judicial, puede invocar este 
derecho como excepción material si es demandado en proceso de 
reivindicación; si el juez no toma en cuenta esta excepción se 
atenta contra el derecho de defensa y el de propiedad; asimismo, 
concluyen que es viable la acumulación vía reconvención de las 
pretensiones de prescripción adquisitiva de dominio y 
reivindicación, esto por razones materiales y procesales; en tanto 
que se debe regular este tipo de excepciones.  
 
2.1.2. CERVANTES LÓPEZ, René Santos y otros (2014), realizaron un 
trabajo de investigación referido al “Análisis jurídico descriptivo 
propositivo de la interposición de un proceso judicial restitutorio 
como causal de interrupción del plazo de la prescripción 
adquisitiva, en la jurisprudencia peruana correspondiente al 
periodo 2000 – 2014”, en la Corte Superior de Justicia de 
Arequipa del Poder Judicial, en este trabajo se destaca entre otras 
conclusiones admitiendo que por la prescripción adquisitiva de 
dominio no solo se adquiere un derecho de propiedad, sino 
también debe considerársela como una forma de saneamiento de 
ésta; asimismo, que la prescripción adquisitiva es una acción 
declarativa como consecuencia de la posesión de un bien, porque 
solo se limita a declarar el derecho del poseedor y, finalmente que 
la pacificidad de la posesión sobre la cosa  implica que no se 
mantenga por la fuerza sin que esta sea “incontrovertida”.  
 
2.1.3. ANGULO CASTRO, Tania Lizzeth (2016), realizó la investigación 
sobre “La prescripción adquisitiva de propiedad frente al último 
adquiriente” para optar el título profesional de Abogada en la 
Universidad Privada Antenor Orrego de Trujillo. En dicha tesis la 
autora entre otros puntos concluye que nuestro ordenamiento 
jurídico desde 1936 se ha adherido a la teoría objetiva de la 
posesión y reconoce al poseedor sin que tenga el animus domini, 
pero se le exige que tenga interés propio; asimismo, que en la 
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legislación comparada no es ajena a la usucapión contra tabulas, 
pues existen ambas posiciones a favor y en contra, empero, se 
dice que el tiempo lo borra todo. La sentencia en el proceso de 
prescripción adquisitiva es declarativa. 
 
2.1.4. PARVINA HERNÁNDEZ, Luis Enrique (2017), hizo la tesis sobre 
“La interpretación de la buena fe en la prescripción adquisitiva de 
dominio ordinaria en sentencias de órganos jurisdiccionales del 
año 2010 al 2015”, para optar el grado de Maestro en Derecho 
Civil en la Universidad Inca Garcilaso de la Vega. En este trabajo 
de investigación el autor sostiene que en la prescripción 
adquisitiva de dominio ordinaria existen dos interpretaciones del 
requisito de la buena fe, la primera dice que la publicidad registral 
puede ser vencida por la prescripción adquisitiva de dominio 
(buena fe de tipo subjetiva) y la segunda posición se sustenta en 
que se debe contar con buena fe de tipo objetivo (aplicación de 
principios registrales). De otro lado, sostiene que, para adquirir un 
bien por prescripción adquisitiva ordinaria, se exige la buena fe 
objetiva.  
2.2. MARCO TEÓRICO 
 2.2.1. Patrimonio 
El Derecho civil patrimonial vienen a ser las facultades que tiene 
un sujeto frente a los bienes de cualquier naturaleza que tengan 
valor económico y que pueden ser transferidos por acuerdo entre 
las partes, de este modo, el Derecho patrimonial comprende el 
derecho de obligaciones o de crédito y los derechos reales o de 
bienes. 
 
  2.2.1.1. Teorías que explican el concepto de patrimonio 
   a) Teoría clásica o subjetiva 
La teoría subjetiva o también denominada clásica tiene un origen 
francés, la cual considera al patrimonio como atributo de la 
personalidad, por consiguiente, siendo un atributo deviene en 
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incomerciable, indivisible, imprescriptible e inembargable; en tanto 
que ésta teoría sustenta que no puede existir una persona sin 
patrimonio. Sus defensores e impulsores son Aubry y Rau.  
 
   b) Teoría objetiva o finalista 
Tiene un origen alemán y nace como crítica a la teoría sustentada 
por Aubry y Rau, consideran que no tiene utilidad y se sostiene 
que constituye un escollo para el desarrollo de nuevas 
concepciones de patrimonio. 
 
Windscheid, fue el primero en aseverar la posibilidad de que 
existieran derechos sin sujeto, y fueron Brinz, y Bekkeh, los que 
dijeron, que al fin aparecía una noción de patrimonio de carácter 
concreto que correspondía íntegramente al campo de los bienes, 
lo que estaba de acuerdo con el sentido común y con la acepción 
corriente del término, y que permitía explicar instituciones jurídicas 
hasta entonces imposibles de comprender con la idea de la 
escuela clásica, entro otros defensores de esta teoría se tiene  a 
Saleilles, Geny,Duguit. 
 
La casi totalidad de los doctrinarios y los Códigos Civiles se 
adhieren a la teoría objetiva, pues consideran que la personalidad 
es un concepto distinto al de patrimonio. 
 
2.2.1.2. Características del derecho patrimonial 
El maestro GONZÁLES LINARES, Nerio3, nos dice que las 
características del Derecho patrimonial son: La economicidad, la 





                                                          
3 GONZÁLES LINARES, Nerio. Derecho Civil Patrimonial – Derechos Reales, Palestra 
Editores, Lima 2007. 
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 2.2.2 Derechos reales 
Por escases de los recursos naturales, desde tiempos 
inmemoriales  las cosas fueron de propiedad colectiva o de 
clanes, sin embargo, debido a su poquedad el hombre se fue 
apropiando de las cosas que le fueron útiles para satisfacer sus 
necesidades, de allí embrionariamente empiezan a nacer los 
conflictos, luchas individuales y grupales, eso originó la aparición 
de reglas básicas, consuetudinarias y luego se dio una regulación 
jurídica para el disfrute y atribución de facultades sobre las cosas. 
 
Con esa visión general, se puede decir que en el Derecho romano 
no existió la expresión Derechos reales, es recién en la edad 
media que los comentaristas o exegetas de las normas empiezan 
a denominarlo así, para posteriormente ser acopiado en casi 
todas las legislaciones del mundo actual. La palabra latina “res” 
significa cosa o bien de donde proviene la palabra “real”, de allí 
que en el Derecho germano se le denomina Derecho de cosas. 
Algunos tratadistas como Castañeda4 sustentan que fue Savigny 
quien planteó el nombre “derechos reales”, en oposición a los 
denominados “derechos personales” u obligaciones que aparecen 
mucho después como disciplina  jurídica. 
 
2.2.2.1. Concepto de derechos reales 
Normalmente se conoce a los derechos reales como el vínculo o 
relación que existe entre la persona con la cosa. 
 
También se puede decir que los Derechos reales es el conjunto 
de reglas e institutos de orden jurídico que permiten la 
transferencia y circulación de bienes, así como la forma de 
adquirir la propiedad de los bienes en general, en ambos casos en 
forma exclusiva y excluyente. 
 
                                                          
4 Cit. por MAISCH VON HUMBOLDT, Lucrecia. Los Derechos Reales, p. 10.  
14 
 
Sobre el derecho real el doctor Ramírez Cruz opina que “La 
ubicación que tienen los bienes en la vida socio-económica hace 
que indiscutiblemente los derechos reales sean un poder. Y no 
una simple potestad como los creditorios”5. 
 
Por nuestra parte, podemos decir que los Derechos reales son 
poderes jurídicos directos e inmediatos que tiene un sujeto sobre 
un bien o cosa concreta. 
 
2.2.2.2. Caracteres esenciales de derechos reales 
Existen distintos caracteres de los Derechos reales según 
posición de cada autor, empero, para nuestro estudio nos sirve los 
señalados por el tratadista Ramírez Cruz6 quien toma como 
referencia a renombrados autores como Bonnecase, Messineo, 
La faille señala los caracteres básicos, siendo estos: 
1. Es un poder directo. Se refiere al poder legal o formal sobre 
la cosa y no a que haya tenencia física o material, por ejemplo, 
el derecho de propiedad permite usar, disfrutar, disponer o 
reivindicar un bien, es un ejemplo claro de poder absoluto 
sobre el bien con las limitaciones que le impone la ley en 
relación a los intereses de la sociedad. Pero, también existen 
derechos que recaen en bien ajeno como puede ser el uso, 
disfrute, etc.  
2. El poder inmediato. Porque no requiere la intervención de 
tercera persona para ejercer el poder sobre la cosa. Es la 
norma quien otorga el poder al sujeto sobre la cosa y no la 
voluntad de otro.   
3. Un poder absoluto. En razón a que el poder que se tiene 
sobre la cosa lo hace oponible a todos (erga omnes). 
Generalmente y por seguridad jurídica, el bien debe estar 
inscrito en registro públicos, asimismo, esta potestad autoriza 
                                                          
5 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Tratado de Derechos Reales. Teoría General de los 
Derechos Reales Bienes – Posesión. Tomo I. Edit. Gaceta Jurídica. 4ta. Edic. Julio 2017. p. 70. 
6 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Op. Cit. p. 70, 71. 
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al titular del derecho para reclamarlo. 
4. El poder de exclusión. Se ha dicho que el poder sobre la 
cosa es exclusivo, único, excepto cuando exista co propiedad.  
 
Por nuestra parte, señalamos las características siguientes: El 
derecho real es una potestad sobre la cosa, es un poder jurídico 
absoluto y oponible a todos, pueden gozar de protección jurídica o 
material por las vías de hecho, se pueden adquirir de forma 
originaria o puede ser transferido por acto o negocio jurídico.  
 
2.2.2.3. Clasificación de los derechos reales 
Desde la antigüedad se han clasificado los derechos reales de 
distintas maneras como por ejemplo se distinguió un derecho real 
pleno como es la propiedad que cuenta con todos los poderes 
jurídicos y otro limitado como el arredramiento, usufructo, etc. Así 
también, otros autores los clasificaron como derechos reales 
principales como la propiedad, usufructo, uso, etc., y derechos 
reales accesorios como por ejemplo la anticresis, hipoteca, etc.  
 
Indudablemente, el derecho más acabado de los derechos reales 
es el de propiedad, de éste derivan otros y, normalmente son 
denominados secundarios o accesorios. Como puede apreciarse 
existen diversas clasificaciones según la posición de cada 
doctrinario y legislación. 
 
Nuestro Código Civil7en sus Secciones Tercera y Cuarta del Libro 
V Derechos Reales, adopta una clasificación con un sistema 
cerrado (numerus clausus) en dos clases:  
 
a) Los derechos reales principales: Artículos 896 al 1054  
 Artículo 896, regula la posesión 
 Artículo 923, define la propiedad 
                                                          
7 CÓDIGO CIVIL. Op. Cit. Abril 2017.pp. 195 – 241.  
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 Artículo 999, norma el usufructo 
 Artículo 1026, regula el derecho de uso y el de habitación 
 Artículo 1030, define la superficie y,  
 El artículo 1035, establece la servidumbre 
 
b) Los derechos reales de garantía: Artículos 1091 al 1131 
 Artículo 1091, define la anticresis 
 Artículo 1097, instituye la hipoteca 
 Ley 28677, de garantía mobiliaria, que en el año 2006 derogo 
los artículos pertinentes del Código Civil y, 
 Artículo 1023, que define el derecho de retención.  
 
Cabe aclarar que la Prenda era un derecho real de garantía, 
empero, por Ley número 28677 del mes de marzo del año 2006 
fueron derogados los artículos 1055 al 1090. 
 
Se reitera que doctrinariamente existen diversas clasificaciones 
de los derechos reales, según sean autores extranjeros o 
nacionales. Es de resaltar que la propiedad es el derecho real 
perfecto, es el que otorga más señorío; por este motivo, en 
base a la propiedad deben nacer cualquier otra clasificación. 
 
En la línea señalada, tenemos al autor nacional Ramírez Cruz8, 
quien clasifica los Derechos del siguiente modo:  
 
a) El derecho real principal, que viene a ser el derecho de 
propiedad, que otorga todos los poderes regulados en el 
Código sustantivo; en esta clasificación también se 
considera a los nacidos del derecho de propiedad como es 
la co propiedad y otras modalidades.   
 
                                                          
8 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Ob. Cit. Tomo I. p. 77, 78. 
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b) Los derechos reales limitados o relativos, llamados así 
porque conceden a su titular un derecho restringido, 
empero, esos poderes proceden del derecho de propiedad. 
Ejemplo de estos derechos son el uso, usufructo y el 
derecho real de garanta y variantes.    
 
Se debe aclarar que, en la legislación y doctrina comparadas, 
el derecho de retención, la anticresis y los derechos 
intelectuales son razonados como derechos personales, pero, 
según nuestro Código Civil son considerados como derechos 
reales. 
 
2.2.2.4. Principios que regulan los derechos reales 
Según se desprende del Libro V del Código sustantivo, 
designado como Derechos Reales, señala dos principios como 
reglas medulares en la aplicación de este Libro, siendo estos: 
 
a) El principio de legalidad. Este principio delimita el número 
nominado de derechos relativos a la propiedad, esto quiere 
decir que se puede adquirir estos derechos solo mediante el 
modo y forma establecidos por el Código Civil y leyes 
especiales, siendo un régimen cerrado o numerus clausus 
según la creación del legislador o el principio denominado 
tipicidad, lo que impide a los sujetos crear nuevas figuras o 
formas de los Derechos reales, pues si bien éstos se 
originan entre sujetos privados, empero, sus alcances se 
propagan de la esfera personal a los miembros de la 
sociedad, por ello a estos derechos se les considera de 




El fundamento para que los derechos reales sean numerus 
clausus es que protegen la forma o la parte exterior del 
acto, es decir, la apariencia como una manera de proteger 
los derechos del sujeto en la sociedad, la creencia de lo que 
se observa corresponde a la realidad, pero también 
podemos decir que, la seguridad jurídica erga omnes exige 
el registro del acto bajo el principio de publicidad iuris et de 
iuris – sin admitir prueba en contrario –, prohibiéndose que 
por acto inter partes la oponibilidad sea erga omnes o la 
eficacia de la publicidad sea reemplazada por acto privado. 
 
b) El principio de libertad de enajenación. Por este principio se 
otorga al titular del derecho real la libertad de vender o 
gravar un bien; por tanto, está prohibido pactar cláusulas 
que restrinjan la libertad de disposición de los bienes, ya 
sea de vender o gravarlos, salvo que la ley lo permita. Si se 
pactara en el sentido prohibitivo de la norma, estos 
acuerdos serían nulos y se tiene por no puestos. Este 
principio se puntualiza en el artículo 882 del Código 
sustantivo, prescribiéndose la libre disposición de los 
bienes, lo que significa que por contrato no se puede 
prohibir la venta o gravar un bien.  
 
El maestro peruano Arias Schereiber9nos enseña sobre la 
prohibición de la inalienabilidad o limitación está justificada 
por la circulación de la riqueza y por motivos de orden moral 
y justicia. 
 
                                                          
9 ARIAS SCHREIBER, Max. Exégesis del Código Civil Peruano de 1984. Tomo IV. Los 
Derechos Reales, pp. 34-37. 
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2.2.2.5. Diferencia entre derechos reales y derechos 
personales 
En la antigüedad se distinguía al derecho real como aquel que 
se tenía sobre las cosas, en tanto el derecho personal era el 
derecho a recibir una prestación de otro, es decir, del deudor; 
empero, cuando el deudor no podía honrar su deuda el 
incumplimiento hacia que el acreedor exigiera forzosamente su 
ejecución llegando incluso a responder con su persona, lo que 
implicaba que inmoralmente el acreedor podía disponer de la 
persona del deudor injustamente. Posteriormente, por el 
avance de la sociedad y el desarrollo del derecho, la 
responsabilidad personal que desde todo punto de vista era 
inhumana se convirtió en responsabilidad patrimonial, cambio 
radical que significa que el deudor solo podía responder con su 
patrimonio, regulación que persiste hasta nuestros días, incluso 
esta responsabilidad patrimonial ha sido reconocida en las 

















En el siguiente cuadro esquemáticamente se muestra: 
 
Diferencias entre Derechos reales y Derechos personales10 
 
 Derechos reales (in rem)11 Derechos personales (in 
personam)12 
Sujetos “El sujeto pasivo no está 
individualmente determinado 
pero a todos alcanza el deber 
de no perturbar su ejercicio”13 
 
“El sujeto pasivo esta 
individualmente determinado: 
es el deudor”14 
Objeto “Recaen sobre cosa 
corporal, especifica y 
determinada”15 
“Recaen sobre la conducta 
de una persona: es la 
prestación”16 
Naturaleza “Comportan un poder de 
exclusión”17 
“Comportan un deber de 
unión”18 
Contenido “Implican un poder de 
abstención, un deber 
negativo”19 
“Implican una conducta 
positiva por parte del 
deudor”20 
Eficacia “Pueden hacerse efectivos 
frente a cualquiera (erga 
omnes)”21 
“Pueden hacerse efectivos 
sólo contra la persona del 
deudor (inter partes)”22 
Duración  “Tienen a la permanencia. 
Su ejercicio los consolida”23 
“Tienen carácter transitorio. 
Su ejercicio los extingue”24 
Extinción “Se extinguen por perecer la 
cosa sobre la que se 
ejercen”25 
“A veces, se extinguen por  
muerte del obligado y  
subsisten aunque perezca la 
cosa, pues al no recaer sobre 
ella sino sobre la conducta 
del obligado, la imposibilidad 
de cumplirla puede dar lugar 
a una indemnización”26 
 
 




















 2.2.3. Derecho de propiedad 
La propiedad ha sido y es objeto de estudio desde distintas 
posiciones filosóficas, históricas, doctrinarias, sociológica, jurídico, 
etc. obviamente su estudio no es nada sencillo porque la 
propiedad ha variado en el tiempo en cada una de las sociedades, 
la cosmovisión y la cultura que tenía cada una de ellas sobre la 
forma como se apropiaban de las cosas, que en un principio eran 
comunitarias, luego pasaron a ser privadas y mixtas, pero, en 
común todas ellas se basaron en la apropiación y posesión. 
 
2.2.3.1. Concepto  
El origen de la palabra propiedad, nos permite conceptualizar a la 
propiedad como el poder jurídico que tiene un sujeto sobre un 
bien con las limitaciones que le impone la ley, es decir, usar, 
disfrutar, disponer y reivindicar el bien, en ese sentido también lo 
regula el Código Civil peruano. 
 
Según el tratadista Castán Tobeñas27 el vocablo propiedad deriva 
del latín proprietas y de propium, cuyo significado es lo que 
pertenece a una persona. 
 
El tratadista Jorge Avendaño28dice que se acostumbra decir que 
la propiedad es calificada como absoluta porque despliega todas 
las facultades, es exclusiva porque es el único titular y es 
perpetua porque no se suprime por el no uso, de tal forma que la 
acción de reivindicación no prescribe. 
 
Sin embargo, el derecho moderno sostiene que la propiedad no 
puede ser perpetua porque se permite la usucapión, que viene a 
ser la sanción al propietario negligente en no ejercer los poderes 
                                                          
27 CASTÁN TOBEÑAS, José. Derecho Civil Español Común y Foral. T. II. 5ta. Ed. Instituto 
Editorial Reus. Madrid, 1941. p. 53. 
28 AVENDAÑO, Jorge V. El Derecho de propiedad en la Constitución. En: 
https://es.scribd.com/document/319209795/El-derecho-de-propiedad-en-la-Constitucion-Jorge-
Avendano-Valdez-pdf, visitado el 28 de febrero del 2018. 
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que la autoriza la ley, por lo que al prescribiente se lo premia 
reconociéndosele como nuevo propietario, así también se 
sanciona el abandono de los predios urbanos y rústicos. Respecto 
al derecho absoluto de la propiedad donde primaba el interés 
individual, es objetado por el interés de la sociedad, de esta 
manera se cambian las reglas. 
 
Por su parte el Código Civil Decreto Legislativo N° 295 vigente 
desde el año 1984, define la propiedad en su artículo 923.La 
definición contenida en esta norma es una mezcla del concepto 
tradicional y moderno, ya que la propiedad es considerada como 
un poder jurídico pleno que ostenta un sujeto sobre la cosa, pero 
al mismo tiempo se le ha limitado por la función social de la 
misma. 
 
Como se aprecia, el concepto del derecho de propiedad ha 
evolucionado, primero de ser considerado como un poder o 
titularidad absoluta y perpetua está siendo considerada solo como 
una atribución, esto obedece básicamente al interés social que 
debe primar sobre el interés privado y a la amplitud de la 
conceptualización de los derechos humanos y de la globalización 
de la economía. Esto significa que, el derecho de propiedad en 
tanto subjetivo va a permitir a su titular a tratar de extraer los 
mayores beneficios en la explotación de su bien, pero, al mismo 
tiempo va a estar limitado por la restricción que la impone las 
normas; sin embargo, aun así, se considera al derecho de 
propiedad como el derecho real más completo o consumado, es 
en esos términos que está regulado en el apartado 70 de la 
Constitución Política. 
 
2.2.3.2. Diferencia entre propiedad y dominio 
La palabra dominio según la acepción latina domo significa 
retener, sujetar, según otras posiciones significa casa, o sea 
domus aludiría al amo o señor de la casa; en tanto que dominuim 
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sería el señorío doméstico, en ese contexto, al parecer los 
romanos tomaban estos términos como sinónimos.  
 
Al respecto, el doctrinario Castán Tobeñas29 sugiere que entre los 
términos propiedad y dominio no existe discrepancias de 
contenido, empero, se puede decir que la palabra propiedad tiene 
relación a la conjunción jurídica –económica, en tanto que dominio 
es una concordancia de pertenencia subjetiva. 
 
2.2.3.3. Caracteres 
Para nuestro estudio, nos basta remitirnos a la definición de 
propiedad que contiene el Código Civil en su apartado 923 para 
determinar los caracteres, siendo estos:  
a) Es abstracto y elástico, porque se entiende que el propietario 
ostenta todas las facultades y atributos que le otorga la ley. 
Además, es elástico porque permite trasladar o en todo caso 
recuperar los atributos, por ejemplo, un arredramiento o un 
interdicto respectivamente.    
b) Es exclusivo, dado que la titularidad es única y no permite la 
intromisión de un tercero. 
c) Es perpetuo, en la medida que mientras el propietario este en 
dominio del bien, este no le puede despojar; excepto, por las 
causas que determine la ley.      
 
   2.2.3.4. Los derechos reales y la propiedad 
La propiedad es el derecho real más perfecto, esta afirmación 
surge por el simple hecho que es el poder jurídico más acabado 
que tiene un sujeto sobre la cosa o bien. El Derecho de propiedad 




                                                          
29 CASTÁN TOBEÑAS, José María. Op. Cit. T. II. P. 56. 
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Su importancia es tal, que cualquier modificación que pueda surgir 
en sus normas puede afectar no solo a los sujetos que ostentan 
un derecho real de propiedad sino a las bases estructurales 
económicas del país, así también opina el doctor Eugenio 
Ramírez “(…) los derechos reales suponen un poder directo e 
inmediato sobre los bienes y, precisamente por eso, su objeto no 
es otro que la regulación y organización jurídica de las relaciones 
de propiedad, esto es, las relaciones sociales de propiedad que 
surgen en toda sociedad al utilizarse los bienes. Esto supone que 
el Código Civil, en su parte pertinente a los derechos reales, no 
viene a ser otra cosa que la superestructura socio-económica de 
un determinado país, en este caso, el Perú. De ahí que esas 
relaciones de propiedad sufren una modificación cuando es 
transformada la base estructural y, por consiguiente, necesitan 
una nueva regulación y normatividad jurídica”30. 
 
2.2.3.5. Modos de adquirir la propiedad 
Existen diversas formas de adquirir la propiedad, básicamente 
podría señalarse los siguientes: 
a) Por apropiación, que se aplica a los bienes muebles. 
Principalmente se da en la pesca, la caza, el 
descubrimiento de tesoros. 
b) Por encuentro de bienes perdidos, teniendo en cuenta que 
un bien perdido no es un bien res nullius, sino es un bien 
perdido u olvidado y la persona que lo encuentra debe 
entregarlo a su dueño o la Municipalidad. 
c) Por especificación, mezcla, unión y confusión. 
d) Por accesión, en este caso el bien se adquiere cuando se 
adhiere o incorpora a otro, ello se produce de manera 
natural o por intervención del hombre.  
e) Por transmisión del bien, en el caso del bien mueble 
produce por la tradición y en caso de inmuebles se da por 
                                                          
30 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Op. Cit. Tomo II. p. 119, 120. 
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la sola obligación de enajenar la misma. 
f) La usucapión, que es la prescripción adquisitiva de 
dominio. 
 
Para la mayoría de los doctrinarios, entre ellos el doctor 
Gunther Gonzales31, comentan que existe dos formas de 
adquirir la propiedad, así tenemos los modos originarios, donde 
la norma abstracta reconoce un hecho que causa el efecto 
adquisitivo, es decir, el sujeto debe encontrarse dentro de la 
hipótesis normativa para ser considerado como beneficiario –
propietario–, aquí, no interviene el propietario ni existe algún 
acto jurídico de disposición de nadie, el ejemplo clásico es la 
usucapión donde el poseedor cumpliendo con los requisitos del 
artículo 950 del Código Civil se convierte de manera automática 
en nuevo propietario. Lo que interesa para los fines de la 
investigación es que, la prescripción adquisitiva o usucapión es 
considerada como un modo originario de adquirir la propiedad, 
es originaria porque como no hay transferencia, se puede 
afirmar que no se basa en ningún derecho anterior, en otros 
términos, no existe relación de causalidad dado que el 
poseedor adquiere por el hecho material de poseer, 
precisamente, de esa acción material de la posesión nace un 
nuevo derecho dispuesto por una norma; este nuevo derecho, 
es inconciliable con el anterior (del antiguo propietario). 
 
En los modos originarios, no importa saber o determinar quién 
es el propietario, lo que interesa al poseedor es cumplir con los 
requisitos normativos. Otros ejemplos de modos originarios es 
la especificación y mezcla, hallazgos de tesoros, de cosas 
perdidas, la accesión, etc. 
 
Los modos derivados, están constituidos por todos los actos de 
                                                          
31 GONZÁLES BARRÓN, Gunther. Tratado de Derechos Reales. Ed. Jurista Editores E.I.R.L. 
Tomo I. pp. 956 - 958. 
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transferencia, es decir, existe un propietario que transmite el 
bien y otro que recibe, aquí si existe un nexo causal entre dos 
personas, uno da y el otro recibe, para su validez, lo que se 
exige es que el transmite sea el titular del derecho. Ejemplos de 
este modo derivado es la compra venta de un bien, la 
donación, sucesión intestada, etc. 
 
2.2.3.6. La transferencia de la propiedad 
En doctrina se ha discutido ampliamente sobre el título y el 
modo en la transferencia de la propiedad, el modo vendría a 
ser la forma o de qué manera se ha adquirido la propiedad y el 
titulo seria la causa jurídica por el que se arroga un sujeto el 
derecho de propiedad. 
 
Sobre este espinoso tema, se puede afirmar que lo que 
interesa en el traspaso de la propiedad es que el transmitente 
tenga la titularidad del derecho –causa jurídica–, es decir, nadie 
puede dar lo que no tiene. 
 
Otros autores sustentan que el derecho de propiedad se da en 
primer lugar por la apropiación o por la acción de poseer, como 
por ejemplo la accesión, la usucapión, etc. y, el segundo modo 
es por la aprobación del favorecido, como es la donación, 
sucesión hereditaria, etc. 
 
El Código Civil vigente no señala específicamente las formas 
de adquirir el dominio; sin embargo, genéricamente establece 
los modos de adquirir en los casos de bienes muebles e 
inmuebles, en la siguiente forma: 
 
a) Modos Originarios: i) la aprehensión, ii) la especificación, iii) 
la accesión, iv) la usucapión, vi) la percepción de frutos. 
b) Modos derivados: i) la tradición, ii) el contrato, iii) la 
sucesión, iv) la inscripción en el registro público, vi) la ley. 
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En el Derecho civil peruano prima el solo consentimiento por 
acuerdo de voluntades en la transferencia de inmuebles, pues 
el artículo 949 del Código Civil dice que con la sola obligación 
de enajenar un inmueble se produce el efecto traslativo de 
propiedad, salvo pacto en contrario. En los bienes muebles la 
trasmisión de propiedad se produce con la tradición del bien al 
acreedor, así reza el artículo 947 del Código citado.  
 
 2.2.4. Derecho de posesión 
Un breve estudio de la posesión es importante para nuestro 
estudio planteado. En el Código Civil actual se legisla en primer 
lugar la posesión y luego la propiedad como instituciones 
independientes, aspectos con los que estamos de acuerdo. 
 
En la antigüedad, la posesión y la propiedad no estaban 
demarcadas, quizá confundidas, pero, por razones obvias la 
posesión en teoría apareció antes que la propiedad. La 
posesión fue la manera como el hombre tomo poder sobre las 
cosas mediante la apropiación y la ocupación primitivas; es 
decir, se produjo como una especie de señorío de hecho 
primero de las cosas elementales para la subsistentica y luego 
cuando el hombre paso de ser errante a sedentario paso a 
apropiarse de las tierras como una especie de territorio donde 
se asentó con su familia, para ello evidentemente empleo la 
fuerza física, la ley del más fuerte; luego, se dio las primeras 
manifestaciones de la propiedad.  
 
2.2.4.1. Panorama histórico de la posesión 
Según las influencias romano – germánico de nuestro Código 
Civil, el panorama histórico de la posesión, en su evolución se 
dio: 
a) En el Derecho romano. “En el periodo clásico, algunos han 
creído ver dos clases de posesión: possessio y possessio 
civiles, pero en realidad existe una tripartición, debido a que 
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se incluye también a la possessio naturalis. (…). 1. 
Possessio. (…) es la posesión propiamente dicha, 
verdadera. Es la situación de poder sobre el bien; como tal, 
supone la tenencia – corpus– y la voluntad de disponer del 
bien con exclusión de los demás. –animus possidendi o 
animus rem sibi habendi–. Goza de la tutela del derecho; 
toda posesión es amparada por el Pretor. La consecuencia 
más saltante de esta posesión es la protección interdictal. 
(…). 2. Possessio civiles. Esta era la posesión cualificada 
respecto a la anterior. La jurisprudencia romana clásica 
construye la teoría posesoria orientándola a la adquisición 
de la propiedad, y no desde el punto de vista de la defensa 
interdictal (KUNTEL), es decir, algo que se asemeja al 
dominio, aunque no lo es, una suerte de propiedad de 
hecho; separata esse debet propietas a possessione. Es 
aquí donde cobra trascendencia para el ius civile, la 
distinción entre possessio iusta y possessio iniusta. 
Possessio iusta es la que, estando conforme al derecho 
(ius), conduce a la usucapio. Luego su esfera se ensancha 
al ampliarse los requisitos para la usucapión: ahora se exige 
iusta causa y bona fides. Possessio civiles, possessio bona 
fidei, possessio ex iusta causa o possessio ad usucapinem, 
como la denominan los juristas modernos. (…) 3. Possessio 
naturalis. No es posesión. Fuera de la possessio se 
encuentra esta posesión natural, que recibe diversas 
denominaciones: detineri, tenere rem, possessio corporalis, 
possidere corpore, esse in possessionem. Es lo que la 
elaboración civilística moderna llama simplemente: tenencia 
o detentación”32. 
 
b) En el Derecho germano. “En la época antigua, el derecho 
privado alemán no reconocía al individuo la propiedad 
                                                          
32 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Op. Cit. Tomo I. p.445, 446.  
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privada, especialmente la del suelo y la tierra. El dominio 
privado era posible solo sobre los muebles, al paso que los 
inmuebles estaban sometidos a la propiedad común 
asociacional”33. “No se dio una diferenciación entre 
posesión y propiedad. El poseedor de un bien era 
considerado propietario del mismo, y la institución 
representativa de la posesión fue la gewere. Tiene gewere 
el que goza del señorío del bien; es el que tiene el 
aprovechamiento y hace uso de su derecho de manera 
notoria. No todo señorío sobre el bien constituye gewere, 
sino aquel que aparenta ser la cristalización de un derecho 
real”34.       
 
  2.2.4.2. Concepto 
Según nuestra opinión la posesión es el poder de hecho y 
derecho que tiene un sujeto respecto de un bien o una cosa, es 
decir, es la relación material entre la persona y el bien. En ese 
sentido, se reputa poseedor al robador, usurpador de mala fe, o 
cualquier correspondencia de facto que tenga un sujeto con el 
bien o cosa. 
 
La posesión es la materialidad del dominio de hecho o potestad 
sobre la cosa, no interesa si tiene o no derecho sobre él; ergo, 
en la usurpación según el Derecho penal es considerado como 
delito, al producirse el despojo sea pacifica o con violencia 
ejercida sobre la persona o sobre la cosa; empero, para efectos 
civiles, si la violencia cesa en el tiempo, es desde esa época 
pacifica de la posesión donde empieza a correr el termino para 
prescribir el bien por usucapión, solo importa que el usurpador 
se comporte como propietario en el ejercicio de su posesión, es 
decir, lo ejerza en forma pública, pacífica y continua por 10 
años. 
                                                          
33 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Tratado de Derechos Reales. Ed. Rodhas. Tomo I. Lima 
2007.p. 324.   




El doctor Ramírez Cruz35 sostiene que existen tres modos 
como se presenta la posesión en el derecho moderno, en el 
siguiente cuadro:   
   
Posesión de hecho (poder factico) 
Iuspossesionis 
El dueño desconoce la posesión del 
poseedor o tenedor 
Posesión de derecho 
(Posesión con título derivado de un 
derecho real) iuspossidendi 
El dueño conserva el iuspossidendi 
(Posesión mediata) 
Posesión del propietario que conduce directamente el bien 
Pos. de hecho (iuspossessionis) Pos. De derecho (iuspossidendi) 
 
Referente a la posesión como poder de hecho, vendría a ser el 
poder de hecho que el sujeto tiene sobre el bien que le permite 
tenerlo, conservarlo, gozar y disfrutarlo, no necesitando que 
tenga algún derecho sobre él, aun así, esta posesión es 
tutelada por el Código Civilen su artículo 896. 
 
La posesión de derecho, tiene la misma significación y 
alcances habituales precisados en el párrafo precedente; sin 
embargo, puede darse el caso que el propietario puede poseer 
por sí mismo o por tercera persona, en este último caso habría 
una separación del derecho de propiedad de unos de sus 
poderes “posesión” según la amplia doctrina. 
 
La posesión por el dueño es algo que se da por la propia 
naturaleza de los Derechos Reales.  
 
2.2.4.3. Teorías de la posesión  
Como es sabido, existen dos teorías sobre la posesión como 
hecho, la teoría subjetiva fue sustentada por Savigny quien se 
                                                          
35 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Tomo I. Op. Cit. p. 361. 
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basó en el derecho romano y, la teoría objetiva sostenida por 
Ihering, veamos brevemente cada una de ellas: 
 
a) Teoría subjetiva.  
Savigny, estudioso del derecho romano argumenta que el 
elemento intencional o subjetivo de la posesión no está en la 
conciencia del sujeto, sino en la voluntad de la ley; es decir, la 
voluntad de poseer está determinada ya en el concepto de 
posesión. 
 
Friedrich Karl Von Savigny fue autor del célebre libro Tratado 
de la Posesión en el Derecho Romano y lo publicó en 1803, 
este estudioso citado por el doctor Eugenio Ramírez Cruz36, 
dijo que la posesión no tiene como derecho un lugar especial, 
puesto que ella no es un derecho; pero, genera un derecho de 
orden personal, es la de ejercer la defensa posesoria mediante 
los interdictos. Para este tratadista, la posesión no pertenece a 
los derechos reales porque es una relación solo de hecho y que 
está protegida por la usucapión y los interdictos.  
 
Para Savigny, la posesión está formada por dos elementos: i) el 
corpus. Que es la mera relación con la cosa, incluso podía 
disponer de ella y hacer de la cosa cuanto podía y, ii) el 
animus. Es el acto donde la voluntad de la relación sujeto cosa 
es aprovechada, en otras palabras, es la voluntad de tener y 
mantener la relación con la cosa como si fuera propietario, 
inclusive así lo consideraba al ladrón y al usurpador. 
 
Esta posición teórica fue seguida por bastante tiempo y por 
muchos doctrinarios de la talla de Windscheid, Pothier, Aubry y 
Rau, Vélez Sarsfield, entre otros. 
 
                                                          
36 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Op. Cit. Tomo I. p. 376. 
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Esta teoría fue modificada por el mismo Savigny, ahora dice 
que la posesión es un hecho con efectos jurídicos. Esta 
corrección de Savigny es considerada como una teoría 
intermedia, fue seguida por PUIG BRUTAU.  
 
b) Teoría objetiva.  
La teoría subjetiva fue cuestionada por GANS quien dijo que la 
posesión es un derecho, luego fue Rudolf Von Ihering citado 
por Ramírez Cruz37 dice que los derechos (subjetivos) son 
intereses jurídicamente protegidos. Pero ese interés no es de 
naturaleza exclusivamente económica, abarca otros bienes no 
relacionados con valores pecuniarios y si conceptos éticos y 
morales. 
 
El doctor E. M. Ramírez cruz dice “Para Ihering a la teoría de 
Savigny se le podían oponer las siguientes objeciones: el 
corpus no está caracterizado por la posibilidad material de 
disponer de la cosa, pues no siempre es concurrente dicha 
posibilidad; al ser el animus domini un elemento 
eminentemente volitivo era imposible de probar; finalmente, 
decía, las leyes reconocen como poseedores a quienes no son 
propietarios. El decir de Ihering, con la posesión no se hace 
alusión a un simple contacto físico entre el sujeto y el bien, sino 
con un contacto con ánimo de poseer; ser poseedor implica 
comportarse respecto al bien como lo haría el propietario o las 
personas a las cuales la ley reconoce un derecho de posesión; 
en otros términos, se trataba de una voluntad materializada en 
la relación fáctica”38. 
 
Nuestro Código Civil en perspectiva del doctor Gunther 
Gonzales Barrón39 define la posesión en los términos de la 
teoría de Savigny. Sobre esta polémica opina que Savigny 
                                                          
37 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Op. Cit. Tomo I. p. 381. 
38 www. pj.gob.pe      
39 GONZÁLES BARRÓN, Gunther. Tratado de Derechos Reales. Tomo I. Tercera Edición. Ed. 
Jurista Editores. Lima. 2013. p. 404. 
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enlaza la propiedad con la posesión por el animus domini, en 
tanto que la teoría de Ihering sostiene que la posesión es 
independiente a la propiedad.   
 
Luego agrega “La tesis de Savigny capto mejor la esencia de la 
posesión romana; en cambio Ihering, utilizo las fuentes 
romanas para consagrar una teoría germánica de la posesión, 
inspirada en la Gewre. La ventaja de Ihering, se encuentra en 
haber captado a la posesión desde el punto de vista de su 
materialidad, y difuminado las diferencias entre esta y la 
tenencia, con lo cual el ordenamiento jurídico tutela un hecho 
material, socialmente público, y  que merece ser protegido por 
sí mismo”40.  
 
2.2.4.4. La posesión: hecho o derecho 
Teniendo en consideración las teorías descritas anteriormente, 
podemos decir que la posesión es el poder de hecho que tiene 
una persona sobre un bien, es decir, que hace uso y disfrute 
del mismo, cuya relación produce consecuencias jurídicas.  
 
Savigny sostuvo que efectivamente la posesión es un hecho 
que tiene fundamento en actos materiales y que este produce 
consecuencias jurídicas, por ello dice que la posesión es un 
hecho jurídico y que se protege, aunque no existe un derecho 
subjetivo; Ihering sostiene que la posesión es un derecho 
protegido por la voluntad de la ley incluso contra la voluntad de 
propietario antiguo. 
 
El doctor Gunther Gonzáles Barrón41, expresa que es errado 
considerar la “posesión como un derecho”, por lo siguientes 
argumentos: i) si fuera subjetivo, implicaría considerar al 
                                                          
40 GONZÁLES BARRÓN, Gunther. Op. Cit. p. 405, 406.  




poseedor con título la derivación del derecho que provenga de 
éste y el hecho de poseer. ii) si fuera un derecho, no habría 
posesión ilegitima. iii) si la posesión fuera subjetiva, se exigiría 
la relación del sujeto con el bien, lo cual es absurdo. iv) la 
posesión es protegida por la relación de hecho del sujeto con el 
bien, no interesa la titularidad legal. 
 
2.2.4.5. Protección de la posesión 
La posesión goza de protección jurídica pero no en todos los 
casos. Un efecto positivo de la protección sería el caso de la 
usucapión, la interposición de interdictos o la defensa de hecho 
o material por parte del poseedor frente a quien pretenda 
despojarlo; esa protección tiene como fundamento la protección 
de la personalidad del sujeto poseedor y la moderación de la 
violencia a lo que se considere apropiada y sin excesos; 
teniendo en cuenta que la posesión es una institución jurídica 
autónoma y distinta del derecho de propiedad. Del mismo 
modo, se puede decir que esta protección es una necesidad 
social y de seguridad jurídica respecto al derecho de propiedad. 
 
Las causas por las que se protege la posesión, según enfoque 
del doctor Ramírez Cruz42 citando a Trabucchi, Messineo y el 
Código Civil peruano dice que con la defensa de la posesión se 
protege la apariencia, porque se ha elevado la posesión a la 
categoría de poder autónomo, incluso contra el mismo dueño; 
también por cuestiones de oportunidad o de interés social que 
hace más viable y rápida la defensa posesoria; asimismo por 
razones de orden público para buscar vivir en paz. 
 
2.2.4.6. Diferencias entre propiedad y posesión 
Como es irrebatible, se considera que la posesión antecedió a 
la propiedad, pues históricamente se ha determinado que el 
                                                          
42 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Op. Cit. Tomo I. p. 366, 367, 368. 
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hombre era nómade y que primero aprehendía las cosas 
mediante la caza, pesca, recolección de raíces, etc. por ello se 
pensaba que posesión era equivalente a propiedad, por lo que 
se puede colegir que la posesión fue fruto de una práctica 
social. 
 
Sin embargo, ya en el Derecho Romano surgen las diferencias 
entre posesión y propiedad, aun aprovechadas en el Derecho 
moderno, entre otras se puede distinguir: la propiedad es un 
poder de derecho y la posesión es de hecho; la propiedad para 
ser tal debe contar con un título, la posesión no; la posesión es 
un poder temporal, la propiedad es definitiva; la propiedad es 
un derecho más amplio (usar, disfrutar, disponer y reivindicar 
un bien), en tanto que la posesión es solo una parte del 
derecho de propiedad usar y disfrutar del bien; el poseedor 
carece de la facultad de disponer el bien, el propietario si lo 
tiene; la posesión concede facultades posesorias y los 
interdictos, la propiedad tiene acciones petitorias y posesorias, 
etc. 
 
 2.2.5. La prescripción adquisitiva de dominio 
   2.2.5.1. Antecedentes históricos en la legislación nacional  
Brevemente se puede afirmar que la prescripción adquisitiva de 
dominio, en nuestra legislación tiene los siguientes antecedentes: 
 
a) Código Civil de 1852 
La prescripción adquisitiva se ubicó en el Libro Segundo, Sección 
Tercera, Título I, bajo la denominación: DEL MODO DE 
ADQUIRIR EL DOMINIO POR PRESCRIPCIÓN, ENAJENACIÓN 
Y DONACIÓN. Este cuerpo normativo de influencia francesa 
recurrió en su regulación a la teoría unitaria porque legisló la 
prescripción adquisitiva y liberatoria en forma conjunta. 
 
En al apartado 526, se legisló que por la prescripción se adquiere 
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la propiedad ajena y de liberarse de una obligación. Es decir, la 
prescripción adquisitiva y la extintiva se regularon en un solo 
artículo. 
 
Específicamente, la prescripción fue regulada en el artículo 536, 
teniendo como requisitos: la posesión, justo título, buena fe y el 
transcurro del tiempo. 
 
Este Código siguió la teoría de Savigny donde los elementos de la 
posesión son el corpus (contacto físico con la cosa) y el animus 
(intensión de actuar o conducirse como propietario) y, la 
prescripción se daba a los 40 años de posesión según disposición 
del artículo 545. 
 
b) Código Civil de 1936 
Este Código mejoro el sistema legislativo de la prescripción en 
comparación de su antecesor de 1852, pues aparto la adquisitiva 
de la extintiva. La primera fue regulada en Libro Cuarto: De los 
derechos reales, Titulo II: De la propiedad inmueble, del artículo 
871 al 876. Este Código a diferencia del anterior siguió la teoría 
dualista porque separo la prescripción adquisitiva de la extintiva. 
 
Al artículo 871 regulaba que la prescripción de inmuebles de 
buena y mala fe, los primeros se adquirían a los 10 años y los 
segundos a los 30 años. 
 
El plazo de prescripción larga es de treinta años, rebajando diez 
años en comparación de su antecesor de 1852. Este Código toma 
como referencia la teoría de Ihering, quien descarta el animus 
(intención de conducirse como propietario) por ser de difícil 
probanza y respecto al corpus este tratadista lo flexibilizo 
sosteniendo que es poseedor quien se conduce sobre la cosa 
como lo haría un propietario, esto en comparación con la teoría de 
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Savigny que siguió el Código de 1852. Este Código distingue la 
prescripción larga de la corta.  
 
c) Código Civil de 1984  
El vigente Código regula con mejor técnica legislativa la 
prescripción adquisitiva separándola de la extintiva. La 
prescripción adquisitiva está comprendida en el Libro V: Derechos 
reales, Sub Capítulo V: Prescripción adquisitiva, artículos del 950 
al 953. 
 
Sobre la teoría de la posesión que sigue este Código de Savigny 
o Ihering, existe divergencia en unos y otros autores, pero la 
mayoría se inclina que nuestro Código asume por la sustentada 
por Ihering. La prescripción adquisitiva larga es de diez años y la 
corta en cinco años. 
 
2.2.5.2. Aspectos generales 
El transcurso del tiempo en el Derecho tiene suma importancia en 
las relaciones humanas porque produce efectos jurídicos, su 
trascendencia es tal que trae como consecuencia la adquisición o 
pérdida de derechos, nos referimos a la prescripción adquisitiva y 
la prescripción extintiva. A los fines de nuestra investigación, solo 
nos ocuparemos de la primera. 
 
También podemos decir que la prescripción es un modo originario 
de obtener la propiedad y otros derechos reales, dado que el 
poder sobre el bien no se recibe de otra persona; es decir la 
posesión se la toma de facto sin intervención de otro sujeto y por 
determinado espacio de tiempo. 
 
En este sentido, Zumaeta43sustenta que la prescripción tiene 
relación directa con la existencia del individuo y su forma de 
                                                          
43 ZUMAETA MUÑOZ, Pedro. Temas de Derecho Procesal Civil. Ed. Jurista Editores E.I.R.L. 
Lima. Enero 2014- p. 497. 
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pensar sobre el universo, pero, además dice que el instituto de la 
prescripción corresponde a la realidad material o física, sin 
formalismos, idealismos ni subjetivismos. 
 
Otros tratadistas opinan que la prescripción sirve como un 
mecanismo de prueba de la propiedad, para evitar acreditar la 
acreditación del tracto sucesivo de la propiedad que en unos 
casos es imposible o en todo caso se tendría que recurrir a la 
denominada “prueba diabólica”. La usucapión también cumple 
una función social ante la falta de título de propiedad del poseedor 
e incluso del propietario y además es una causa que produce la 
circulación de la riqueza. 
 
2.2.5.3. Concepto 
Etimológicamente designa a la adquisición por el uso de una 
cosa. 
 
La prescripción es una manera de lograr la propiedad bien sea un 
inmueble o un mueble, cumpliéndose con los requisitos que 
establece la ley, debiendo actuar como si fuera el verdadero 
dueño por el plazo estipulado en la norma. 
 
Los tratadistas Mazeaud indican “es la adquisición, por el 
poseedor de una cosa, del derecho de propiedad o de otro 
derecho real sobre esa cosa, por efecto de la posesión 
prolongada durante cierto plazo”44. 
 
En doctrina se sostiene que la usucapión tiene más alcances que 
considerarla como un medio de prueba del dominio de una 
propiedad; así, Álvarez Caperochipi expresa que “se trata de una 
investidura formal mediante la cual una posesión se transforma en 
propiedad. Es, pues, algo más que un mero medio de prueba de 




la propiedad o un mero instrumento al servicio de la seguridad del 
tráfico, es la identidad misma de la propiedad como investidura 
formal ligada a la posesión”45. 
 
Como se aprecia, la totalidad de los doctrinarios aciertan en una 
definición poco más o menos equivalente de la prescripción, 
tomando en cuenta los elementos medulares como es la posesión 
y el tiempo transcurrido del dominio. 
 
Josserand expresa que la usucapión arraiga la propiedad y que 
sin este instituto todos los derechos de propiedad correrían 
peligro, porque para probarla se tendría que revolver la historia de 
cada bien, lo cual es improbable. 
 
Nuestro Código Civil, regula la prescripción adquisitiva de un bien 
inmueble en el artículo 950, estableciendo los requisitos que debe 
cumplir quien pretende usucapir. 
 
2.2.5.4. Naturaleza jurídica 
Considero que la naturaleza jurídica de la prescripción adquisitiva 
es la manera o forma de adquirir la propiedad en originaria y 
derivada, la primera se da cuando no existe título y en la segunda 
si lo hay. En la originaria el sujeto adquiere por el mero hecho de 
poseer, pero nadie le facultó ni le otorgó ese derecho, en otras 
palabras, no existe acto o negocio jurídico de transferencia; en la 
derivada, se entiende que el propietario es quien delega el poder 
de posesión, disfrute, etc. 
 
Albaladejo46 nos explica que la importancia de la usucapión está 
en la seguridad jurídica del tráfico de los bienes. 
 
                                                          
45http://gabrielamoralesgiraldez.blogspot.com/ 
46 ALBALALEJO GARCIA, Manuel. La Usucapión. Colegio de Registradores de la Propiedad 
Mercantiles y de Bienes Muebles de España. Madrid 2004. p. 14. 
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Al autor Ángelo Falze citado por la doctora Marianella Ledesma y 
otros47 sostiene que “La usucapión puede catalogarse como un 
hecho jurídico preclusivo, esto es que pone fin a los debates 
sobre la legalidad de las adquisiciones, pues dentro de un 
razonable tiempo transcurrido, el Derecho legítimamente deduce 
que del pasado remoto no sobrevive ningún interés jurídico que 
solicite su garantía (el del antiguo dueño); y más bien se 
manifiesta como preferente el inertes encarnado por la situación 
de hecho presente (el del poseedor). Para superar este conflicto, 
el ordenamiento crea un mecanismo de prueba absoluta de la 
propiedad por la de todos los debates potenciales o reales sobre 
la titularidad de los bienes quedan concluidos”48.  
 
En consecuencia, la usucapión o prescripción adquisitiva de 
dominio busca poner término a las discusiones sobre la titularidad 
del derecho de propiedad, en este sentido se lo considera un 
hecho jurídico que pone fin a cualquier reclamo sobre el dominio. 
 
En cuanto a la naturaleza jurídica, Gabriela Morales dice “Se 
discute acerca de qué tipo de modo es, pero de acuerdo con el 
sector mayoritario de la doctrina, diremos que la usucapión es: a) 
Es un modo originario de adquirir el dominio, porque la 
adquisición se produce independientemente de cualquier relación 
de hecho y de derecho con el titular anterior, expresa 
acertadamente Mario ROTONDI; coinciden también con el 
LODOVICO VARASSI, GUILLERMO BORDA, entre otros. Para 
cierto sector de la doctrina, en declive hoy, es un modo derivado o 
                                                          
47 LEDESMA NARVÁEZ, Marianella (Responsable). BARREDA FLORES, César. DONAYRE 
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judicial previa de la prescripción adquisitiva y su implicancia para la defensa del demandado en 
la pretensión reivindicatoria. Universidad de San Martin de Porres. Facultad de Derecho. 
Unidad de Posgrado Doctorado. Ver: 
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derivativo (DE RUGGIERO, SOHM, CASTAÑEDA). b) Es, 
además, un modo de adquirir gratuito, puesto que no irroga, en 
reciprocidad, ningún desembolso al prescribiente. c) Se trata de 
un acto inter vivos (entre vivos), porque a pesar de que en 
algunos casos se utiliza los periodos de poseedores ya 
desaparecidos, siempre el usucapiente está vivo, o, por lo menos, 
la usucapión se cumple para él cuando estaba vivo. d) Finalmente 
es un modo de adquirir a titulo singular. No obstante, como dice 
CASTAÑEDA, procede también adquirir a titulo universal, lo que 




Respecto a la usucapión son: 
a) La posesión del usucapiente o prescribiente 
b) El tiempo de posesión señalada por ley.  
    
   2.2.5.6. Fundamentos jurídicos de la usucapión 
En la antigüedad e incluso algunos tratadistas modernos 
sostienen que la usucapión es una forma de encubrir el hurto de 
la propiedad por el transcurso del tiempo, como si por este 
periodo se hubiera olvidado al verdadero propietario o tal vez su 
negligencia en no reclamar su derecho de propietario, empero, se 
sustenta que en la sociedad debe buscarse la paz social y, la 
usucapión es una de sus formas en razón a que al poseedor se le 
debe considerar como propietario. 
 
El maestro Messineo citado por Ramírez Cruz50, sustenta que en 
el derecho moderno la prescripción se ha fortalecido, esta forma 
de adquirir la propiedad proviene de la desidia del propietario y del 
goce prolongado de otro y que en realidad beneficia a todos. 
 
                                                          
49http://gabrielamoralesgiraldez.blogspot.com/ 
50 RAMÍREZ CRUZ, Eugenio María. Op. Cit. Tomo II. p. 263. 
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En la actualidad, la usucapión resulta ser uno de los soportes o 
fundamentos de todo sistema jurídico, pues, al usucapiente y a la 
sociedad en su conjunto le otorga seguridad jurídica en la medida 
que una propiedad no puede estar abandonada ilimitadamente, 
dificultando el desarrollo económico y la movilización de la 
riqueza, premiando al usucapiente y castigando al propietario 
perezoso, es decir, esta forma de remediar la tenencia de la 
propiedad busca la paz social y la justicia, estabilizando las 
relaciones entre los sujetos. 
 
El auténtico fundamento en palabras de Álvarez Caperochipi, dice 
que la prescripción es la substancia dogmática de un orden social 
patrimonial, además, es la realidad del derecho en relación a la 
propiedad. Estos sólidos argumentos no hacen más que ratificar 
nuestra posición en el sentido que la prescripción adquisitiva es la 
esencia del derecho de propiedad en modo originario. 
 
A su vez, Nerio Gonzales Linares citado por Marianella Ledesma 
y otros51, sostiene que los fundamentos de la prescripción son: 
1. La prescripción es un instituto reconocido en la norma –es 
público–,en su aplicación el Estado conviene concertar el 
interés privado con el social.   
2. Con su aplicación, se da por concluida la negligencia del 
propietario o acreedor. 
3. Si el bien está desatendido, ese descuido permite a otro 
ejercer la posesión en lugar del titular.  
4. Otorga firmeza jurídica en las relaciones sociales, 
prescindiendo de la incertidumbre dilatada en el tiempo sobre 
la propiedad abandonada.   
5. Corrige el derecho de propiedad en provecho de la 
colectividad, prevaleciendo el ejercicio directo, pacífico y 
publico del poseedor.  
                                                          
51 LEDESMA NARVÁEZ, Marianella. Op.cit. p. 16, 17.  
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6. Con la prescripción se logra la justicia como valor del derecho.   
7. Otorga funcionalidad al derecho civil del patrimonio y extra 
patrimonial.   
 
   2.2.5.7. Elementos de la usucapión 
   Son dos elementos: 
a) la posesión del usucapiente, toda vez que solo se puede 
usucapir si es que se posee. 
b) El plazo o transcurso del tiempo que determina la ley. Amen se 
estos, existen otros elementos o requisitos que exige la ley 
para cada caso específico, (…)”52.    
 
   2.2.5.8. Clases de usucapión 
Se tiene distintas clasificaciones, pero en relación a nuestro 
estudio, podemos dividir la prescripción de inmuebles y muebles 
de acuerdo a los plazos, en corta y larga. 
 
Según nuestro ordenamiento contenido en el Código Civil en el 
Libro de Derechos Reales tenemos: 
a) Según el género de los bienes: 
 Prescripción de bienes inmuebles, según el apartado 950 
 Prescripción de bienes muebles, apartado 951 
 
b) Por el tiempo 
 Prescripción adquisitiva ordinaria (artículos 950: 05 años en 
inmuebles. Artículo 951: 02 años en muebles)  
 Prescripción adquisitiva extraordinaria (artículos 950: 10 años 
en inmuebles. Artículo 951: 04 años en muebles) 
 
c) Por la materia 
 “Prescripción adquisitiva civil (artículos 950 a 953 del Código 
Civil peruano) 
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 Prescripción adquisitiva agraria (Novena Disposición 
Complementaria del Decreto Legislativo 653) 
 Prescripción adquisitiva administrativa (Decreto Legislativo 
667, Ley 27161)”53. 
 
Para fines de nuestra investigación, vamos a analizar la segunda 
clasificación referida al tiempo, sobre inmuebles. Según el artículo 
950 del Código Civil se puede diferenciar dos clases, la ordinaria 
o denominada corta que se produce a los cinco años si participan 
justo título y buena fe y, la prescripción larga, que se produce a 
los diez años; en ambas, debe concurrir los presupuestos de 
posesión continua, pacífica y publica en condición de propietario. 
 
2.2.5.8.1. Prescripción adquisitiva corta u ordinaria 
Este tipo de prescripción, tiene como base normativa que el 
poseedor cuenta con un justo título y buena fe, además, que su 
posesión sea continua, pacífica y publica. Aquí el poseedor ad 
usucapionem en realidad es propietario del inmueble por ostentar 
un título que sirve de causa de transferencia del dominio, pero, su 
título adolece de algunos defectos que de alguna manera lo 
invalidan frente a terceros, por tal motivo, la prescripción 
adquisitiva va a corregir o convalidar por el decurso del tiempo y 
con la prueba de la buena fe en la adquisición, como por ejemplo 
cuando el que transfiere no es titular del derecho. 
 
A decir de Gonzales Linares mencionado por Marianlella Ledesma 
y otros, concuerdan con lo que se expresa a continuación “El justo 
título en la usucapión significa que la posesión ejercida por el 
usucapiente se debe a la causalidad provocada por una 
transmisión onerosa de la propiedad, pero que no le otorga 
suficiente titularidad al adquiriente del derecho real (propiedad), 
porque se originó sin la legitimación del derecho subjetivo material 




del transmitente o, en su caso, en virtud de un acto sin validez ni 
eficacia. Por ello se establece que justo título es aquel que reúne 
los requisitos para la transferencia de la propiedad, pero le falta el 
elemento de mayor sustantividad, que es la legitimidad del 
derecho que le conceda la facultad de disposición, y es 
precisamente esta anomalía la que debe ser superada o 
convalidada por la usucapión corta, porque si no fuera así la 
prescripción corta no tendría objeto”54. 
 
En esta clase de prescripción, se entiende que el usucapiente 
adquirió el inmueble del transferente sin que este tenga el poder 
jurídico de disposición plena, bien sea porque no es el propietario, 
solo sea propietario de una parte, su título tenga algún defecto, 
etc., aquí lo importante para que funcione la prescripción es que, 
el comprador – usucapiente – no haya tenido conocimiento de esa 
irregularidad y haya actuado de buena fe; es decir, que cuando se 
celebró el acto o negocio jurídico el comprador ahora usucapiente 
creyó que su transferente si era el verdadero propietario, tenía 
conciencia que su vendedor es el propietario y que no se 
vulneraba el derecho de tercero, de allí que en el momento de la 
compra – venta se formó en él la buena fe, por tal motivo la ley le 
otorga a su compra la condición de justo título. El ejemplo 
conocido es la venta de bien ajeno. El justo título no está definido 
en el Código sustantivo, por ello para entenderlo y definirlo se 
debe recurrir a la doctrina. 
 
Para nosotros el justo título regulado en el segundo párrafo del 
artículo 950 del Código sustantivo civil, tiene origen en la 
existencia de un acto o negocio jurídico que traslada el dominio de 
una persona a otra, es decir, existe el acto jurídico con estructura 
valida y por tal motivo genera efectos jurídicos de transferencia, 
empero, el que transfiere –vendedor– no es el verdadero 




propietario, en otras palabras, es venta de bien ajeno y por tanto 
el enajenante carece del poder de disposición, pero, el comprador 
debe ignorar tal hecho para que se configure la “buena fe” exigida 
en la norma; este defecto, se regulariza con la posesión por cinco 
años mediante la prescripción ordinaria o corta, donde se requiere 
contar con justo título y buena fe. 
 
En otras palabras, el título que tiene el propietario – usucapiente 
debe ser justo y legalmente debe ser suficiente para transmitir la 
propiedad, en este caso solo falta la titularidad del enajenante, 
pero este hecho debe ser ignorado por el comprador. 
 
En la prescripción corta también debe cumplirse los otros 
presupuestos de posesión pacifica, continua y publica, empero, el 
tiempo se acorta a cinco años en comparación a la prescripción 
larga de diez años porque el usucapiente cuenta con justo título y 
actúa de buena fe que justamente le dan forma de verdadero al 
acto de transferencia. 
 
Como se ve, el cuerpo de leyes civil no define el justo título, por lo 
que debe recurrirse a la doctrina y la jurisprudencia, a este fin 
“(…) el justo título implica que el poseedor ha tomado control 
sobre el bien en base a una “causa de adquisición”, es decir, a un 
acto jurídico valido y verdadero, con virtualidad (potencialidad) de 
transferir el dominio; es decir, justo título es un acto jurídico valido 
con finalidad de transferencia (como el caso de compraventa, 
permuta, donación). El vicio, radica esencialmente con la persona 
de quien emana. Así se tiene que la venta del bien ajeno no 
constituye un objeto física o jurídicamente imposible ya que se 
encuentra regulado en el artículo 1539 del Código Civil, si se ha 
adquirido dicho bien mediante un procedimiento legal vigente 
constituye en consecuencia justo título y por ende plena eficacia 
jurídica. Ilustrando con un ejemplo se tiene que Pedro es el 
verdadero propietario de un bien y Francis se apodera de la 
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posesión y aparentaba ser el dueño, lo enajena. Francis es 
persona capaz, y otorga la escritura pública, con todas las 
solemnidades requeridas, y sin que concurran vicios de forma. 
Además hace tradición del inmueble. El adquiriente de buena fe, 
Carlos a los cinco años de posesión pública y pacifica consolida 
su derecho y podrá oponer a Pedro la prescripción ordinaria, corta 
o leve, basándose justamente en su justo título agregado a ello la 
buena fe. Como se ve el defecto que confluía en este título es que 
quien lo otorgo no era el propietario. Por el contrario si Francis 
falsifica la firma a nombre de Pedro dicho acto tendrá un vicio de 
forma y no podrá ser considerado como justo título”55. 
 
Pero, además, “El justo título para la usucapión ordinaria debe ser 
cualquiera dirigida a producir él mismo la adquisición, esto es, 
debe tratarse de un acto traslativo que implique la efectiva salida 
de un bien del patrimonio de otro. En consecuencia, justo título 
será cualquier acto o negocio jurídico a título particular (no 
universal como la herencia) cuya finalidad sea la transferencia de 
la propiedad, siempre que sea válido y cuyo único defecto será 
que el enajenante no es titular del derecho que pretende 
transmitir, por tal motivo, el defecto del título (al que se suma la 
buena fe) requerirá ser subsanado a través de la posesión por el 
plazo correspondiente. El título debe ser “justo”, es decir 
legalmente suficiente para transmitir la propiedad por si sola. Bajo 
estas definiciones se tendrá presente que justo título es aquel que 
está revestido de las solemnidades exigidas por ley, pero que 
presenta algunos defectos o vicios, los mismos que son 
subsanables o no generan validez absoluta del mismo. Además 
de ello, se exige el título debe ser “verdadero”, por lo que el acto o 
negocio jurídico debe de tener existencia real y además, no 
tratarse de un título simulado o falso. Y por último el título debe 
ser “valido”, es decir no debe estar afectado por ninguna causal 




de nulidad o ineficacia. El otro requisito exigido por la usucapión 
extraordinaria es la buen a fe del poseedor, que según nuestro 
código existe buena fe “cuando el poseedor cree en su 
legitimidad, por ignorancia o por error de hecho o de derecho 
sobre el vicio que invalida su título” (artículo 906 del C.C.). 
Conforme se advierte la buena fe no es solamente una creencia 
fundada en un estado psicológico (meramente interno del 
poseedor), debe responder al modo de actuar honesto de una 
persona, es decir, que el poseedor haya creído que su enajenante 
era propietario”56. 
 
2.2.5.8.2. Prescripción adquisitiva larga o extraordinaria 
Al igual que la prescripción corta, está regulada en el apartado 
950 del Código sustantivo civil al disponer que se adquiere por 
prescripción adquisitiva de dominio cuando se posee e forma 
continua, pacífica y publica y por el plazo  de diez años como 
propietario; en este caso, la diferencia con la prescripción corta 
está en que en esta última se exige contar con justo título y buena 
fe, por lo que el plazo se reduce a cinco años, en tanto que la 
prescripción larga no requiere de ningún presupuesto adicional. 
 
Las justificaciones de la regulación legal de la prescripción larga 
pueden estar sustentadas en muchas causas, empero, las 
comunes son que el Estado no puede permitir la incertidumbre 
jurídica a quien corresponde la propiedad de un inmueble, a lo 
que debe darle una solución mediante la usucapión, de esta 
manera se busca la paz social y la circulación del sistema 
económico y financiero de la sociedad mediante la seguridad 
jurídica en el negocio inmobiliario.  
 
Para la procedencia de esta prescripción, es suficiente el decurso 
del tiempo por diez años, es el premio que la ley otorga a quien ha 




usado y percibido los frutos del bien como si fuera el verdadero 
propietario, quien ha incorporado construcciones, mejoras, 
pagado sus impuestos, ha pagado por los servicios, etc. 
comportándose públicamente como propietario en forma continua 
y pacífica; también significa el castigo al propietario negligente 
que ha permitido al poseedor realizar las acciones que a él le 
correspondía en el inmueble de su propiedad, denotando que no 
tiene interés en ejercer los poderes jurídicos que la faculta la ley, 
por tanto, debe protegerse al posesionario que si demuestra 
necesidad de contar con la propiedad del inmueble del cual no 
tiene transferencia. 
 
A este fin, el doctor Gunther Gonzales dice “La usucapión 
extraordinaria es el último círculo del sistema patrimonial de las 
cosas, por la cual la titularidad se identifica con la realidad 
material continua y antigua, por lo que deja de tener importancia 
la buena fe del poseedor o los títulos del propietario. En tal 
sentido, téngase en cuenta que esta figura pondera la situación de 
un propietario meramente formal, que nunca le dio contenido 
económico a su derecho, que no trabajo la tierra, que se mantuvo 
en la improductividad; mientras que en la acera de enfrente 
tenemos a un poseedor laborioso que invierte capital y esfuerzo 
por un larguísimo periodo de tiempo. ¿A quién se le otorga la 
preferencia? La mala fe resulta irrelevante si comparamos la 
situación también antifuncional, contraria al bien común, del 
propietario de puro “papel”57. 
 
A su vez, se considera que “La usucapión extraordinaria (o larga) 
tiene como antecedente la llamada “prescripción por largo 
tiempo”, cuyo fundamento se encuentra en subsanar la falta de 
poder de disposición del transferente, pero con un alcance 
generalizado a fin de abarcar las hipótesis en que no existe el 
                                                          
57 GONZÁLES BARRÓN, Gunther Hernan. Op. Cit. p. 191.  
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titulo por ser ese inmemorial, o por haberse perdido el título, o por 
existir dudas respecto a la buena fe del adquiriente. Por tanto, la 
usucapión extraordinaria es el remedio ultimo para regularizar 
situaciones de hecho largamente consolidadas por el paso del 
tiempo, en las que no se toma en cuenta requisitos de orden 
jurídico y formal, bastando solo la posesión continua, pacífica y 
publica y como propietario, en este caso lo único que juega es la 
apariencia fáctica, mas no la apariencia legal, o la continuidad de 
la apariencia. La usucapión no está pensada para proteger al 
poseedor de mala fe, sino a cualquier poseedor cuya apariencia 
fáctica de comportamiento análogo al de un titular sea decisiva en 
el ámbito social, y al margen de cualquier condicionamiento 
jurídico formal”58. 
 
2.2.5.9. Sujetos y objetos de la usucapión 
Consideramos que tanto las personas naturales como jurídicas, 
incluso las no reconocidas jurídicamente como por ejemplo la 
asociación, fundación y comité no inscritos, pueden adquirir por 
prescripción adquisitiva, en cuyo caso es necesario contar con la 
capacidad de goce para ser sujeto activo de la usucapión.  
 
Respecto al objeto, se puede prescribir todo género de bienes 
muebles e inmuebles de propiedad privada. Sobre los bienes 
públicos de propiedad del Estado siempre han sido considerados 
imprescriptibles e inalienables, pero, esta prohibición se ha 
extendido también a los bienes de señorío privativo del Estado 
mediante la Ley Nº 29618 cuya vigencia data del 24 de noviembre 
del año 2010, la misma en su artículo 1 ordena que el Estado 
peruano es poseedor ficto de todos los inmuebles calificados 
como de dominio privado, en tanto que en el artículo 2, se declaró 
la imprescriptibilidad de los bienes inmuebles de dominio privado 
del Estado. Sin embargo, la prescripción procede si antes de 




entrar en vigencia la citada Ley 29618, el usucapiente ha 
cumplido con el término legal y requisitos señalados en el 
apartado 950 del Código Civil. 
 
2.2.5.10. Requisitos de la prescripción adquisitiva 
El Código sustantivo civil en su apartado 950 determina que se 
debe cumplir los siguientes requisitos: 
 
2.2.5.10.1. Posesión continua. 
Este requisito se cumple cuando el poseedor tiene un dominio 
sobre el inmueble de manera continuada y sin suspensiones o 
interrupciones, pero ello no significa que permanezca en él de 
manera permanente lo cual sería imposible, lo que interesa es 
que el posesionario se comporte como lo haría un propietario 
respecto al bien. 
 
El Código Civil en su artículo 904 determina que la posesión se 
conserva, aunque ocurran hechos pasajeros. Esta norma 
evidencia que la posesión se puede suspender en forma 
momentánea y sin que transcurra más de un a año, tiempo 
prescrito por ley para incoar los interdictos cuya finalidad es 
recuperar la posesión o, puede darse en forma inmediata la 
recuperación del inmueble por actos materiales o por las vías de 
hecho. La génesis de la norma la encontramos en el Derecho 
romano donde la posesión estaba sustentada en la cosa o corpus 
y el animus de poseer, en tanto que la posesión solo podía 
preservarse con el animus, esto quiere decir que el poseedor 
nunca ha perdido control potencial sobre el bien inmueble, lo que 
quiere decir que no es obligatorio la relación física del poseedor 
con el inmueble. 
 
A su vez, el artículo 915 del Código sustantivo legisla sobre la 
presunción de continuidad, siendo que esta presunción es iuris 
tantum porque admite prueba en contrario, pero, la naturaleza de 
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la continuidad explícita en la norma se refiere a que el poseedor 
no está obligado a probar a cada instante su posesión, por el 
contrario, si nadie reclama o se apone a su posesión continua, 
significa que éste ha poseído durante todo el tiempo que él dice 
haber poseído. 
 
El requisito de la continuidad para usucapir, no significa que el 
poseedor tenga que estar en dominio constante del bien, sin 
interrupción temporal, pues sería absurdo exigir tal condición, por 
lo tanto, es una conducta normal que el poseedor se aleje 
transitoriamente del bien o lo posea mediante otra persona, esta 
circunstancia esta reglada en el artículo 904 del Código sustantivo 
civil. 
 
Por su parte en el Segundo Pleno Casatorio Civil, se dio la 
doctrina legal sobre este requisito, determinando que la 
continuidad se ejerce sin solución de continuidad, que implica la 
no exigencia de persistencia del poseedor en el bien a usucapir, 
es decir, pueden existir actos de interrupción como los regulan los 
artículos 904 y 953 del Código Civil, lo exigible es que se realice 
actos posesorios sobre la cosa sin oposición alguna. 
 
La continuidad “Desde el derecho Romano ya se decía que la 
posesión se adquiere con el corpus y el animus, pero puede 
conservarse solo con el animus. Por tanto, en la fase sucesiva 
aquella de la adquisición de la posesión, esta se conserva 
mediante la sola posibilidad de tomar injerencia sobre el bien. 
Esta enseñanza es plenamente valida en la hora actual, aun 
cuando sea necesario aclarar que la falta del corpus significa que 
el poseedor NO necesita una injerencia actual sobre el bien, pues 
basta una injerencia potencial, a lo cual se le añade la abstención 
de los terceros. En aplicación de cuanto se ha dicho, el sujeto 
conserva la posesión, aunque haya perdido el contacto físico 
sobre el bien, siempre que se encuentre en grado de retomar el 
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contacto en cualquier momento. Se pueden poner varios 
ejemplos: Ticio deja la bicicleta a un lado de la calle para tomarla 
poco después; Cayo deja caer en forma involuntaria un objeto en 
un lugar donde es difícil encontrarlo, la imposibilidad de injerencia 
es incompatible con la conservación de la posesión, pero en esta 
frase debe entenderse una “imposibilidad definitiva” por tanto se 
conserva la posesión en aquellos periodos de tiempo en la cual el 
bien sea temporalmente idóneo para sufrir la dominación física o 
económica del hombre (por ejemplo: Fundo ubicado en una zona 
montañosa accesible solo en verano). En cambio, si un tercero 
adquiere el poder sobre el bien (falta la abstención de los 
terceros), el sujeto primigenio habrá perdido la posesión. La 
posesión continua significa mantener en forma constante el 
control sobre el bien, por lo menos de modo potencial, sin que los 
terceros interfieran sobre este. La continuidad del hecho 
posesorio deberá extenderse por el tiempo establecido en la ley 
para la consumación de la usucapión”59. 
 
En otras palabras, debe entenderse que la exigencia de la 
posesión continua o el uso del bien no debe ser análogo al 
periodo de posesión de diez años que exige la ley, pues la 
continuidad no debe ser tan rigurosa, dado que pueden existir 
etapas en que se altere la forma del disfrute de la cosa, lo cual es 
legal. 
 
2.2.5.10.2. Posesión pacífica. 
La exigencia y los alcances de la pacificidad como requisito para 
la procedencia de la prescripción adquisitiva de dominio, significa 
que durante el tiempo de posesión de diez años que exige el 
artículo 950 del Código Civil, ésta se ejerza en forma pacífica, sin 
violencia y que no haya disputas sobre la posesión. 
 




Al inicio de la posesión ha podido existir violencia como sucede en 
casi la generalidad de las usurpaciones o invasiones, pero, 
cuando ésta cesa la posesión se convierte en pacífica; aquí, se 
debe tener en cuenta que la pacifidad no se perturba por el envío 
de cartas certificadas o el inicio de causas judiciales porque éstos 
no instituyen actos de violencia física ni moral, sino, tiene que ver 
con la interrupción de la prescripción. 
 
El doctor Alan Pasco cuando comenta el fundamento jurídico Nº 
44 de la Casación Nº 2434-2014-CUSCO, referido a la 
permanencia de la posesión pacífica, señala “Esto es un acierto. 
La pacificidad no va de la mano con la forma en que uno accede 
al bien materia de prescripción. Si un grupo de invasores accede 
a un inmueble a través de la violencia contra sus actuales 
poseedores, tal hecho no “tiñe” a la posesión durante todo su 
ejercicio y por ello no le otorga el calificativo de “no pacífica”. Si la 
violencia ceso inmediatamente luego de consumado el despojo, 
entonces la posesión de los nuevos ocupantes será “pacifica”60. 
 
Asimismo, el artículo 920 del Código Civil61, regula la desposesión 
que puede considerarse pasajera si el poseedor recupera el bien 
dentro de los 15 días, incluso recurriendo a las vías de hecho que 
sean proporcionales y racionales, lo que se conoce como la 
autocomposición unilateral del conflicto, en este caso, no puede 
calificarse a la posesión como no pacífica. 
 
2.2.5.10.3. Posesión pública. 
La posesión debe ser a la vista de todos, visible y no oculta, lo 
que significa que no solo los colindantes sino los vecinos y la 
                                                          
60 PASCO ARAUCO, Alan. Derechos Reales – Análisis de la Jurisprudencia de la Corte 
Suprema. Ed. Gaceta Jurídica S.A. Lima. Julio 2017. p. 108, 109. 
61 CÓDIGO CIVIL. Artículo 920. Defensa posesoria extrajudicial. El poseedor puede repeler la 
fuerza que se emplee contra él o el bien para recobrarlo, si fuere desposeído. La acción se 
realiza dentro de los quince (15) días siguientes a que tome conocimiento de la desposesión. 
En cualquier caso, debe abstenerse de las vías de hecho no justificadas por las circunstancias. 
(…). Op. Cit. p. 204.     
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comunidad en general crean que el poseedor es el propietario, sin 
interesar que tenga o no un título, sino por el comportamiento que 
exterioriza a la vista de todos, comportándose abierta y 
públicamente como dueño. 
 
Sobre la posesión pública, el profesor español Hernández Gil 
citado por Tania Angulo Castro, tiene una posición clarificadora 
sobre este requisito, expresando “Siempre que se dé el grado de 
exteriorización propio del uso de las cosas, según la naturaleza de 
éstas y las circunstancias, la posesión será pública. Lo que ha de 
hacer el usucapiente es comportarse en la utilización de la cosa, 
no de un modo especial, sino conforme a los criterios empíricos 
usuales. Todo ello se traduce, en la práctica, en que el carácter 
público de la posesión habrá de ser objeto de prueba, como todos 
los demás requisitos, y será materia de debate, si se quiere, más 
estricta. Por ejemplo, en una partición hereditaria se ha 
adjudicado a uno de los herederos una alhaja que el causante 
tenía en depósito y no corresponde a la herencia. El heredero, 
que podría ser una señora aficionada a esta clase de objetos, 
conoce la verdadera procedencia de la alhaja, pero lo silencia y lo 
recibe con el lote. Si la señora en el uso de esa pieza no hace 
distinción respecto de las demás, aunque solo lo exhiba en 
oportunidades propias del caso, la posesión será pública. No hace 
falta que no se lo quite de encima o que la coloque en un 
escaparate. La posesión será pública. Si, por el contrario, guarda 
cuidadosamente la alhaja y, mientras se adorna con las demás, 
no la saca del joyero y este lo tiene en una caja, faltara el requisito 
de posesión pública”62. 
 
A su vez, el Segundo Pleno Casatorio Civil emitió doctrina legal 
sobre la posesión pública, indicando que ésta debe ser evidente 
ante los demás, quienes creen o consideran que el usucapiente 




es el propietario, de esta situación de hecho puede surgir 
oposición del titular. 
 
Ahora bien, “La posesión como hecho propio de la realidad física, 
como situación fáctica, solamente existe si el hecho se manifiesta 
socialmente. En tal sentido, una posesión clandestina no llega a 
ser tal, pues el adjetivo resulta ser contradictorio con el sustantivo 
al que pretende calificar. Quien pretende el reconocimiento del 
orden jurídico como propietario, no puede esconderse u ocultarse, 
y no puede tener conductas equivocas o fundarse en meras 
tolerancias del verdadero poseedor, pues la clandestinidad es 
mirada con repulsa, en cuanto sustrae una cosa del curso natural 
de las interacciones humanas, a través de la negación de un valor 
social fundamental como es la comunicación. La posesión publica 
implica que esta se ejerce de modo visible, y no oculta, de modo 
que se pueda revelar exteriormente la intención del sujetar la 
cosa. La publicidad no requiere que el propietario tome 
conocimiento de la situación posesoria ajena, pues basta la 
objetiva posibilidad. Medida de acuerdo a los cánones sociales, 
de que cualquier tercero advierta la existencia de esa posesión”63. 
 
2.2.5.10.4. Como propietario. 
El articulo 950 exige que el poseedor conduzca el inmueble como 
propietario para que perfeccione la prescripción, es decir lo debe 
conducir con animus domini, lo que significa que el usucapiente 
debe materializar las facultades que le corresponden al 
propietario, como es el uso, disfrutar, construir, introducir mejoras, 
pagar impuestos, servicios, etc. 
 
Estas acciones u hechos el doctor Alan Pasco Arauco los llama 
“fase objetiva del requisito de la “posesión como propietario”, que 
es una fase pensada para justificar el premio del prescribiente. 




Pero, así como el sistema premia al prescribiente, la usucapión 
también encierra un elemento sanción frente al propietario contra 
quien aquella se consuma. Pero para poder aplicar esta sanción 
primero debe haber una conducta reprochable a dicho propietario. 
¿Cuál es esa conducta? Haber permitido que el prescribiente 
consume la prescripción pese a haberlo podido evitar. Y es que 
no tendría sentido sancionar al propietario si es que nunca estuvo 
en condiciones de saber que alguien estaba tratando de 
prescribirlo. (…). Por ello, en su fase subjetiva, el requisito de la 
“posesión como propietario” va muy ligado con el hecho de que el 
prescribiente no haya reconocido a otro como propietario, 
obligándose a restituir la posesión en algún momento, así, el que 
el prescribiente haya celebrado un contrato de mediación 
posesoria (arrendamiento, usufructo, superficie, comodato, etc.) 
en donde asume la condición de poseedor inmediato, con la 
obligación de restitución del bien en algún momento, determina 
que aquel se no comporte (subjetivamente) como propietario. 
 
En conclusión, el requisito de la “posesión como propietario” debe 
ser analizado y cumplido en sus dos niveles o fases: un nivel 
objetivo (pensado como un justificativo del premio que significa 
para el prescribiente hacerse con la propiedad) y un nivel 
subjetivo (pensado como un justificativo del castigo que significa 
para el anterior propietario el perder el bien a manos del 
prescribiente)”64. (negrilla es agregado). 
 
Igualmente, en el Segundo Pleno Casatorio Civilla Corte Suprema 
se ha pronunciado sobre los alcances del animus domini del 
posesionario para usucapir, quien debe comportarse como 
verdadero propietario, aunque no lo sea, pero tiene dicho 
propósito. 
 
                                                          
64 PASCO ARAUCO, Alan. Op. Cit. p. 81, 82. 
58 
 
El Pleno Casatorio citado, basándose en la doctrina indica que la 
posesión que se convertirá en propiedad será aquella en que el 
poseedor actúe a título de dueño exclusivo, es decir, la possessio 
ad usucapionem; es decir, que jamás se podrá adquirir cuando la 
posesión es a nombre de otro; posición con la que estamos de 
acuerdo. 
 
El ánimo de dominio, “según DIEZ PICAZO, “Hay una posesión en 
concepto de dueño cuando el poseedor se comporta según el 
modelo o estándar de comportamiento dominical y cuando el 
sentido objetivo y razonable derivado de este comportamiento 
suscite en los demás la apariencia de que el poseedor es el 
dueño”. Es bueno destacar que el animus domini no puede 
quedar circunscrito al ámbito psicológico del poseedor, ya que la 
intención de este debe materializarse a través de su 
comportamiento en no reconocer otra potestad superior. El 
animus domini no es un elemento subjetivo, una simple intención, 
lo cual no es relevante para producir efectos o consecuencias 
jurídicas y que, por lo demás, no podría ser probado para el 
mundo del derecho. Por el contrario, se trata de un 
comportamiento exterior, notorio, constante, basado en 
cuestiones objetivas como la causa (origen) de posesión. “De 
acuerdo con el principio de Kant, no basta que tenga la custodia 
de la cosa. Una protección basada en lo sagrado de la 
personalidad del hombre requiere que el objeto sea colocado 
dentro de la esfera de tal personalidad, que la libre voluntad se 
haya fijado sin restricciones en ese objeto. Debe ser entonces la 
intención de apropiarse de él, es decir, de hacerlo parte de uno 
mismo, o propio de uno”. Para efectos prácticos, la determinación 
de si el poseedor actúa como propietario o no, requiere el 
CONOCIMIENTO DE LA “CAUSA POSESORIA”. No hay otra 
forma de diferenciar una posesión de la otra”65. 






El plazo para prescribir en forma extraordinaria los bienes 
inmuebles, es de diez años continuos tal como lo prevé el artículo 
950 del Código Civil, término que no debe ser suspendido o 
interrumpido, tampoco requiere de un requisito adicional ni que 
sea declarado judicialmente por ser la adquisición originaria y de 
naturaleza declarativa. 
 
2.2.5.11. Renuncia de la usucapión 
Se sostiene que no se puede renunciar por anticipado a la 
prescripción adquisitiva, debido a su naturaleza y el interés 
general de que esta investida. 
 
Gonzáles Linares, citado por Marianella Ledesma y otros, sobre la 
renuncia dice “Se ha establecido que las normas jurídicas que 
reglan la prescripción son de orden público, por lo tanto, no son 
susceptibles de renuncia a priori, sino a posteriori. Esta situación 
no admite sea confundida con la renuncia al derecho de prescribir, 
la que está prohibida (artículo 1990 del Código Civil)”66. 
 
Lo argumentado en el párrafo anterior se corrobora con lo 
dispuesto en el artículo 1990 del Código Civil, que establece la 
prescripción es irrenunciable, por tanto, toda estipulación en 
contrario es nulo de pleno derecho. 
 
El mandato legal es claro, no se podría renunciar a lo que no se 
tiene, pues un sujeto que aún no ha ganado la propiedad por 
prescripción no puede usucapir, empero, podría darse el caso que 
éste abandone la posesión o esta sea interrumpida, pero, ello no 
significa renuncia. 
 




Distinto es el caso cuando se ha ganado la prescripción, porque 
ya existe el derecho de propiedad reconocido en la norma, en 
efecto, el Código Civil  en su apartado 1991 legisla cobra la 
prescripción ganada, a la que puede renunciarse bien sea 
expresa o tácitamente. Sobre el tema, el doctor Ramírez Cruz 
citando a Planiol-Ripert y Salvat, sostiene “la renuncia es 
esencialmente abdicativa y no traslativa, y tiene el carácter de 
unilateral que no requiere ser aceptada por la parte contraria. 
Además es un acto no solemne, no hallándose sujeto a ninguna 
condición de forma, y pueda cumplirse expresa o tácitamente 
(artículo 1991)”67. 
 
Marianella Ledesma y otros, citando al doctor Gonzales Linares 
concuerdan que la “Renuncia tacita.- Se presenta cuando el que 
tiene derecho para usucapir demuestra por acto propio reconocer 
a un tercero como a propietario, v.gr., si el poseedor con plazo 
prescriptorio listo para hacerlo valer, suscribe un contrato de 
arrendamiento con este acto dejo de ser poseedor ad 
usucapionem, para pasar a ser conductor arrendatario, sin 
ninguna opción para usucapir, o sea, perdió la calidad de ser 
poseedor como propietario. Renuncia expresa.- Esta renuncia 
puede tener lugar cuando el prescribiente de manera clara y 
escrita reconoce que no es el propietario sino otra persona, v. gr., 
en un proceso de reivindicación, en la contestación a la demanda 
o en la secuela del proceso alcanza escrito afirmando 
categóricamente que reconoce al demandante como dueño del 
bien (artículo 221 del Código Procesal Civil)”68. 
 
El efecto de la renuncia implica para el usucapiente es como si 
jamás hubiera sido propietario, siendo que el efecto jurídico de 
esta renuncia es retroactivo a la fecha de inicio de la prescripción. 
 
                                                          




 2.2.6. La predictibilidad y seguridad jurídica 
2.2.6.1. Generalidades 
Como se ha planteado en la presente investigación, la dicotomía 
de la jurisprudencia en las acciones reales de prescripción 
adquisitiva viene generando falta de predictibilidad, pues en unos 
casos se arguye que las sentencias son declarativas y en otros 
que son constitutivas, ocasionando distorsiones en la 
predictibilidad en los resultados de los procesos. Los justiciables 
esperan que su proceso sometido al órgano jurisdiccional sea 
resuelto de la misma forma en que lo fue otro análogo y no de 
diferente manera; asimismo, espera que sea con celeridad en 
irrestricto respeto a los plazos procesales, lamentablemente, en la 
práctica ocurre todo lo contrario, este dilema es uno de los 
problemas que generan desesperanza y ocasionan la falta de 
seguridad jurídica y credibilidad en el Poder Judicial, pues no 
existe certeza en el resultado que espera alcanzar. 
 
Es cierto que no existen dos procesos iguales, porque cada uno 
tendrá sus fundamentos facticos y medios probatorios diferentes, 
pero, en esencia y por la naturaleza de la pretensión son similares 
en cuanto tienen la misma vía procedimental y la será la misma 
norma material que resuelva en definitiva la petición, como por 
ejemplo cuando se recurre al Poder Judicial instando demanda de 
prescripción adquisitiva de dominio de bien inmueble, siendo que 
en unos casos la Corte Suprema en sus Casaciones determina 
que la acción instada es declarativa y en otros constitutiva; 
supuestamente, este hecho no tendría transcendencia jurídica, 
pero no es así, dado que los alcances de las Resoluciones 
Casatorias generan alcances distintos ante hechos y procesos 
equivalentes, además, constituyen precedente obligatorio para los 
jueces de inferior jerarquía, empero, al tener dualidad de 
sentencias con alcances distintos les genera no solo duda, sino 
una completa indecisión y tal vez corrupción al tener que 




Estas contradicciones ocasionadas por las Salas Civiles de la 
Corte Suprema de la República, imposibilita la seguridad jurídica y 
la predictibilidad en las sentencias judiciales, atentándose de esta 
forma los derechos de los justiciables, entre ellos el derecho a la 
igualdad como derecho fundamental garantizado en nuestra 
Constitución Política. 
 
Una de las posibles soluciones de la falta de seguridad jurídica y 
predictibilidad es el precedente judicial regulado en el apartado 
400 del Código Procesal Civil, mandato que no es prevenido por 
los jueces supremos, lo que amerita un cambio radical en su 
forma de actuar, debiendo posponer sus intereses particulares y 
dar mayor fluidez a la emisión de sentencias vinculantes en bien 
de la sociedad en su conjunto. 
 
En el año 2008 se celebró el Segundo Pleno Casatorio Civil cuya 
Resolución fue publicada el 22 de agosto del año 2009, siendo la 
materia discutida la Prescripción adquisitiva de dominio, teniendo 
la oportunidad los Vocales Supremos de pronunciarse sobre la 
prescripción adquisitiva en toda su dimensión problemática, entre 
ellas el tema planteado en la presente investigación; sin embargo, 
no fue así dado que se discutió un solo tema respecto a la 
interpretación correcta del artículo 950 del Código Civil, en el 
sentido que pueden usucapir dos o más coposeedores 
homogéneos, siendo su resultado una copropiedad. Al decir de 
tratadistas nacionales, la Sala Civil Suprema en la celebración de 
este Pleno Casatorio incurrió en una serie de imprecisiones 
doctrinales contradictorias y desfasadas, no siendo una 
Resolución acorde a las expectativas del foro nacional, de los 
jueces inferiores ni de los justiciables, entre ellos se tiene a los 
doctores Eugenio María Ramírez Cruz, Martin Mejorada, 




2.2.6.2. Principio de predictibilidad 
Este principio tiene su génesis en el derecho anglosajón del 
common law, primero se aplicó en el derecho administrativo, 
luego, se extendió a las otras ramas del derecho, por lo que ahora 
su sistema tiene como bases la jurisprudencia que son llamados 
“precedentes”.  
 
Se puede afirmar, haciendo una somera comparación entre 
nuestro sistema de origen romano germánico o continental, donde 
prima la ley sobre la jurisprudencia, la justicia es impredecible 
dado que en casos análogos a veces se emite sentencias 
discordantes; en cambio, en el common law “la ventaja de este 
sistema es que los operadores del derecho y los administrados, 
conocen de antemano, antes de iniciar un proceso judicial, las 
formas de resolución de determinados conflictos entre los 
particulares, al existir el sistema de precedentes, siendo necesario 
para poder determinar la solución de un caso, se debe recurrir a 
un precedente y que haya resuelto un caso parecido, igual o 
similar, de tal modo que sirva de nexo y permita la solución del 
caso”69. 
 
Por nuestra parte, podemos decir que el principio de 
predictibilidad consiste en que los justiciables sepan anticipada o 
simultáneamente al interponer su demanda, cuál va a ser el 
resultado. En esa línea “el principio de predictibilidad pretende 
que los justiciables conozcan a priori el resultado del proceso, lo 
cual está relacionado con el precedente y la seguridad jurídica 
(…)”70. 
 
La predictibilidad jurídica, es conocida y aplicada en varias 
legislaciones, en este sentido Alva Matteuci indica “veamos las 
equivalencias señaladas en algunos idiomas: 





Alemán Grundsatz der Rechtssicherheit 
Ingles Principle of Legal Certainty 
Español Principio de seguridad jurídica 
Francés Principle de la Sécurité Juridique 
Italiano Principio della Certezza del Diritto 
Portugués Princípio da Segurança Jurídica”71.   
Los objetivos de la predictibilidad, han sido tratados por el doctor 
Jelio Paredes Infanzón72, indicando “los siguientes: 
 
a) Seguridad jurídica  
Los precedentes obligatorios generan una estabilidad en el 
sistema jurídico peruano, a los abogados, magistrados, litigantes, 
a los inversionistas tanto nacionales como extranjeros, quienes 
tendrán mayor confianza en la administración de justicia.   
 
b) Una forma de eliminar la corrupción. 
Mediante la predictibilidad judicial, es mayor el control que se 
puede hacer de la facultad discrecional del juez, pues la regla es 
el cumplimiento y aplicación de los precedentes judiciales, y en el 
caso que se aparte se deberá hacerse son la sólida 
fundamentación jurídica. 
 
c) Descarga procesal. 
La predictibilidad judicial genera mayor claridad respecto a las 
pretensiones. Los justiciables conocerán anticipadamente las 
líneas jurisprudenciales de la Corte Suprema, motivo por el cual 
podrán conocer anticipadamente el resultado del proceso”73.    
 
Lamentablemente, pese a que el doctor Jelio Paredes en el año 
2008 edito su libro, han pasado más de diez años y la situación 
práctica de la predictibilidad está en retroceso por negligencia de 
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la Corte Suprema, por lo que los objetivos delineados por este 
autor han quedado en espejismos, principalmente en los procesos 
de prescripción adquisitiva. 
 
2.2.6.3. Sentencias del poder judicial y principio de 
predictibilidad 
 
No nos cabe ninguna duda que en el Perú no se cumple el 
principio de predictibilidad no solo en las sentencias, sino también 
en las otras resoluciones de menor grado, lo que genera muchos 
problemas de distinto orden, lo más grave es la falta de 
credibilidad en el sistema de justicia por la población en general, 
desaprobando drásticamente la labor del Poder Judicial, pues 
según encuesta de la empresa GFK publicada en diario La 
República74 tiene una aprobación del  8%, lo que significa que de 
cada 100 personas 92 no creen en el sistema de justicia, hecho 
que empeora con los CNM-audios donde se han involucrado a 
jueces supremos y superiores, así como a miembros del ex 
Consejo Nacional de la Magistratura cometiendo actos de 
corrupción, hechos ilegales que siempre han existido en estas dos 
importantes instituciones del Estado, empero, nunca se sacaron a 
la luz. 
 
Asimismo, la Corte Suprema no viene cumpliendo sus funciones 
según el Código Procesal Civil y la Ley Orgánica del Poder 
Judicial referido a la uniformidad de la Jurisprudencia, ni del 
desarrollo de Plenos Casatorios o la implementación de plenos 
nacionales y regionales, por este y muchos motivos no existe una 
jurisprudencia vinculante en temas importantes y que hasta ahora 
no han merecido atención por los Jueces Supremos; esto, trae 
serias consecuencias en las inversiones nacionales y extranjeras 
por la falta de certeza en las decisiones judiciales que en vez de 
                                                          




generar certidumbre en las inversiones involucra indecisión.  
 
Se debe lograr la predictibilidad en todo nivel de resoluciones, 
desde el auto más simple hasta las sentencias casatorias, solo así 
se habrá recobrado la confianza en el Poder Judicial, con cero 
corrupción ni influencias internas o externas, con una selección de 
jueces que sea adecuada y meritocracia tanto en su 
nombramiento como en las ratificaciones, no por 
recomendaciones ni subjetividades como ha venido sucediendo 
en unos casos desde el inicio del funcionamiento del CNM; 
además, se debe incrementar el número de juzgados para 
equilibrar la carga procesal para que la justicia sea oportuna en el 
cumplimiento de plazos. 
 
Al principio de predictibilidad en nuestro sistema se lo relaciona 
directamente con el precedente, nosotros creemos que existe 
nexo entre ambos, principalmente cuando se trata del precedente 
vinculante o la denominada doctrina casatoria; sin embargo, como 
se tiene dicho estos Plenos Casatorios son muy escasos y sin 
mayor trascendencia. 
 
Sobre la predictibilidad, Javier de Belaunde ha escrito con el título 
“Algunas Propuestas para la reforma del Sistema Judicial 
Peruano” (en Cuaderno de Formación Nº 2-2005 del Instituto de 
Estudios Social Cristianos de la Fundación Honrad Adenauer 
Stifting), citado por Jelio Paredes Infanzón, expresando que  “Uno 
de los problemas más graves de la justicia peruana es que es 
impredecible. No solo es una justicia lenta, sino que por múltiples 
factores (razonamiento exageradamente formalista, 
desvinculación del contexto económico y social, corrupción, etc.) 
es muy difícil predecir el resultado de un conflicto de intereses 
llevado al sistema de justicia. La jurisprudencia es de baja calidad. 
Muchas veces no hay motivación adecuada y en múltiples 
oportunidades resulta difícil encontrar en ellas criterios 
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orientadores. Un aspecto fundamental resulta trabajar por mejorar 
la calidad de la jurisprudencia. No solo es un problema de 
capacitación permanente de los jueces, sino también resolver 
elementales problemas administrativos. Por ejemplo, que la Corte 
Suprema tenga un archivo de los casos que ha resuelto a los 
cuales los mismos jueces supremos puedan recurrir. En el Perú la 
jurisprudencia no establece precedentes de obligatorio 
cumplimiento. Ello permite que resulte frecuente que ante un 
mismo problema jurídico se den soluciones diferentes. 
Consideramos que este es uno de los factores más graves para la 
falta de confianza en la justicia”75. 
 
Con el precedente vinculante o con Plenos Casatorios Civiles que 
sean desarrollados de manera motivada y coherente por los 
Jueces Supremos, en temas significativos y donde existan serias 
discrepancias argumentativas en las sentencias, de alguna 
manera se va a lograr recuperar la confianza de la población en el 
alicaído sistema de justica. 
 
El artículo 22 del TUO de la Ley Orgánica del Poder Judicial –
TUO de la L.O.P.J. – establece sobre el carácter vinculante de la 
doctrina jurisprudencial, pero, a pesar de existir una norma de 
cumplimiento obligatorio como la citada, la Corte Suprema viene 
haciendo caso omiso a dicho mandato, principalmente en el área 
del Derecho civil, donde se emiten sentencias contradictorias por 
las mismas Salas Civiles, tal es el caso de las sentencias 
pronunciadas en los procesos de prescripción adquisitiva de 
dominio, en unas sostienen que es declarativa, en otros que es 
constitutiva; así también, confunden la pacificidad con la 
continuidad de la posesión, etc. de esta manera se ha probado 
que no existe predictibilidad en las sentencias casatorias de la 






Igualmente, las publicaciones que hace la Corte en “El Peruano” 
son desordenadas, no están clasificadas por materias, son 
voluminosas, tediosas, desestructuradas, no llegan a los jueces 
de todas las instancias y tampoco son leídas por éstos por la 
carga procesal. En conclusión, el artículo 22 del TUO de la 
L.O.P.J. deviene en inútil. 
 
De otro lado, los artículos 384 y 400 del Código Procesal Civil 
establecen los fines del recurso de Casación y del precedente 
judicial respectivamente, tampoco se cumplen. No existe una 
jurisprudencia civil uniforme, lo que significa que el derecho 
sustantivo no se aplica con igualdad en todos los casos análogos, 
lo cual es perjudicial para el sistema de justicia, los justiciables y 
la sociedad en su conjunto. Esta falta de uniformidad resta 
consistencia a la predictibilidad, atenta contra los principios de 
celeridad y economía en los procesos. 
 
En materia legislativa, sería conveniente modificar el Capítulo IV 
Casación, del Título XI Medios Impugnatorios del Código Civil, 
con la finalidad que sean menos los casos que lleguen a la Corte 
Suprema vía Recurso de Casación, de esa forma, la Corte tendrá 
mayores opciones de uniformar la jurisprudencia y llevar a cabo 
Plenos Casatorios. 
 
Sobre la modificación legislativa, también opina en igual sentido el 
doctor Juan Carlos Lozano dice: 
 
 “En tal sentido, es dable inferir que a la par o por sobre las 
funciones nomofiláctica y unificadora del recurso de casación civil 
está la dikelógica; cabe decir, aun y cuando el instituto de la 
casación fue creado por los revolucionarios franceses para 
defender al derecho objetivo, no es posible olvidar que todo el 
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sistema jurídico tiene como objetivo fundamental la defensa de la 
persona humana –que se encuentra en el ápice de nuestro 
sistema jurídico–, y en ese interregno toda la normativa procesal 
no puede ni debe desviarse de los acotados fines. De manera que 
es en atención a tan elevados fines como deben interpretarse los 
del recurso de casación civil establecidos en el artículo 384, pues 
las finalidades concreta y abstracta del proceso establecidas en el 
artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Civil forman 
parte primordial e indisoluble del derecho objetivo. En tal sentido, 
proponemos las siguientes modificaciones a los artículos 385, 389 
y 398 del Código Procesal Civil. (…)”76. 
 
Las contradicciones en las sentencias casatorias en procesos de 
prescripción adquisitiva de dominio relativas a su naturaleza o 
carácter de la Corte Suprema como tema planteado en nuestra 
investigación, las desarrollaremos más adelante; teniendo en 
cuenta que, resulta nocivo encontrar sentencias de la más alta 
instancia de la justicia peruana en forma discordante, 
ocasionando disconformidad no solo de los justiciables y 
magistrados, sino que con estos garrafales errores se asignan o 
se impide derechos que debe corresponder al que tenga la razón 
fáctica, probatoria y jurídicamente. 
 
2.2.6.4. Principio de seguridad jurídica 
Se refiere a la certeza del Derecho en su aplicación, es decir, que 
el justiciable tenga confianza que su pretensión será resuelta no 
solo con la aplicación correcta de la norma sustantiva, sino 
también en su interpretación. 
 
“Uno de los principios fundamentales de todo ordenamiento 
constitucional democrático es la seguridad jurídica, debido a la 
necesidad de que los ciudadanos sepan, en todo momento, a qué 




atenerse en sus relaciones con el Estado y con los demás 
particulares. 
 
El principio de seguridad jurídica, en consecuencia, debe 
entenderse como la confianza que los ciudadanos pueden tener 
en la observancia y respeto de las situaciones derivadas de la 
aplicación de normas válidas y vigentes. 
 
La seguridad jurídica se asienta sobre el concepto de 
predictibilidad, es decir, que cada uno sepa de antemano las 
consecuencias jurídicas de sus propios comportamientos. Como 
dicen los ingleses, “legal security means protection of confidence” 
(Marshall). 
 
Dentro de este orden de ideas, el Tribunal Constitucional español 
lo ha configurado como una “suma de certeza y legalidad, 
jerarquía y publicidad normativa, irretroactividad de lo no 
favorable, interdicción de la arbitrariedad, pero que, sin agotarse 
en la adición de estos principios, no hubiera precisado de ser 
formulado expresamente. La seguridad jurídica es la suma de 
estos principios, equilibrada de tal suerte que permita promover, 
en el orden jurídico, la justicia y la igualdad en libertad”77.   
 
2.2.7. El derecho de defensa 
Este derecho es consustancial al debido proceso y es 
considerado como un derecho fundamental de la persona sea 
natural o jurídica. En este caso, nos vamos a centrar sobre los 
mecanismos de defensa que ofrece los Códigos Sustantivo y 









Para conceptualizar en forma debida el derecho de defensa, 
vamos a recurrir a la doctrina, así, la doctora Marianella Ledesma 
y otros trascriben la opinión del maestro Alex Carocca Pérez, 
quien dice “(…) defensa es la reacción frente a una previa acción, 
y en el marco del proceso traduce en la exigencia de dar a cada 
una de las partes, la posibilidad de llevar a cabo una actuación, 
del mismo contenido y valor con que ha contado la parte contraria, 
a fin de obtener una declaración del derecho en su favor”78.  
 
Definitivamente, el derecho de defensa está amparado en la 
Constitución, en merito a este, los justiciables pueden alegar, 
contradecir, presentar pruebas, que las valoren, etc. en toda la 
secuela del proceso. 
 
Por nuestra parte, podemos decir que el derecho de defensa es el 
derecho que tienen los justiciables o administrados sometidos a 
un proceso judicial, administrativo y otros, a alegar los 
fundamentos facticos y jurídicos, así como a ofrecer sus medios 
de prueba, a que estos sean admitidos y valorados al momento de 
emitir la decisión final. 
 
A su vez, el doctor Giovanni Priori dice “El derecho de defensa es 
el derecho que tienen todas las partes a formular sus alegaciones 
y pruebas dentro de un proceso, a que sean tratadas con igualdad 
dentro de él, a que tengan conocimiento oportuno de las 
ocurrencias del proceso para que en tiempo razonable puedan 
preparar su defensa, el derecho a que se resuelva sobre aquello 
respecto de los cual han tenido oportunidad de defenderse 
(congruencia), a que la sentencia afecte a quien ha participado del 
proceso y a que puedan hacer uso de los recursos previstos por 
ley”79. 





El derecho de defensa está contemplado en el artículo 139.14 de 
la C.P.E. 
 
Sobre el derecho de defensa, el tratadista Marcial Rubio 
mencionado por la doctora Marianella Ledesma y otros, dicen que 
este autor precisa que el derecho de defensa tiene cuando menos 
dos significados que se complementan entre sí: 
 
“El primero consiste en que la persona tiene el derecho de 
expresar su propia versión de los hechos y de argumentar su 
descargo en la medida que los considere necesario. Este 
significado de defensa llega tan lejos, que se permite que las 
personas se expresen en su propio idioma ante las autoridades, 
como un derecho que no puede ser violentado (…). 
 
El segundo consiste en el derecho de ser permanentemente 
asesorado por un abogado que le permita garantizar su defensa 
de la mejor manera desde el punto de vista jurídico (…)”80. 
 
En igual sentido, el doctor Reynaldo Bustamante sobre el derecho 
a probar como expresión del derecho de defensa, argumenta “En 
nuestra opinión, el derecho a probar –también llamado derecho a 
la prueba– es un derecho de carácter procesal que integra el 
derecho fundamental a un proceso justo –o simplemente debido 
proceso– pues, éste es un derecho complejo que está 
conformado por un conjunto de derechos destinados a asegurar 
que el inicio, desarrollo y conclusión de un proceso o 
procedimiento, así como las decisiones que en ellos se emitan , 
sean objetiva y materialmente justas. Siendo el derecho a la 
prueba el que garantiza que los medios probatorios ofrecidos 
sean admitidos, practicados y valorados adecuadamente (de 
conformidad con los principios y demás bienes jurídicos que 




delimitan su contenido), el derecho a la prueba se presenta como 
uno de los elementos esenciales que configura un proceso justo, 
de tal suerte que allí donde no exista o no tenga una vigencia real 
o efectiva no habrá proceso o procedimiento justo”81. 
 
Como se aprecia, el derecho de defensa es materializado en 
forma individual y también como una garantía del proceso, 
enmarcado como un derecho constitucional para la validez del 
mismo. 
 
2.2.7.2. Excepciones procesales 
Las excepciones son medios de defensa por el cual se denuncia 
la falta de algún requisito o presupuesto procesal que impide 
temporalmente o definitivamente el pronunciamiento sobre el 
fondo de la controversia. Pueden ser dilatorias o temporales o 
perentorias o perpetuas. 
 
Para el autor Monroy Gálvez, la excepción es “(…) el instituto 
procesal a través del cual el emplazado ejerce su derecho de 
defensa denunciando la existencia de una relación jurídica 
procesal invalida por omisión o defecto de algún presupuesto 
procesal, o, el impedimento de pronunciarse sobre el fondo de la 
controversia por omisión o defecto de una condición de la 
acción”82. 
 
En el artículo 446 del Código Procesal Civil no está regulada la 
excepción de prescripción adquisitiva, es decir, procesalmente el 
usucapiente demandado está imposibilitado de basar su defensa 
en esta excepción, por lo que se estaría transgrediendo su 
derecho de defensa dado que las excepciones son taxativas y 
numerus clausus. 
 





2.2.7.3. Excepciones materiales 
Como se sabe, la doctrina también clasifica las excepciones en 
procesales o también llamadas de forma, fondo o materiales. 
 
Las excepciones materiales en realidad se basan en normas 
sustantivas y cuando son declaradas fundadas implica que la 
demanda es desestimada, porque existe un pronunciamiento de 
fondo, es decir, no se equipara a las excepciones procesales. 
 
La doctora Marianella Ledesma y otros sustentan que “Las 
excepciones materiales implican la introducción de hechos 
nuevos, que caben ser clasificados de la siguiente forma:   
 Hechos constitutivos: son aquellos en los que el actor basa su 
pretensión, por ello, le corresponde la carga de la alegación y 
de la prueba de los hechos.  
 Hechos impeditivos: son hechos producidos de manera 
coetánea a los hechos constitutivos que impiden a éstos 
desplegar su eficacia jurídica. 
 Hechos extintivos: son aquellos que, acaecidos con 
posterioridad a los hechos constitutivos, suprimen o extinguen 
la eficacia jurídica de éstos. 
 Hechos excluyentes: son aquellos que otorgan el demandado 
un contra derecho que le permite paralizar, enervar o destruir 
la pretensión  del  actor. Se dejaría sin fuerza la acción del 
actor. (…).       
 
En nuestro Código Civil podemos encontrar reguladas las 
siguientes excepciones de carácter sustantivo, tales como: 
 La excepción de incumplimiento (artículo 1426) 
 La excepción de caducidad de plazo (artículo 1427)   
 La excepción de saneamiento (artículo 1427) 
 La excepción de retención (artículo 1123)”83. 




Evidentemente, las excepciones señaladas no tienen carácter 
procesal y como no están regladas en el apartado 446 del C.P.C., 
su tratamiento dentro del proceso es distinto, prácticamente 
vendrían a ser argumentos de fondo sustentadas en normas 
sustantivas y como tal existirá un pronunciamiento en resolución 
final del proceso. 
 
Analizándose cada excepción sustantiva indicada, ninguna de 
ellas tiene relación directa ni indirecta con el proceso de 
prescripción adquisitiva; en consecuencia, no amerita mayor 
análisis. Sin embargo, es necesario decir que al usucapiente el 
estar impedido de deducir alguna excepción sustantiva por falta 
de regulación legislativa, se atenta contra su derecho de defensa 
en consonancia con su derecho de propiedad adquirido. 
 
2.2.7.4. Reconvención 
2.2.7.4.1. Evolución histórica 
En forma somera, podemos decir que la reconvención 
históricamente apareció en el derecho romano en la etapa 
denominada procedimiento formulario, era una especie de 
defensa y contraprestación que podía solicitar el demandado, 
como por ejemplo pedir una compensación, ciertamente, existen 
algunos cuestionamientos de algunos especialistas del derecho 
romano. 
 
En el derecho francés no existió esta institución jurídica, pero, en 
la edad media aproximadamente en el año 1510 se admitió la 
compensación por influencia del derecho romano canónico, 
posteriormente la reconvención se amplió a la demanda de dalos 
e intereses. 
 
En el derecho canónico, como es sabido este derecho fue 
influenciado por el derecho justinianeo, de tal manera que la 
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reconvención fue aceptada en el sentido que el actor está 
obligado a responder donde interpone una acción. 
 
En Alemania, igualmente por el influjo del derecho romano se 
admitió la reconvención incluso contra terceros, lo que significa 
ampliar las atribuciones del juez. 
 
2.2.7.4.2. Concepto 
La reconvención vendría a ser la acción dirigida por el demandado 
en contra del demandante, constituye una nueva pretensión 
fáctica y jurídica independiente de la primigenia demanda, de esta 
manera el sujeto pasivo se convierte en demandante dentro del 
mismo proceso; para su procedencia, es ineludible que se tramite 
en idéntica vía procedimental y que el juez sea competente por 
razón de la materia y la cuantía establecidos en el Código 
Adjetivo. En otras palabras, es una contrademanda. 
 
Para el tratadista Ramos Méndez “La reconvención es la 
demanda que a su vez formula el demandado contra el 
demandante, aprovechando la oportunidad que le ofrece la 
pendencia del proceso. Obedece, pues, a un criterio de 
oportunidad y de economía procesal. Lo que es objeto de 
reconvención podría constituir materia de un proceso 
independiente. Si se plantea dentro del proceso que ya está 
iniciado, es simplemente por las razones ya apuntadas. La 
reconvención es una verdadera demanda distinta de la ya 
presentada (…) no se dirige a impedir que prospere la demanda, 
sino que contiene pedimentos independientes susceptibles de 
determinar la condena del actor. Introduce en el proceso un nuevo 
objeto litigioso al que ha de dársele respuesta en la sentencia”84 
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Para el doctor Víctor Ticona define a “(…) la reconvención como 
la demanda, que puede contener una o varias pretensiones 
acumuladas, autónoma e independiente que interpone el 
demandado al contestar la demanda originaria, en contra del 
actor, con la finalidad de que en el mismo proceso sean 
sustanciadas y resueltas ambas pretensiones por medio de 
sentencia única, guardando aquella autonomía”85. 
 
2.2.7.4.3. Proceso de prescripción adquisitiva y la 
reconvención en la acción reivindicatoria 
Comúnmente se dice que la acción reivindicatoria es la acción 
que incoa el propietario no poseedor contra el poseedor no 
propietario. 
 
Ahora bien, la reivindicación se tramita en la vía del proceso de  
conocimiento y la prescripción adquisitiva en el proceso 
abreviado; por tanto, procesalmente ambos procesos se tramitan 
en vías distintas para que no prospere la acumulación objetiva 
sucesiva, por lo que siguiendo pautas formalistas que regula el 
apartado 85 del C.P.C. los jueces rechazaran una probable 
acumulación de pretensiones. 
 
En la investigación realizada por la doctora Marianella Ledesma y 
otros varias veces mencionada, luego de realizar un análisis de la 
posibilidad de la acumulación de los procesos de reivindicación y 
prescripción adquisitiva de dominio conforme a una interpretación 
extensiva del apartado 85 del C.P.C. y el principio ad maioris ad 
minus –el que puede lo más puede lo menos–, dejando de lado 
los excesivos legalismos y formulismos si se podría acumular 
dichos procesos que tienen vinculación en la relación jurídica; 
además, sostienen, traería los siguientes beneficios: 
 




 “Se evitaría la expedición de sentencias contradictorias. 
 El conflicto de intereses se resolvería en un solo proceso, 
teniendo en    cuenta el principio de economía procesal.  
 Se evitaría sobrecargar de procesos judiciales a la 
Administración de Justicia. 
 Se garantizaría el derecho de defensa del reconviniente”86. 
 
Nosotros, estamos de acuerdo en la acumulación que sostiene 
dicha prestigiosa tratadista nacional; sin embargo, en la práctica 
los magistrados no osaran hacerlo por el fundado temor a la 
Oficina de Control de la Magistratura – ACMA quien procedería a 
investigarlos y pedir incluso hasta su destitución y tal vez 
denunciarlos por prevaricato. Así las cosas, el Presidente del 
Poder Judicial y el Pleno de la Corte Suprema hacen caso omiso 
a esta problemática, que sería una de las soluciones para bajar la 
carga procesal vía modificación normativa, teniendo en cuenta su 
iniciativa legislativa que le confiere la Constitución Política del 
Estado, empero, es una utopía esperar tal conducta de estas 
autoridades. 
 
En conclusión, no procede la reconvención ni la acumulación de 
procesos de reivindicación y prescripción adquisitiva de dominio, 
por lo que, al carecer de una regulación normativa, se está 
afectando el derecho de defensa y el derecho de propiedad del 
prescribiente; en este sentido, la aludida autora dice “Por tanto, si 
el procedimiento no ha permitido a las partes una posibilidad 
racional y justa de desarrollar sus alegaciones, se producirá 
indefensión de los litigantes, por obra del legislador que no habrá 
permitido el ejercicio de su derecho de defensa a las partes por 
vía del establecimiento de procedimientos que no permiten a las 
partes su ejercicio; así como también por obra del juzgador al no 
permitir al usucapiente, el desarrollo de su actividad de alegación 




y prueba que son manifestaciones concretas de su derecho de 
defensa”87.     
  
2.2.8. La sentencia 
2.2.8.1. Concepto 
La sentencia es la resolución que pone fin al proceso, es emitida 
por el juez quien ejerciendo el poder – deber que ostenta 
constitucionalmente, procede a analizar y valorar las pruebas en 
forma crítica y razonada, reconociendo o expresando el derecho 
de las partes procesales y expresando que la demanda o 
reconvención es fundada, infundada o improcedente. 
 
Para el tratadista Cabanellas, “la palabra sentencia procede el 
latín sentiendo, que equivale asientiendo; por expresar la 
sentencia lo que se siente u opina quien la dicta. Por ella se 
entiende la decisión que legítimamente dicta el juez competente, 




Para nuestro estudio, nos basta la clasificación tradicional de las 
sentencias en declarativas, constitutivas y de condena. Autores de 
la talla de Chivenda, Carnelutti, Alsina, Calamandrei entre otros, 
sostienen que las sentencias se clasifican según la pretensión que 
tengan los procesos. 
 
Nosotros sostenemos que las veredictos que se emiten en los 
procesos de prescripción adquisitiva de dominio tienen naturaleza 
eminentemente declarativa, empero, a los fines de tener mayor 
panorama de la clase de sentencias, nos ocuparemos 
concisamente de ellas.  
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a) Sentencias declarativas 
El posesionario en el proceso de usucapión debe cumplir con los 
presupuestos establecidos en la norma: posesión continua, 
pacífica, pública y por el plazo de diez años, para convertirse en 
propietario de manera automática, es en esa circunstancia que 
cuando insta proceso judicial para que se lo declare propietario, la 
sentencia debe ser de carácter meramente declarativo. 
 
Sobre la sentencia declarativa, el tratadista Chiovenda dice “(…) 
actúa mediante la declaración de una preexistencia de la voluntad 
de la ley (la voluntad de que se produzca un cambio jurídico); es, 
por tanto, idéntica en esto a las otras (sic) sentencias (de condena 
y de declaración), y no tiene nada de excepcional. Pero en cuanto 
la ley se refiere o condiciona el cambio futuro a la declaración 
misma, esta es el hecho jurídico que causa efecto jurídico por 
virtud de la ley. No ya que el cambio jurídico sea producido por la 
voluntad del juez; la voluntad del juez, aun en este caso, no 
pretende sino formular la voluntad de la ley”89. 
 
La usucapión como pretensión es declarativa porque solo se pide 
la constatación de un hecho, si éste existe o no; por tanto, la 
sentencia será declarativa, no puede ser de otra naturaleza. 
 
Así también, el doctor Rioja Bermúdez sostiene que “Conforme se 
aprecia, a través de este tipo de sentencias se solicita la simple 
declaración de una situación jurídica que ya existía con 
anterioridad a la decisión judicial, el objeto es en este supuesto la 
búsqueda de la certeza. En tal sentido, el derecho que hasta 
antes de la resolución final se presentaba incierto, adquiere 
certidumbre mediante la sentencia, y la norma abstracta se 
convierte así en disposición concreta”90. 
 





En el proceso de prescripción adquisitiva, cuando el usucapiente 
presenta la demanda de usucapión, en la práctica no busca 
modificar nada, es decir su posesión continua, pacífica y publica 
se han producido en la realidad e intrínsecamente la norma 
abstracta sin necesidad de la existencia de una sentencia, 
reconoce un nuevo estatus jurídico, la de propietario; por este 
motivo, si recurre al Poder Judicial el juez se limita a decláralo 
como nuevo propietario. 
  
b) Sentencias constitutivas 
En esta sentencia se busca modificar un hecho o situación 
jurídica, dándole un estatus jurídico nuevo y distinto al existente 
hasta antes de incoar la demanda. 
 
Según el maestro Cabanellas dice que en esta sentencia es “la 
que recae la acción constitutiva interpuesta, a fin de crear, 
modificar o extinguir una relación jurídica, sin limitarse a la 
declaración de derecho y sin obligar a una prestación: tales son 
dictadas en juicios de divorcio, de reconocimiento de filiación, de 
separación de cuerpos, (…)”91. 
 
El doctor Rioja Bermúdez agrega que “En tal sentido, se debe 
tener en cuenta que, cuando lo que se solicita ante el órgano 
jurisdiccional es la creación, modificación o extinción de una 
situación jurídica, se configura la pretensión de un estado jurídico 
que antes no existía; la sentencia es una pretensión constitutiva, a  
diferencia de la declarativa, rige hacia el futuro, con ella nace una 
nueva situación jurídica que determina, por consiguiente, la 
aplicación de nuevas normas de derecho”92.        
 
 





c) Sentencias de condena   
Estas sentencias, buscan alguna prestación por incumplimiento 
de una norma, de un contrato, etc. debiendo cumplirse en forma 
coercitiva si acaso existe resistencia por el emplazado. 
 
Según Devis Echandia “toda sentencia de condena sirve de título 
ejecutivo, pues no se concibe una que imponga la prestación de 
sanción sin que pueda hacerse cumplir. La ejecución es resultado 
necesario del incumplimiento de la prestación impuesta en la 
condena”93.       
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL 
2.3.1. Derecho Real 
El doctor Ramírez Cruz sobre el concepto de Derechos Reales 
citando a Jorge Alterini y Euge Huber dice “el derecho real 
comporta un especial poder directo e inmediato que una persona 
tiene sobre un bien, con una validez absoluta frente a cualquier 
sujeto, sin considerar a nadie particularmente obligado, ni causa 
especial alguna”94.   
 
2.3.2. Propiedad 
La propiedad ha variado en la historia de la humanidad según los 
cambios sociales e incluso ahora se la ha relacionado y 
reconocido como un derecho fundamental del hombre.  
 
El doctor Gunther Gonzáles sostiene “(…) el derecho de 
propiedad confiere a su titular cuatro atributos respecto del bien, 
usar, disfrutar, disponer y reivindicar, cada uno de los cuales 
permite un ejercicio pleno de este derecho. Pero la definición de la 
propiedad ha evolucionado hacia una perspectiva social, y ello ha 
modificado su contenido”95.  






El Tribunal Constitucional en el expediente 03258-2010-PA/TC ha 
expresado que “2. El derecho de propiedad es un derecho 
fundamental que guarda una estrecha relación con la libertad 
personal, pues a través de él se expresa la libertad económica 
que tiene toda persona en el Estado social y democrático de 
derecho. El derecho de propiedad garantiza la existencia e 
integridad de la propiedad (corporal o incorporal) para el 
propietario, así como la participación del propietario en la 
organización y el desarrollo de un sistema económico-social. De 
ahí que en el artículo 70° de la Constitución se reconozca que el 




Al decir del doctor Lama More “La posesión constituye una 
institución del derecho civil, reconocida como una de las materias 
más difíciles de este derecho. La posesión en el Perú permite al 
poseedor el goce de los bienes; el uso o el disfrute de ellos, 
permite su aprovechamiento económico; en el lenguaje católico, la 
posesión se encuentra dentro de los alcances del principio 
reconocido como el destino universal de los bienes”97.  
2.3.4. La prescripción en general 
La Prescripción es un tema íntimamente ligado al tiempo. Es 
indiscutible la incidencia del tiempo en el mundo jurídico; empero, 
el tiempo, por sí solo no causa efectos legales. Sin embargo, si el 
tiempo va unido a una prolongada posesión, causará que se 
adquiera un derecho; y, si éste va unido a una larga inactividad, 
ocasionará que un derecho se pierda. En el primer supuesto, se 
concreta la prescripción adquisitiva y, en el caso segundo, 
estamos frente a la prescripción extintiva. En el primero, el 
poseedor gana un derecho: el derecho de propiedad (art. 923° y 





ss. del CC) y este instituto se encuentra regulado en el Libro V 
del Código Civil denominado Derechos Reales; y, en el segundo, 
una persona, por ejemplo, el acreedor o el propietario, pierde un 
derecho: el derecho de acción (art. 2001 del CC) y, éste está 
regulado por el Libro VIII del Código Civil denominado 
Prescripción y Caducidad. 
2.3.5. Prescripción adquisitiva o usucapión 
Es una forma originaria de lograr la propiedad y otros derechos 
reales (ergo, tenemos la servidumbre instituida en el apartado 
1040 del Código sustantivo civil), mediante la cual cumpliéndose 
los requisitos de posesión continua, pacífica y pública y, 
actuando como propietario en el lapso de tiempo que determina 
la ley, convertirá al que posee en propietario del bien. El Código 
Civil sistematiza en su artículo 950 esta figura trascendental para 
los derechos reales. 
 
Se define a “La prescripción adquisitiva de dominio (rectius 
usucapión) es uno de los varios modos de adquirir la propiedad 
que establece el Código Civil peruano. Se trata de un modo 
originario (no derivado) de adquirir el domino de bienes tanto 
muebles como inmuebles –si bien es en estos últimos casos 
donde mayormente se presenta a nivel judicial– por medio de la 
posesión, pero no es una posesión cualquiera sino cualificada, “a 
título de dueño”, y además debe ser pacifica, continua, publica y 
según los plazos que señala la ley”98.    
 
2.3.6. Prescripción extintiva o liberatoria 
El Código Civil en su apartado 1989 decreta el contenido y 
alcances de la prescripción extintiva, estableciendo que ésta 
suprime la acción, pero el derecho sigue vigente. 
 




La norma establece que esta prescripción suprime el derecho de 
acción, esto quiere decir, que no existe la posibilidad de acudir al 
órgano jurisdiccional para instar tutela jurídica para exigir una 
obligación; sin embargo, persiste el derecho natural de reclamarla 
en forma personal, pues esta prescripción extintiva es 
renunciable. 
 
La Corte Suprema en la Casación 1702-2015, sobre las 
características de la prescripción extintiva dice “Tres son las 
características de la prescripción extintiva: el transcurso del 
tiempo, la inactividad del titular del derecho subjetivo y la falta de 
reconocimiento del sujeto pasivo de la relación jurídica. El primer 
requisito, como se advierte, es un hecho natural en el que, sin 
embargo, interviene el legislador para establecer un inicio y un 
final para el cómputo respectivo. Los otros requisitos tienen que 
ver con el comportamiento que los sujetos de la relación jurídica 
tengan, ya que optaron por el “silencio” de su derecho, ya porque 
invocaron ese silencio  y el plazo señalado por ley para promover 
la inexigencia de la pretensión”99.     
2.3.7. Fundamentos y justificación jurídica de la usucapión 
El tratadista Luis Alonso Acevedo Prada, señala como 
fundamentos jurídicos prácticos que justifican la institución las 
siguientes: “a) Brindar seguridad a los derechos patrimoniales y 
particularmente al de dominio; b) Suplir la falta de prueba de tales 
derechos; y c) Sancionar la desidia en el ejercicio de ellos”100. 
 
Expresa, además, “que el fundamento técnico-jurídico genérico 
sobre el cual se edifica esta figura, es la presunción legal o de 
hecho fundada en la inactividad o abandono de la explotación 
económica en beneficio propio del titular del derecho y de la cual 










2.4.1. Hipótesis General 
El carácter dicotómico como derecho declarativo o constitutivo 
otorgado a la prescripción adquisitiva de dominio por la Corte 
Suprema de la República, está afectando la esencia, la seguridad, 
predictibilidad jurídica y el derecho de propiedad del usucapiente.  
 
2.4.2. Hipótesis Específicas 
El carácter dicotómico en declarativo o constitutivo otorgado a la 
prescripción adquisitiva de dominio por la Corte Suprema de la 
República, está desnaturalizando la esencia, la seguridad jurídica 
y predictibilidad de la prescripción adquisitiva de dominio. 
 
El carácter dicotómico en declarativo o constitutivo otorgado a la 
prescripción adquisitiva de dominio por la Corte Suprema de la 
República, afecta el derecho de propiedad ganado por 
prescripción. 
 
2.5. VARIABLES  
Las variables de estudio para la presente investigación se encuentran 
determinadas por:  
 
2.5.1. Variable Independiente: Prescripción adquisitiva de dominio 
 Indicadores – acción judicial   
Transcurso del tiempo 
Derecho de propiedad 




Artículos 950 y 952 del Código Civil 
 
2.5.2. Variable Dependiente: Carácter dicotómico de la jurisprudencia 
 Indicadores 
Derecho a la seguridad jurídica 
Derecho a la predictibilidad jurídica  
Sentencia declarativa 
Sentencia constitutiva 
Derecho de propiedad 
























METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
3.1. DISEÑO DEL TIPO DE INVESTIGACIÓN 
Se enmarca dentro del tipo de investigación causal explicativa 
descriptiva y propositiva, siendo aquella que tiene relación causal, dado 
que no sólo trata de describir o aproximarse a un problema, sino que 
pretende hallar las causas del mismo, explicarlas y por las 
características de la presente investigación se llegará a resultados que 
van a ser discutidos, generando de esta manera alternativas de solución 
que nos ayude a unificar el carácter otorgado a la prescripción 
adquisitiva de dominio para salvar la inseguridad y predictibilidad jurídica 
generado en los justiciables. 
3.2. MÉTODO DE LA INVESTIGACIÓN 
Los métodos empleados en esta investigación son los relacionados al 
Derecho, es decir, la exegesis, la dogmática y la sociología jurídica. 
Estos métodos se sujetan al tipo de investigación mixta, dado que 
aplicamos el diseño cualitativo en el análisis y exposición de los 
resultados. 
 
3.3. FUENTES DE INVESTIGACIÓN 
Las fuentes empíricas están compuestas por los casos sobre procesos 
de prescripción adquisitiva que vía recurso de recurso de casación son 
de conocimiento de las Salas Civiles de la Corte Suprema, donde existe 
pronunciamiento en sentencias de casación. Además, en la parte teórica 
se va a recurrir al análisis de la dogmática forense, la legislación y 
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sentencias de casación relativas el tema de investigación y las variables 
señaladas.     
 
3.4. POBLACIÓN Y MUESTRA 
3.4.1. Universo 
Se encuentra determinado por las sentencias Casatorias 
pronunciadas por la Corte Suprema referente al carácter 
dicotómico en declarativo o constitutivo otorgado a la prescripción 
adquisitiva de dominio, por lo que carece de un ámbito geográfico 
determinado y por el ámbito de competencia nacional de este 
órgano supremo.     
 
3.2.2. Muestra 
Dado que las resoluciones emitidas en la determinación del 
carácter a esta figura jurídica están dispersas en el tiempo, es que 
se ha considerado tomar algunas resoluciones emitas por dicha 
Corte, en calidad de muestra, porque lo que interesa el carácter 
dicotómico que se da en las sentencias y porque la naturaleza de 
la presente investigación es cualitativa.  
 
3.5. TÉCNICA E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE 
DATOS 
La recolección de los datos en la investigación de carácter jurídico se 
extraerá del análisis de las sentencias casatorias, siendo que de su 
estudio va a depender los resultados que se logren en la investigación, 
los mismos que van a permitir comprobar el valor, dato o respuesta de 
las variables que se investigan. 
 
Por otro lado, se analizarán las sentencias relacionadas al tema objeto 
de investigación, las mismas que se cotejarán correlativamente con las 
hipótesis planteadas, así como con sus diferentes objetivos y deferentes 




El ámbito de estudio será las sentencias casatorias de desde al año 




El análisis de casos de prescripción adquisitiva de dominio abarcará los 




















RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
4.1. PRESENTACIÓN DE ANÁLISIS E INTERPRETACION DE 
DATOS   
Llegamos a la plena convicción de que la Corte Suprema emite 
sentencias contradictorias en los procesos de prescripción adquisitiva de 
dominio, no solo en cuanto a la naturaleza de las sentencias que en 
unos casos sostiene que es declarativa y en otros que es constitutiva, 
generando con ello derechos que no corresponde al propietario y en 
otros casos no reconoce derechos como el de la propiedad, no obstante 
haber cumplido las exigencias que establece la ley; asimismo, incurre en 
errores e imprecisiones en la interpretación de otros temas como la 
confusión de la posesión pacífica y la posesión continua que son dos 
requisitos para usucapir, la clase de procesos que interrumpen la 
prescripción, el efectos de la remisión de cartas notariales en la 
suspensión o interrupción de la prescripción, etc. 
 
La doctrina jurisprudencial se forma a consecuencia de la incoación del 
recurso de casación, en tanto que la jurisprudencia es la reincidencia de 
sentencias de la Corte Suprema en casos análogos, los mismos que 
deben ser iguales; empero, la Corte no cumple con establecer una 
jurisprudencia equivalente, principalmente en los procesos de 




Con la falta de uniformidad en las sentencias casatorias se evidencia 
que la Corte Suprema no plasma con los propósitos establecidos en el 
artículo 22 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para establecer criterios 
jurisprudenciales y el apartado 384 del C.P.C., es decir, la apropiada 
aplicación del derecho sustantivo –función nomofiláctica– al caso 
concreto –función dikelógica– y uniformidad de la jurisprudencia 
nacional; de esta forma se obstaculiza los principios de certeza, 
predictibilidad y de justicia social, por lo que la Corte debe asumir con 
responsabilidad los mandatos imperativos de la ley, así como cumplir un 
rol más dinámico en el razonamiento y motivación de sus decisiones, 
buscando formar una doctrina jurisprudencial consistente y coherente. A 
este fin, el doctor Juan Carlos Lozano expresa “g) Séptima conclusión. 
Como corolario de las conclusiones anotadas, no podemos dejar de 
señalar que una finalidad importante del recurso de casación es la de 
uniformar la jurisprudencia, que en nuestro país todavía no se cumple a 
cabalidad por la falta de mecanismos para establecerlo; pues lo que se 
viene haciendo simplemente es publicar ejecutorias –muchas veces 
contradictorias–, sin explicación alguna de su variación. Falta que se 
cumpla con elaborar los denominados principios jurisprudenciales, bajo 
la forma de acuerdos”102. 
 
Quedando aclarado que la prescripción adquisitiva es considerada como 
una forma originaria de alcanzar la propiedad, cuando se cumplen los 
requisitos de posesión continua, pacífica, publica y por el transcurso de 
diez años; sin embargo, se puede sostener que al no existir uniformidad 
de criterios jurisprudenciales se está creando incertidumbre jurídica entre 
los poseedores que tienen la expectativa para convertirse en 
propietarios, pues en unos casos se le exige que deba recurrir al órgano 
jurisdiccional para que le reconozca su derecho, aquí se emite sentencia 
constitutiva del derecho de propiedad; en otros casos, se le reconoce 
que por poseer por más de diez años adquiere la propiedad en forma 
automática. 
                                                          




Si recurrimos a los artículos 950 y 952 del Código Civil, en ninguno de 
ellos se exige al poseedor que recurra al Poder Judicial para que le 
reconozca su derecho de propietario ganado por prescripción, incluso, el 
artículo 952 usa el término “puede” lo que debe interpretarse como una 
facultad discrecional del poseedor para instar proceso de prescripción y 
lo haría con el objeto de hacer reconocer el derecho ganado en mérito al 
hecho de la posesión, por lo que el juez se limita a constatar los hechos 
y declarar el derecho; en el caso que el inmueble esté inscrito es 
necesario contar con sentencia judicial para anular la titularidad del 
antiguo propietario del asiento registral, pero esta exigencia no puede 
convertir a la sentencia en constitutiva, sino que el poseedor lo realiza 
por seguridad jurídica a fin de que el ex dueño este impedido de realizar 
alguno de los poderes jurídicos  que la faculta la ley. 
 
De la investigación se concluye que la sentencia en los procesos de 
prescripción adquisitiva de dominio o usucapión es declarativa, por lo 
que la exigencia que hace la Corte Suprema al poseedor que cuente con 
una sentencia judicial para reconocerle el derecho de propietario, 
deviene en un exceso y la decisión puede ser calificada de arbitraria, 
contraria al derecho a prueba y de propiedad, quebrantándose el 
derecho al debido proceso. 
 
La gravedad de la exigencia de contar con una sentencia constitutiva 
donde se reconozca el derecho de propiedad al poseedor, puede alterar 
los hechos de la posesión y generar casos de suspensión o interrupción 
de la posesión como por ejemplo cuando el antiguo propietario intenta 
recuperar la posesión mediante una demanda de reivindicación, 
teniendo en cuenta que es una acción imprescriptible según el artículo 
927 del Código Civil y desconociendo que la misma norma determina 
que no procede contra aquel que adquirió el bien por prescripción o, 
también cuando se intenta recuperar la posesión mediante una demanda 
de desalojo por ocupante precario; en ambos casos existe el peligro 
latente de que el posesionario pierda su derecho de propiedad ganado 
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por prescripción, por la exigencia absurda que cuente con una sentencia 
constitutiva. 
 
Otro caso, que la Corte Suprema resuelve en forma contradictoria es 
cuando el prescribiente ya gano la propiedad por prescripción adquisitiva 
por la posesión de diez años y posteriormente se demanda 
reivindicación, en unos casos se da la razón al usucapiente con el 
fundamento que la acción se puso luego que el poseedor adquirió la 
propiedad en forma automática al cumplimiento del plazo, en cuyo caso 
la acción reivindicatoria no podría interrumpirlo;  en otros, la Corte no 
toma en cuenta este plazo y ordena la restitución del inmueble. 
 
Asimismo, estos pronunciamientos disimiles de la Corte Suprema ante 
casos iguales, hace que se cometan injusticias y generando la 
desigualdad de las partes en los procesos judiciales, porque si se exige 
sentencia constitutiva cuando la norma no lo requiere, da lugar al abuso 
del derecho y hace que el ex propietario del inmueble sin tener ningún 
derecho en el momento en que se venció el plazo de prescripción logre 
la recuperación del inmueble; es decir, estaríamos ante una usucapión 
sin posesión del que ya no es legalmente propietario, con el único 
sustento que el poseedor no cuenta con sentencia judicial, lo cual es 
irracional. 
 
Las reflexiones del presente estudio tienen por objeto contribuir a que la 
Corte Suprema se decida en forma definitiva y se pronuncie si la 
sentencia del proceso de prescripción adquisitiva es declarativa o 
constitutiva, por nuestra parte hemos sustentado que es de naturaleza 
declarativa; empero, corresponde a la más alta instancia del Poder 
Judicial fijar el carácter de la sentencia, a fin de que los justiciables, 
abogados y la sociedad en general sepa con anticipación los resultados 
de la incoación de una demanda de prescripción. De otro lado, otro 
aspecto que se busca con esta investigación es la celebración de Plenos 
Casatorios Civiles en temas controvertidos a nivel nacional y que la 
Corte asuma el rol que le determina las normas antes citadas, referidas 
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a la aplicación correcta del derecho material y la uniformidad de la 
jurisprudencia. 
 
Nuestros resultados muestran según los cuadros del 01 al 05 que la 
Corte Suprema en los procesos de prescripción adquisitiva, ha emitido 
sentencias con carácter declarativo, decisión con la que mostramos 
conformidad, del cuadro numero 05 al 10 contienen sentencias 
constitutivas, todas analizadas, con la existencia de ambos tipos de 
sentencia se acredita la dicotomía de la jurisprudencia de la Corte 
Suprema, que genera la falta de predictibilidad judicial, certeza o 
seguridad, así como la desnaturalización de la esencia de la usucapión 
que van a afectar el derecho de propiedad del usucapiente. 
 
Las sentencias analizadas, así como la doctrina revisada nos permiten 
presentar las siguientes evidencias:  
1. La Corte Suprema no tiene un criterio uniforme de las sentencias en 
los procesos de prescripción adquisitiva de dominio, pues en unos 
procesos emite sentencias con carácter declarativo y en otros 
constitutivos.  
2. La existencia de dualidad de sentencias contradictorias en 
declarativas y constitutivas en el proceso de prescripción adquisitiva 
de dominio, genera el desconocimiento de hechos consumados en el 
primer caso y desconocimiento del derecho de propiedad ganado por 
el usucapiente; en tanto que, con la exigencia de la existencia de 
sentencia constitutiva desnaturaliza la esencia de la usucapión y 
atenta contra el derecho de defensa y de propiedad del poseedor que 
ha ganado la propiedad por prescripción.     
3. En unos casos la Corte Suprema se ha pronunciado que una vez 
computado el plazo de prescripción, no cabe amparar las acciones 
de reivindicación o desalojo por ocupación precaria porque éstas no 
tienen entidad para suspender o interrumpir el plazo de prescripción; 
en otros, ha estimado la demanda de reivindicación exigiendo la 
existencia de una sentencia constitutiva.  
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4. Cuando al usucapiente no se le reconoce propiedad ganada por 
prescripción adquisitiva en forma automática, resulta inviable su 
defensa dentro de un proceso de reivindicación o desalojo por 
ocupante precario aun cuando plantee una excepción material o de 
fondo argumentando que ha adquirido la propiedad por prescripción, 
pues los magistrados la rechazaran y solo se pronunciaran respecto 
a la demanda del actor.  
5. El usucapiente demandado en un proceso de reivindicación o 
desalojo por ocupante precario, en el primero no puede plantear 
reconvención, excepciones ni puede pedir acumulación de 
pretensiones; en el segundo, no puede deducir excepciones, porque 
no existe la excepción de prescripción adquisitiva en el artículo 446 
del Código Procesal Civil, por tanto, existe deficiencia normativa que 
conculca su derecho de propiedad y el debido proceso.  
6. Para anular la titularidad de la inscripción del antiguo dueño, 
necesariamente se requiere se sentencia judicial, estamos de 
acuerdo con este dispositivo en razón a la seguridad jurídica; sin 
embargo, si la naturaleza de esta sentencia será de naturaleza 
declarativa. 
7. No existe uniformidad de razonamiento en las sentencias casatorias 
respecto a que, si el proceso de reivindicación o de desalojo por 
ocupante precario afecta la continuidad o a pacificidad de la 
posesión, porque existen sentencias ambos sentidos.   
 
Como es de verse, existe a nivel de la Corte Suprema un canon 
interpretativo diferenciado en los procesos de prescripción adquisitiva de 
dominio, en unos casos se determina que la sentencia es declarativa y 
en otros constitutiva; asimismo, existe discrepancias de razonamiento al 
resolver materias referidas a este proceso, las que son antagónicas.  
 
No existe mecanismos de defensa que favorezcan al usucapiente tanto 
sustantivos como procesales, hay vacíos normativos que perjudican su 




La reflexión de esta investigación parte por plantear la problemática que 
se presenta en el proceso de prescripción adquisitiva de dominio, 
buscando coadyuvar a la solución de los mismos en algunos casos, 
fundamentalmente sobre la decisión sobre la naturaleza de la sentencia 
como deber de la Corte Suprema.                            
 
4.2. DISCUSIÓN DE LOS RESULTADOS 
4.2.1. Antecedentes 
La usucapión tiene su origen en el Derecho romano, es una forma 
originaria de adquirir la propiedad y así lo reconoce la doctrina y el 
Código sustantivo civil en el artículo 950 que instituye que la 
propiedad de un bien inmueble se obtiene por prescripción con la 
posesión continua, pacífica y pública por el termino de diez años, 
es la llamada prescripción larga o extraordinaria, para ello el 
posesionario debe actuar como propietario; mientras que se 
adquiere a los cinco años cuando se tiene justo título y se actúa 
de buena fe, a ella se le denomina prescripción corta u ordinaria. 
En ello no hay discusión y es aceptada por la casi totalidad de las 
legislaciones en el Derecho comparado. 
 
La diferencia entre la prescripción ordinaria y extraordinaria, es 
que en la primera por mandato legal se adquiere a los cinco años 
y se exige la concurrencia de la buena fe y del justo título, 
mientras en la segunda, se prescinde de estos requisitos, 
debiendo cumplirse los presupuestos contemplados en el 
parágrafo primero del artículo 950 del Código sustantivo civil. 
 
El derecho de propiedad está reconocido en el artículo 923 del 
Código mencionado, como el poder jurídico que admite a usar, 
disfrutar, disponer y reivindicar un bien. 
 
Considero que la prescripción adquisitiva o usucapión requiere 
ineludiblemente de la presencia de dos poderes jurídicos que le 
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corresponden al propietario, como son el uso y el disfrute que se 
constituyen en la parte más importante de este instituto jurídico, 
sumados estos dos poderes consolidan la posesión, que es la 
tenencia permanente e ininterrumpida del usucapiente sobre el 
inmueble quien se comporta como propietario en el contexto real y 
objetivo. 
 
Gráficamente, los poderes jurídicos entre propiedad y posesión, 









La posesión le da un contenido esencial a la propiedad, sin ella la 
propiedad solo seria de contenido abstracto, normativo, por lo que 
se puede afirmar que la posesión es la relación directa entre el 
bien y el poseedor, cumpliendo una función social en la medida 
que la posesión con el discurrir del tiempo consentirá  que el 
poseedor se convierta en verdadero propietario, por ello la 
usucapión es considerada como una especie de redistribución de 
la riqueza porque permite la  circulación de bienes en la economía 
nacional, en tanto que se premia al que necesita y se castiga al 
propietario negligente, es una forma de buscar la paz social. 
 
Entonces, se puede decir que la posesión es el asiento de la 
usucapión y de la propiedad, por ello Sacco Rodolfo y Raffaelle 
Caterina citados por el doctor Gonzales Barrón dicen “¿Y por qué 
se escoge la posesión como base de la usucapión? La razón es 
simple: La posesión es la realidad misma y efectiva del derecho; 
por eso, la mejor doctrina señala que la propiedad se justifica 





















gracias a la posesión, pues el título formal es solo un medio para 
lograr la finalidad intrínseca de cualquier derecho real, cual es, el 
aprovechamiento y disfrute máximo de los bienes, lo cual significa 
poseerlo. Por tanto, si desde una perspectiva axiológica el fin se 
encuentra en grado superior al medio, entonces resulta evidente 
que la posesión se encuentra en situación de supremacía sobre la 
propiedad, en tanto, la primera existe y se reconoce para hacer 
efectiva la segunda”103. 
 
Nuestro Código Civil define la posesión en el artículo 896 
instituyendo que “La posesión es el ejercicio de hecho de uno o 
más poderes inherentes a la propiedad”104, esta definición a decir 
de algunos doctrinarios es muy lacónica, hasta cierto punto 
deficiente que no da luces a los intérpretes sean estos litigantes, 
abogados o jueces, si tomamos en cuenta la definición de la 
propiedad, como la suma absoluta de poderes; empero, solo dos 
guardan nexo con la posesión: uso y disfrute, mas no los poderes 
de disposición ni reivindicación; a lo sumo, el poseedor podrá 
realizar en caso de despojo las acciones posesorias extrajudicial 
(apartado 920 del C.C.) o los interdictos (artículo 921 del C.C.); 
por ello, para una mejor comprensión de esta figura, tomamos 
como reseña la definición que sobre posesión nos da el doctor 
Gunther Gonzales “La sola posesión es el control voluntario de un 
bien, con relativa permanencia o estabilidad, destinado al 
beneficio propio (autónomo), cuya finalidad es el uso y disfrute en 
cualquier momento, sin necesidad de un título jurídico que sirva 
de sustento”105. 
 
Ahora bien, el artículo 950 del C.C. indica que la posesión debe 
ser continua, requisito que se cumple cuando la posesión no 
presenta ninguna causa de interrupción, es decir que la 
                                                          
103www.pj.gob.pe 




continuidad del usucapiente en relación al dominio del bien es 
permanente, ininterrumpida, no debe dejar de poseer como 
propietario, con la salvedad que la interrupción debe darse por 
acción de terceros. La continuidad de la posesión no significa que 
esta sea ejercida todo el tiempo por el usucapiente, pues la 
posesión puede darse atreves de terceros que poseen para él.  
 
El otro requisito es que la posesión sea pacifica, no interesa si la 
forma de tomar la posesión al inicio fue violenta, pero sí que esa 
violencia cese y la posesión sea tranquila por el tiempo de 10 
años, que la posesión no sea perturbada. Además, la norma exige 
que la posesión sea pública, esto es, que todos crean que el 
poseedor es al propietario, que sus vecinos o terceras personas 
tengan conocimiento que el poseedor tiene dominio del bien. 
 
Finalmente, el poseedor debe comportarse con ánimo de dominio 
como si realmente fuera el propietario legítimo, de esta forma 
exterioriza el aspecto subjetivo para dar a entender objetivamente 
a los demás que él es propietario, realizando acciones de hecho o 
legales como es la realización de construcciones, cerco 
perimétrico, instalación de servicios básicos de luz, agua, 
desagüe, abrir negocio, colaborar con la construcción de pistas y 
veredas o, pagando el autoevalúo a la Municipalidad, derecho de 
limpieza, parques y jardines, etc. 
 
Al cabo de diez años, el poseedor de hecho adquiere el estatus 
de propietario porque consumó las exigencias determinadas en el 
artículo 950 del Código Civil, es decir tendría los poderes jurídicos 
de usar, disfrutar, disponer y reivindicar el bien, faltando solo la 
sentencia declarativa de este derecho. Sin embargo, la Corte 
Suprema ha emitido sentencias en casación declarando que se 
requiere de una sentencia constitutiva de derechos y, lo más 
grave es que en una misma sentencia dice que la prescripción es 
declarativa y en un considerando posterior sostiene que la 
101 
 
prescripción es de carácter constitutivo, de esta forma se presenta 
la dicotomía planteada en la presente investigación, materia de 
posterior análisis. 
 
Por su parte, la doctora Marianella Ledesma sobre la prescripción 
adquisitiva dice “es un hecho jurídico voluntario orientado al 
ejercicio de los poderes jurídicos de la propiedad de manera 
pública, continua y pacífica, por parte del poseedor, quien bajo la 
influencia del tiempo (expresado en un plazo legal) se convertirá 
en propietario del bien poseído”106. 
 
Con el concepto de la prescripción que antecede, se puede 
afirmar que la sentencia en los casos de prescripción adquisitiva 
es de naturaleza declarativa, esto por haberse cumplido con las 
exigencias señaladas en el artículo 950 del Código Civil y por el 
plazo de diez años, posición doctrinaria con la que estamos de 
acuerdo; empero, como se tiene dicho en la práctica existen 
sentencias casatorias contradictorias, pues en unas se afirma que 
la prescripción es declarativa y en otras que es constitutiva, 
generando no solo incertidumbre en los justiciables y magistrados 
del Poder Judicial, sino se atenta contra el principio de seguridad 
y predictibilidad jurídica. 
 
En nuestro medio, la inscripción registral no es obligatoria sino es 
rogatoria según el contenido del artículo 2011 del C.C., 
protegiéndose al titular registral bien sea a título oneroso o 
gratuito que actúen de buena fe, presumiéndose la titularidad en 
virtud del principio de publicidad. 
 
En relación a la prescripción adquisitiva de dominio se presenta 
varios casos polémicos, uno de ellos se da cuando el bien 
inmueble a usucapir está registrado en los Registros Públicos, en 




cuyo caso el usucapiente para acceder al Registro deberá contar 
con sentencia tal como lo ordena el artículo 2010 del Código 
acotado; este caso se problematiza cuando el propietario registral 
haciendo uso de su derecho de acción insta proceso de 
reivindicación o desalojo por ocupante precario, pidiendo al 
órgano jurisdiccional la restitución de la posesión del inmueble, 
mientras, el poseedor no cuenta con sentencia que lo declare 
propietario, la defensa de sus poderes y derechos serán 
complicados. 
 
En el caso planteado, en la realidad el posesionario con más de 
diez años de posesión continua, pacífica y publica del inmueble 
habría adquirido por prescripción adquisitiva, sin embargo, en el 
proceso judicial este posesionario por más que argumente y 
acompañe pruebas coherentes de su posesión y sostenga que es 
el nuevo propietario, difícilmente su defensa será acogida por los 
magistrados dado que estos le exigirán que presente sentencia 
que lo declare propietario, allí estaremos ante una sentencia 
constitutiva de derechos; asimismo, si plantea reconvención en el 
proceso de reivindicación será rechazado de plano obligándosele 
a que la prescripción que aduce lo haga valer vía acción, tampoco 
existe excepción de prescripción adquisitiva de dominio conforme 
es de verse en el artículo 446 del Código Procesal Civil. Entonces, 
en el mundo fenomenológico y en el caso concreto planteado, el 
demandado posesionario estará obligado a restituir el inmueble 
aun cuando éste haya adquirido el inmueble por prescripción, 
siendo que la única salida que le queda sería incoar 
inmediatamente demanda de prescripción, en tanto que  si la 
demanda de reivindicación o desalojo por precario fue interpuesta 
después del plazo de diez años, al no existir perturbación dentro 
del plazo prescriptorio,  tendrá posibilidades de adquirir el bien por 
usucapión vía judicial. Aquí, se puede comprobar cómo se afecta 
el derecho de propiedad, el debido proceso, de defensa y de 




Otro caso dudoso, se presenta cuando el posesionario compra el 
bien que está poseyendo para usucapir, como se dio en la 
Casación número 2153-2014-Huanuco, donde la Corte Suprema 
desestimo la Casación con el argumento que las exigencias de 
continuidad, pacificidad y publicidad de la posesión debían 
cumplirse dentro del ciclo de diez años, y que cumplidos tanto 
requisitos y tiempo se genera un derecho expectaticio sobre el 
derecho de propiedad y que debe ser declarado por sentencia 
constitutiva; es decir, si no hay sentencia no hay propiedad, tema 
que será abordado más adelante. 
 
También, existe vacilaciones cuando la posesión es altercada por 
comunicaciones vía cartas notariales o demandas que no guardan 
relación con la pretensión de prescripción adquisitiva; de 
prescripciones en porcentajes sin considerar que la posesión 
requiere de un área fija, confusión entre pacificidad y continuidad, 
etc., es decir, existen conflictos que se presentan en los procesos 
de prescripción adquisitiva y que se acrecientan con las 
decisiones jurisdiccionales ambiguas u opuestas entre sí, como es 
la emisión de sentencias declarativas y en casos análogos se 
exige sentencias constitutivas, de donde se colige que el 
prescribiente no tiene las garantías constitucionales apropiadas 
para ejercer su posesión, afectándose su derecho de defensa 
contemplada en el artículo 139.14 de la Constitución Política, de 
seguridad jurídica y otros derechos afectados tal como se ha 
planteado en la presente investigación. 
 
4.2.2. Hipótesis general  
La hipótesis planteada es: 
El carácter dicotómico como derecho declarativo o constitutivo 
otorgado a la prescripción adquisitiva de dominio por la Corte 
Suprema de la República, está afectando la esencia, la seguridad, 




Para desarrollar esta hipótesis vamos a analizarla en ítems por 
ser un tema amplio: 
 
4.2.2.1. Prescripción adquisitiva, modo originario de adquirir 
la propiedad 
La riqueza y los bienes en la generalidad están en constante 
circulación en cualquier grupo humano socialmente agrupado, 
estos actos son llamados hechos jurídicos como puede ser el acto 
jurídico, negocio jurídico, usucapión, apropiación, accesión, 
avulsión, etc. es decir, existen diferentes modos en la forma de 
adquirir los bienes, unos serán voluntarios, otros involuntarios, 
forzosos, etc. en todos estos casos lo que se busca en constituir 
el derecho si no existía o trasmitirlo. 
 
Entre las clasificaciones más importantes en la forma de adquirir 
los derechos reales, se tiene los modos originarios y los 
derivados, el primero se da cuando frente al supuesto de hecho 
que lo produce, el derecho o poder sobre él se forma con 
autonomía de todo derecho anterior o preexistente sobre la cosa. 
En otras palabras, el derecho sobre la cosa nace allí, de la 
correlación de hecho entre la persona y la cosa, sin importar que 
la cosa sea res nulluis o haya tenido propietario. Por ejemplo, 
según nuestro Código Civil tenemos: las piedras, las conchas 
expuestas en el mar y los ríos apropiadas por una persona por el 
simple hecho de cogerlas (art. 929); la caza y la pesca se 
apropian por quien los atrapa (930); la accesión por aluvión, que 
son las uniones de tierras (939); la accesión por avulsión, si la 
fuerza de un rio extirpa una parte importante e irreconocible y la 
adhiere a otra (art. 940), la prescripción adquisitiva (art. 950), en 
esta es regla general funciona incluso contra los derechos de un 




Sobre el modo originario de adquirir por usucapión, Raymundo 
Salvat citado por el profesor Gabriel Ventura, sostiene “Por 
definición el modo originario, por ser de origen, proporciona un 
dominio impecable, desprovisto de todos los vicios, gravámenes y 
características generales de tipo jurídicas con las que pudiera 
existir en cabeza de un anterior titular”107. Esto quiere decir que, el 
usucapiente hace prevalecer su derecho en relación a los que 
intenten algún derecho sobre la cosa que procedan del titular 
anterior. 
 
Manuel Albadalejo, referido por el doctor Gunther Gonzales 
Barrón, sostiene que la prescripción adquisitiva es una forma 
originaria de adquirir la propiedad, así, “La usucapión es un modo 
originario de adquirir el derecho usucapido, en cuanto que la 
adquisición no se basa en derecho anterior alguno, es decir, el 
usucapiente no lo hace suyo porque el que lo tenía se lo 
transfiriera (relación de causalidad), sino que se convierte en 
titular del mismo –con independencia de que antes lo fuese otra 
persona– porque ha venido comportándose como tal. Y es como 
consecuencia de que un nuevo derecho, incompatible con el 
anterior, se establece sobre la cosa, por lo que pierde el suyo 
quien antes lo tuviera sobre la misma”108. 
 
Así también, “Los modos originarios, son aquellos en donde el 
sujeto se convierte en titular por encontrarse en la hipótesis que la 
norma reconoce como causante del efecto adquisitivo, sin que el 
anterior propietario preste su voluntad favorable a la transferencia, 
o sin que se produzca un fenómeno legal de transmisión (dar o 
recibir). El caso más frecuente, pero no único, de modo originario 
lo constituye la usucapión o prescripción adquisitiva de dominio, 
pues en ella el nuevo titular adquiere por sí mismo, por el solo 
hecho de poseer durante un plazo y bajo ciertas condiciones; sin 





que el antiguo dueño preste consentimiento o autorice la 
transmisión. Debemos convenir con la opinión siguiente: “la 
usucapión es un modo originario de adquirir el derecho, en cuanto 
que la adquisición no se basa en derecho anterior alguno, es 
decir, el usucapiente no lo hace suyo porque el que lo tenía se lo 
transfiera (relación de causalidad), sino que se convierte en titular 
del mismo – con independencia de que antes lo fuese otra 
persona – porque ha venido comportándose como tal. Y eso como 
consecuencia de que un nuevo derecho, incompatible con el 
anterior, se establece sobre la cosa, por lo que pierde el suyo 
quien antes lo tuviera sobre la misma”109. 
 
En cambio, el modo derivado requiere de un antecedente o 
complemento, sea verbal o escrito. Por ejemplo, la compra venta 
(art. 1529) del Código Civil. Como es de verse, en este caso el 
derecho proviene de un titular primigenio que se compromete a 
trasladar el derecho que tiene sobre el bien a favor de otro, con la 
atingencia que el adquiriente debe realizar un estudio del título 
para comprobar su validez y si pesa sobre él algún gravamen que 
limite su disposición. 
 
En la misma inteligencia, Gabriela Morales sostiene que “Los 
modos derivados, son aquellos en los cuales se produce un acto 
de transmisión de derecho, es decir, dos sujetos están 
causalmente vinculados de tal suerte que una da y el otro recibe. 
En tal caso, la adquisición de la propiedad, por ejemplo, está 
condicionada a que el transmitente sea titular del derecho; en 
caso contrario, nada transfiere y en otro nada recibe. El principio 
general que rige los modos derivados es el nemo plus iuris, esto 
es, nadie da más derecho del que tiene. El contrato y la sucesión 
hereditaria son dos supuestos típicos de adquisiciones derivadas 
o derivativas, puesto que el transferente (vendedor o causante) 




debe contar con el derecho para que pueda transmitirlo 
eficazmente al adquiriente (comprador o heredero)”110. 
 
De lo mencionado en los párrafos precedentes y estando al 
contenido del artículo 950 del Código sustantivo, se llega al 
desenlace para aseverar que la sentencia en la usucapión es un 
modo de adquirir la propiedad originaria y en consecuencia la 
sentencia es estrictamente declarativa; por lo discrepamos 
enfáticamente con aquellos que sostienen que la usucapión es 
solo un medio de prueba de la propiedad, en este sentido, desde 
el Derecho romano y en la legislación contemporánea nacional y 
comparada la usucapión tiene como finalidad la adquisición del 
dominio de un bien. 
 
Examinadas las diferencias entre los modos originario y derivado 
para adquirir la propiedad, cabe analizar cómo interviene el título 
en los modos originario y derivado, donde siempre existe un 
complemento causal, pues según el maestro argentino López de 
Zavalia111 citado por Gabriel Ventura sostiene “Todos los modos, 
sin excepción alguna, tienen en este sentido título. Para algunos 
modos, como la tradición, el titulo consiste en el negocio jurídico, 
para otros como la apropiación, el titulo reside en la ley (…)”112;  y 
luego agrega “aclarando que según nuestra legislación en la 
usucapión no es necesario el reconocimiento judicial, empero, 
cuando el usucapiente lo hace se emite sentencia declarativa, 
siendo que el titulo derivaría de la ley (Código Civil). En otras 
palabras, según Ventura “Sin causa el modo no posibilita la 
constitución de ningún derecho real”113. 
 
Siguiendo al maestro argentino Gabriel Ventura, este sustenta 
como ejemplo que la tradición traslativa es el título en el modo 
                                                          
110www.gabrielamoralesgiraldez.blogspot.com 
111 LÓPEZ DE ZAVALÍA, Fernando J. Derechos reales. Bs. As. Ed. Zavalía. p. 265.       
112www.acaderc.org.ar 
113 VENTURA, Gabriel B. Op.cit. p. 14.   
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derivado, en tanto que en los modos originarios encontrar el modo 
complementario es difícil en la práctica, pues en su legislación no 
cuentan con una norma que regule la vigencia de la teoría del 
título y el modo; sin embargo, en su opinión “bastara con clasificar 
adecuadamente los distintos tipos de causas. Así haremos un 
distingo entre causas específicas y causas genéricas. (…). Hay 
causa especifica cuando el título de adquisición se concretan o 
determinan los sujetos y el objeto de la pretensión jurídico real. 
Ello ocurre con antelación o anterioridad a la efectiva constitución 
del derecho. (…). Todo lo contrario, ocurre con las causas 
genéricas de adquisición de los derechos reales. Las causas 
genéricas prevén supuestos facticos que una vez cumplidos, 
producen la constitución del derecho real. Constituyen causas 
genéricas todos los supuestos legales previstos de manera 
indeterminada en cuanto a cosa y sujetos adquirientes. Cuando 
un sujeto cumple el supuesto fáctico legal previsto como causa 
genérica de adquisición, se constituye a su favor el derecho real. 
En definitiva, la causa genérica es siempre la ley. Así las normas 
previstas para la adquisición por apropiación (…), aluvión (…), 
usucapión (…) etc. constituyen causas genéricas y el modo 
complementario, en cada caso, será la conducta de un sujeto 
determinado que se coloca en dicho supuesto”114.  
 
Es decir, para estos autores la prescripción o usucapión elabora 
una causa genérica de adquisición y cuando se cumple los 
requisitos de la ley se produce el modo complementario, ponen 
como ejemplo que al concretarse el modo (posesión más tiempo) 
se especifican el sujeto y el objeto sobre el que cae el derecho; 
por ello es que, el usucapiente adquiere por una causa genérica y 
modo originario, oponiendo su derecho constituido frente al titular 
anterior. 
 




Siguiendo el esquema grafico de los modos originario y derivado 
del maestro Gabriel Ventura115, vamos a adecuarlo según nuestra 
legislación, de la siguiente manera: 
 
Graficando la dinámica adquisitiva, concretamente en las causas 
específicas, el sujeto adquiriente hace nacer un crédito como 
puede ser una obligación de dar (precio) y que una vez cumplido, 
como “hecho”, produce el derecho (nuevo propietario). En las 
causas genéricas, el sujeto adquiriente con sus actos realiza el 
supuesto normativo existente y su modo (su conducta es 
subsumida en la norma) se mezcla entre el nacimiento del 
derecho y la causa. 
 
En el grafico (adecuado a nuestra realidad), el modo está 
representado por una flecha: la acción desplegada del sujeto 
interesado en erigir el derecho real (ejm. Compra venta, “modo 
derivado” – usucapión, “modo originario”, etc.). Los círculos 
contienen las causas fundidas con el nacimiento de cada derecho. 
En cuanto al registro en el caso del modo derivado no es 
obligatorio, pero si está registrado es forzoso para instar 
oponibilidad comprendiendo la causa y el derecho personal que 
ha nacido. En las causas genéricas, la inscripción dependerá si el 
derecho está o no inscrito, para su oponibilidad. Con esta 
doctrina, se intenta explicar que la sentencia en el proceso de 
prescripción adquisitiva es efectiva y estrictamente declarativa, 
porque el modo originario proviene de un “hecho” de una 
“realidad” y el modo se produce con la conducta del sujeto, siendo 





                                                          




Descriptivamente, seria de la siguiente manera:    
 

















4.2.2.2. Usucapión y sentencia declarativa 
La pregunta que surge es ¿Cuándo se adquiere un bien inmueble 
por prescripción?, para responder a esta interrogante recurrimos 
al artículo 950 del Código Civil116 donde se instituye los requisitos 
de la usucapión de bien inmueble: posesión continua, pacífica y 
pública como propietario por diez años, nos estamos refiriendo a 
la prescripción larga o extraordinaria. 
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El artículo 952 del Código acotado, regula sobre la declaración 
judicial de la usucapión, indicando que el posesionario “puede” 
seguir un juicio para que por sentencia lo declaren propietario. 
 
De los artículos señalados, se colige que la situación de hecho de 
la posesión por el solo transcurso del tiempo, hace que el 
poseedor se convierta “automáticamente”117 en propietario, lo que 
implica que una vez se supere los diez años, los efectos del 
reconocimiento se debe retrotraer al primer día de la toma de 
posesión, ubicándonos en el cuadrante tiempo – espacio en 
retrospectiva y, desde allí volver en perspectiva para sumar el 
periodo de tiempo que fija la norma; nos estamos refiriendo a que 
desde el día uno hasta el último día del año diez, al posesionario 
del inmueble se lo “presume propietario” de ese tiempo, pues, no 
debemos olvidar que la posesión es un acto material que se dio  
en la realidad y que esta forma de adquisición es originaria porque 
no importa si el bien es res nulllius, que exista un propietario con o 
sin registro; es decir, libre de todo vicio. 
 
Esquemáticamente, la usucapión la graficamos en el siguiente 
esquema, tomando como un caso supuesto que la posesión 
comienza el 01 de enero del año 2007 y la posesión continua, 
pacífica y publica continua hasta enero del año 2017, habiendo 







                                                          
117 Exp. 87154-2004. Prescripción Adquisitiva. Corte Superior de Justica de Lima. FJ. 15 “(…). 
La usucapión se consuma con el solo cumplimiento de los requisitos legales, pues la sentencia 
es meramente declarativa, de conformidad con el artículo 952 del Código Civil; y según lo ha 
reconocido la Corte Suprema en reiteradas sentencias (CAS. Ns. 1362-2007-Apurimac; 2161-
2003-Lima; 1567-97-Lambayeque.    
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Disentimos con la Corte Suprema de Justicia, cuando sostiene 
que los efectos del tiempo transcurrido de la usucapión es una 
“ficción legal” (Casación número 750-2008-Cajamarca), porque 
las ficciones legales son disímiles de las presunciones legales, 
aun cuando ambas figuras tienen como génesis en que son reglas 
no verdaderas; empero, son desiguales en su contenido. “Hay 
Ficción Legal cuando la ley asume por cierto algo que en la 
realidad se sabe que es falso. En tanto, hay Presunción Legal 
cuando la ley asume por cierto algo que en la realidad puede ser 
verdadero”118.  
 
Otra diferencia entre ambas figuras es que, si bien la presunción 
cumple una función análoga a la ficción, es que la presunción 
admite prueba en contrario mientras que la ficción no, en razón a 
que es una creación de la ley. Ejemplo de ficción legal: Articulo 1 
del Código Civil: subjetividad del concebido, por la cual se tiene 
por nacido al concebido solo para todo cuanto le favorece. En 
presunciones tenemos: La presunción de conmoriencia, acorde al 
artículo 62 del Código sustantivo si no se puede establecer entre 
dos personas quien murió primero, se reputa que murieron 




simultáneamente; según el artículo 361 se tiene la presunción 
iuris pateris o presunción de paternidad; conforme al artículo 912 
del mismo Código, tenemos la presunción de propiedad pues 
quien posee el bien se lo presume propietario, etc. 
 
Por tanto, esclarecido el tema entre ficción legal y presunción, 
consideramos que la Corte Suprema debe referirse a la 
presunción en caso de la prescripción adquisitiva de dominio, 
dado que el hecho de la posesión ha ocurrido en la realidad y 
además admite prueba en contrario, ergo, la presunción de 
propiedad del articulo 912 puede ser desbaratada con la 
presentación del título de propiedad por un tercero. 
 
Cuando decimos que la prescripción adquisitiva es automática, 
esta afirmación se desprende del contenido de los artículos 950 y 
952 del Código Civil, en esta última norma se usa la palabra 
“puede” en el caso que el posesionario decida contar con 
sentencia que lo declare propietario, es decir, los términos 
“puede” y “se le declare propietario” nos hace prever que en el 
proceso se emite una “sentencia declarativa”, porque solo se 
deberá examinar los requisitos legales y el transcurso del tiempo 
para declarar el derecho ganado por el poseedor, la declaración 
judicial se limita a verificar el derecho alegado sin procurar una 
ejecución en el mismo proceso, no debiendo considerarse como 
ejecución de sentencia la inscripción registral si acaso el inmueble 
está registrado. Es más, no existe mandato imperativo de la 
norma en el sentido que el usucapiente “debe” entablar juicio para 
ser declarado propietario. 
 
Sin embargo, la jurisprudencia sobre la prescripción ha tomado 
direcciones diferenciadas, porque en varias sentencias de 
primera, segunda y en Casación han asumido que la sentencia de 
prescripción adquisitiva es declarativa y contrariamente en otras 
se sostiene que es de naturaleza constitutiva, especialmente en 
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Casaciones, de allí surge la dicotomía planteada en la presente 
investigación con las consecuencias negativas en la predictibilidad 
judicial y la conculcación de otros derechos de los justiciables. 
 
El derecho de propiedad y la posesión deben ser amparados y 
protegidos por el Derecho, pues cuanta mayor seguridad se les dé 
legislativamente se generará mayores inversiones en la economía 
nacional, así también lo sostiene Greif quien dice “El sistema de 
property rights en una sociedad moderna se encuentra 
profusamente delimitado y detallado. Para el análisis económico 
del Derecho, cuanta más seguridad existe en la protección de los 
property rights, y más compacta sea su regulación, se genera 
mayor confianza, obteniendo unos mejores resultados desde el 
punto de vista económico”119. 
 
En la misma línea, “Por ello, el valor de un derecho real deriva de 
la concreta disponibilidad de remedios para hacer valer el derecho 
frente a terceros que lo vulneran. Así, en el ámbito del civil law se 
ha desarrollado un esquema dual de protección de la posesión y 
de la propiedad. Por su parte, el common law, de carácter más 
pragmático y menos abstracto, no ha desarrollado mecanismos de 
protección de la propiedad, lo cual se debe a que los remedios de 
protección de la posesión representan un sustituto funcional 
perfecto de los remedios de protección de la propiedad en un 
sistema legal de protección de los property rights”120. 
 
Empero, no obstante, las diferencias “ambos sistemas legales 
protegen con una gran generosidad al individuo que controla 
físicamente un inmueble frente a la desposesión del mismo, 
incluso frente al verdadero dueño, que trata por sí mismo de 
recuperar la posesión. (en Francia las acciones denominadas 
réintégrande; en Alemania, la Besitzenzieehungsanspruch del & 





861 Burgerliches Gesetzbuch; en Italia, las reintegraciones en el 
art. 1168 Codice Civile; en el Common Law, las acciones de 
traspass o ejectment; y, en España, los interdictos posesorios)”121. 
 
En el derecho español, la acción de reivindicación y la 
prescripción guardan estrecha relación, teniendo en cuenta que 
tanto su doctrina y normas señalan la prescribilidad de todas las 
acciones reales, tal es así que dentro de una demanda de 
reivindicación el posesionario puede alegarla como argumento de 
defensa en su contestación o puede esgrimirla 
reconvencionalmente, así lo ha referido el Tribunal Supremo 
español en muchas sentencias. Haciendo un símil con nuestra 
legislación, ocurre lo contrario, pues la acción reivindicatoria es 
imprescriptible y la reconvención con una de prescripción 
adquisitiva de dominio es improcedente de plano, en tanto que, la 
tesis como argumento de defensa no es tomada en cuenta por los 
jueces, excepto que se alegue haber ganado la prescripción 
adquisitiva mediante sentencia. 
 
Igualmente, en la legislación española, la naturaleza de la 
sentencia en la acción de prescripción adquisitiva de dominio o 
usucapión es “declarativa”, así se tiene que “(…), la usucapión 
coincidente con la prescripción de la reivindicatoria actúa ope 
exceptions, en el sentido de que el poseedor que quiera servirse 
de ella y hacer valer sus efectos ha de alegarla, en juicio o 
extrajudicialmente. Por lo tanto, si el usucapiente es demandado y 
pretende que se declare su condición de dueño, habrá de formular 
reconvención, y dado que ya tiene la posesión, la acción 
ejercitada será la declarativa de dominio. (…)122”. 
 
En México, la sentencia de prescripción adquisitiva de dominio 
también es “declarativa”, así “SENTENCIA.- EN HERMOSILLO, 





SONORA, A DOS DE FEBRERO DE DOS MIL DOCE.---
VISTOS.- Para resolver en definitiva los autos del Expediente 
número (…) relativo al juicio ORDINARIO CIVIL (Declarativo de 
Propiedad por Prescripción Adquisitiva), que promovió el ACTOR, 
en contra del DEMANDADO (…), por el cumplimiento de las 
siguientes pretensiones: ---1).- Se declare mediante sentencia 
firme que ha operado la prescripción positiva en mi favor respecto 
del inmueble con superficie de 225 metros cuadrados (…) 2.- Se 
declare, mediante sentencia firme, que el suscrito es legítimo 
propietario del bien inmueble arriba mencionado (…)123”. 
 
En el Derecho argentino, sobre la sentencia de usucapión 
declarativa y no constitutiva del derecho adquirido, se tiene “(…). 
Sin lugar a dudas el supuesto más interesante se ha de plantear 
en el caso inverso: El caso se plantea a diario cuando un sujeto 
posee durante veinte años un inmueble con las demás 
condiciones legales previstas para producir la adquisición por 
usucapión (art. 4015 y 4016). El solo transcurso del tiempo, como 
es sabido, con independencia de trámite alguno transforma a ese 
poseedor en titular real, ello a pesar de no contar con titularidad 
cartular ni registral (…)”124.El Profesor Gabriel Ventura en su 
Ensayo aludido hace mención a diversos autores que sustentan 
doctrinariamente que la sentencia de usucapión es declarativa, 
como son Levitan, Lapalma, Marcolin de Andorno, Arean y Beuck. 
 
Por su parte, el doctor Gunther Gonzales Barrón en una entrevista 
realizada por Legis.pe sustenta magistralmente las razones por 
las cuales la sentencia del proceso de prescripción adquisitiva de 
domino es declarativa, como sigue ““(…) “En mi opinión el 
debate debe decantarse a favor de la tesis declarativa por 
varios motivos”. En primer lugar, los jueces reconocen derechos 
                                                          
123https://www.stjsonora.gob.mx/acceso_informacion/Sentencia%20Ordinario%20Cicil%20Hlilo.




preexistentes, no inventan derechos. Los jueces comprueban la 
existencia de una prerrogativa jurídica o de una persona y eso es 
lo que plasman en una sentencia. Eso lo que sucede en la 
usucapión, el juez comprueba que se han producido los 
elementos constitutivos de la prescripción adquisitiva y, 
finalmente, emite la sentencia donde declara si el demandante se 
ha convertido en propietario. 
 
La prescripción es un hecho, nace y termina como un hecho 
consistente en la posesión que se extiende por un tiempo más o 
menos prolongado según lo que el legislador establece. Si 
la prescripción es un hecho, sería paradójico que exista solo 
cuando haya un título formal, con lo cual dejaría de ser un hecho. 
Imaginemos la unión de hecho, ¿cuándo se configura la unión de 
hecho? ¿Cuándo las dos personas conviven por el plazo legal o 
cuando las dos personas acuden ante un juez o ante un notario? 
 
Si alguien me dice que la unión de hecho solamente existe 
cuando las personas formalizan su situación ante un notario o 
ante un juez, entonces sería que la unión no es de hecho, sino 
que requeriría un título formal que acredita la nueva situación 
jurídica. Lo que sería una contradicción en llamarlo unión de 
hecho”125. 
 
Luego agrega, “Todos los hechos jurídicos, tal como están 
planteados preexisten a la situación de reconocimiento que hace 
un juez o que hace una autoridad como puede ser el caso de la 
unión de hecho de un notario. Por lo tanto, a mí no me cabe 
ninguna duda, que, en la prescripción adquisitiva, su sentencia 
tiene naturaleza declarativa. Esta circunstancia permite solucionar 
importantes problemas prácticos.  
 




Imaginemos el caso de un propietario formal que demanda por 
reivindicación al poseedor. ¿Qué implica esto? Que si no se 
plantea el tema de la prescripción adquisitiva el demandante 
obtiene una sentencia favorable. ¿Por qué? Al no haber 
una sentencia constitutiva, el demandante hará valer su título 
inscrito. Sin embargo, imaginemos ese mismo caso, con una 
pequeña variante. Imaginemos que el poseedor demandado en la 
reivindicación, un día antes planteó la prescripción 
adquisitiva en la vía judicial. En ese caso, como el demandado 
en la reivindicación y el demandante en la prescripción 
adquisitiva, van a obtener una sentencia un día antes, en teoría 
que el de la reivindicación resulta que ahí si se le reconoce 
la prescripción adquisitiva, triunfando sobre el propietario 
formal. Pero si lo demanda un día después o no lo demanda, esa 
misma persona, en ese mismo caso, en una situación análoga 
resulta que no es propietario. 
 
Evidentemente eso colisiona con el concepto más elemental de 
igualdad, por cuya virtud una persona prácticamente por 
demandar hoy o por demandar mañana pierde un derecho. No 
creo que esa situación sea admisible. Espero que se consolide la 
tesis de la prescripción adquisitiva con el carácter declarativo”126. 
 
Nosotros coincidimos con la mayoría de la doctrina nacional y 
extranjera, en el sentido que la génesis de la usucapión es 
ontológica, es un hecho real, material, que no requiere de actos 
condicionales posteriores, está en su naturaleza, estos actos 
posesorios obedecen a una necesidad connatural al ser humano, 
de aprehender la cosa como suya para su propia existencia, es 
así como como deben explotarse los escasos recursos que nos 
dota el medio; por ello, sostenemos que ante la pre existencia del 
hecho posesorio, solo amerita declararlo por la autoridad 




competente para dotarle de seguridad jurídica dada la exigencia 
normativa, por estos motivos el fallo en un proceso de 
prescripción adquisitiva es puramente declarativa.  
 
En este sentido, se pronuncia el doctor Gunther Gonzales Barrón 
cuando refuta sabiamente lo argüido por Moisés Elías Lozano 
Lozano quien sostiene en su artículo “La oponibilidad en la 
prescripción adquisitiva” publicado en Gaceta Jurídica, mes de 
octubre del 2009, quien erradamente sostiene que la sentencia de 
prescripción es constitutiva, la objeción consiste en que: 
 
“Este argumento es insostenible, de acuerdo a dos ideas – fuerza. 
La primera se vincula con la naturaleza de la usucapión como 
“hecho”, por lo que debe reconocérsele y regulársele en ese 
contexto, bajo pena de vaciar de contenido a la figura. La 
prescripción se configura como un suceso real, visible, notorio, 
que vive en el mundo factico, y que más bien se opone a los 
títulos formales o solemnes de adquisición. Por tal motivo, no 
puede exigirse que la existencia de un hecho de la vida deba 
cumplir con los requisitos de un título formal (sentencia e 
inscripción), porque tal imposición la desnaturaliza. (…). En buena 
cuenta, los hechos jurídicos que la ley reconoce, tal como la 
usucapión o la convivencia, no pueden condicionarse a la 
existencia de documentos formales o títulos solemnes, pues en tal 
caso su propia existencia carece de justificación. Por lo demás, el 
sistema jurídico terminaría regulando los formalismos, y no la 
realidad material de la vida. Ello traería el grave problema de un 
ordenamiento basado en trámites. El resultado no sería otro que 
la deslegitimación del orden jurídico. La segunda idea recuerda 
que la riqueza material solo se justifica si se le utiliza y disfruta”127. 
 




En otras palabras, la usucapión se ha convertido en una manera 
de obligar a los propietarios de los bienes en hacer uso de los 
poderes jurídicos que les concede la ley y, en general este 
instituto exige que todos los bienes transiten por el sistema 
económico de un país. En consecuencia, debe entenderse que la 
filosofía de la usucapión es ser un hecho, que no puede 
restringirse a la existencia de actos formales. 
 
En conclusión, a los fines de la hipótesis bajo análisis existe 
sustento factico, doctrinario y jurisprudencial, tanto nacional como 
en el Derecho comparado, que la sentencia en el proceso de 
prescripción adquisitiva es declarativa. 
 
4.2.2.3. Usucapión y sentencia constitutiva 
Como ya se mencionado anteriormente, en algunos casos la 
Corte Suprema establece que la naturaleza de la sentencia en el 
proceso de prescripción adquisitiva de dominio es constitutiva; es 
decir, que una vez se dicte sentencia, recién se puede reconocer 
al poseedor como propietario. Nosotros discrepamos de esta 
posición de la Corte en tanto que desnaturaliza la esencia de la 
usucapión, con las justificaciones anteriormente expuestas. 
 
4.2.2.4. Dicotomía en sentencias de Prescripción Adquisitiva 
de Dominio o usucapión – Corte Suprema de Justicia de la 
República, análisis e interpretación 
Como se ha analizado en los ítems anteriores, basta que el 
usucapiente cumpla los requisitos y actuar como si fuera 
propietario para adquirir la propiedad por el solo transcurso de los 
diez años que fija el artículo 950 del Código Civil, lo que implica 
que si el posesionario para usucapir una vez superado el plazo 
indicado se convierte en el nuevo propietario, con todos los 
poderes jurídicos que establece el artículo 923 del Código 
acotado; empero, si recurre al Poder Judicial para que lo declare 




Sin embargo, aun cuando el proceso de prescripción adquisitiva 
que se tramita en el proceso abreviado acorde al artículo 486.2 
del Código Procesal Civil, es un proceso sin mayores 
complejidades tanto en su tramitación como en la resolución de la 
controversia, la Corte Suprema al momento de resolver en 
Casación los procesos que llegan a su jurisdicción, usan criterios 
dicotómicos al sostener en unos casos que la sentencia tiene 
carácter declarativo y en otros constitutivo; estos criterios 
radicalmente opuestos,  generan desconcierto en los abogados y 
magistrados inferiores, con graves consecuencias de desaliento y 
desconfianza en los justiciables. 
 
Asimismo, esta falta de uniformidad de criterios de los jueces 
supremos influye evidentemente “el momento” en que el titular del 
derecho a la propiedad por prescripción es considerado 
propietario; es decir, desde cuando se es considerado propietario, 
desde que el propietario cumple los requisitos o es que requiere 
de un reconocimiento judicial para tener las atribuciones jurídicas 
que le confiere el artículo 923 del Código Civil y el artículo 70 de 
la Constitución Política del Estado. Determinar que una sentencia 
por prescripción es declarativa o constitutiva tiene trascendental 
importancia porque generan derechos diferentes tanto para las 
partes del proceso como para el resto de los justiciables, teniendo 
en cuenta que esta decisión incide en la vigencia de otros 
derechos fundamentales del justiciable.  
 
4.2.4.5. Los Plenos Jurisdiccionales distritales  
Estos criterios contradictorios de considerar sentencia declarativa 
o constitutiva se reflejan en la discordancia que existe entre los 
magistrados de menor jerarquía de las Cortes Superiores del 




“Desde cuando se es propietario entre la sentencia declarativa de 
propiedad. Sobre la prescripción adquisitiva de dominio, no existe 
uniformidad de criterio a nivel judicial respecto a la declaratoria de 
la propiedad por usucapión. Es decir, el momento mismo, en que 
resulta ser titular real originario de un inmueble y/o mueble 
¿Desde cuándo se es propietario ante la sentencia declarativa de 
propiedad? El Pleno acordó por UNANIMIDAD: “Se adquiere la 
prescripción adquisitiva ordinaria o extraordinaria de la propiedad 
registrada, con efecto retroactivo de la posesión conforme se 
declara judicialmente, siempre respetando las cargas o 
gravámenes inscrito en los Registros que no suceden con los 
bienes no inscritos”. (Pleno Jurisdiccional Distrital en materia Civil, 
Familia y Contencioso Administrativo, realizado por la Corte 
Superior de Justicia de Pasco, 26-07-2011. Tema 1)”128. 
 
Otro Pleno: “La sentencia de prescripción adquisitiva es 
constitutiva. ¿La prescripción adquisitiva de dominio opera en 
forma automática o necesita declaración judicial, es decir, la 
sentencia que se dicte tiene carácter declarativa o constitutiva? El 
Pleno acordó por MAYORÍA: “El derecho de propiedad que se 
adquiere vía prescripción adquisitiva de dominio debe ser 
declarado judicialmente. La sentencia tiene carácter constitutivo”. 
(Pleno Jurisdiccional Distrital en Materias Civil y Familia, realizado 
por la Corte Superior de Justicia de Ica, el día 08-09-2008. Tema 
Nº 3)”129.  
 
Según el Pleno de la Corte Superior de Junín, se tiene “La 
sentencia de prescripción adquisitiva es declarativa. ¿La 
sentencia de prescripción adquisitiva es constitutiva o declarativa? 
El Pleno acordó por UNANIMIDAD: “La sentencia dictada en un 
proceso de prescripción adquisitiva es declarativa y el análisis que 
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se debe hacer en este caso tiene como requisito que el 
demandado postule esta condición al momento del contradictorio 
cuando es demandado por desalojo por precario o por 
reivindicación”. (Pleno Jurisdiccional Distrital en Materia Civil, 
realizado por la Corte Superior de Justicia de Junín, los días 23 y 
25-09-2007. Tema Nº 2)”130. 
 
Si bien es cierto los Plenos Jurisdiccionales Distritales no son 
vinculantes, también lo es que los magistrados en cada Corte 
donde se realizan éstos, siguen el lineamiento acordado en el 
Pleno, en este caso unos jueces emitirán sentencias con carácter 
declarativo y otros constitutiva, lo cual afecta el principio de 
predictibilidad que debe ser absoluta en el Poder Judicial. Un 
aspecto importante que debe resaltarse es la falta de motivación y 
coherencia en los acuerdos de los Plenos, donde sin mayor 
debate, sustento doctrinario ni jurisprudencial arriban a acuerdos 
diferentes de Corte a Corte, siendo que una de las causas es la 
dicotomía que lo genera la máxima instancia del Poder Judicial. 
 
4.2.2.6. De la dicotomía en las sentencias de Casación 
Como ya se ha desarrollado, según el criterio clásico de 
clasificación de sentencias, estas son declarativas, constitutivas y 
de condena. Según los maestros Chiovenda, Carnelutti, 
Calamandrei y Alsina respaldan este tipo de clasificación, con el 
agregado que las clases de sentencias se vinculan a las 
pretensiones de los procesos. 
 
Pues bien, anteriormente hemos propugnado que los procesos de 
prescripción adquisitiva deben resolverse mediante una sentencia 
declarativa, ello en razón a que es una forma originaria de adquirir 
la propiedad y que en estos procesos se constata el hecho 
jurídico de la posesión con animus domini, que sea continua, 




publica y pacifica por diez años, siendo que ante la presencia de 
una norma, simplemente se va a constatar el cumplimiento factico 
de los requisitos establecidos en el artículo 950 del C.C. que 
permite el cambio legal de posesionario a propietario. 
 
En tanto que, una sentencia constitutiva se pronunciará en una 
acción de la misma naturaleza, para crear, modificar o extinguir 
una relación jurídica; esto es, no se limita a declarar el derecho, 
sino que va a modificar esa situación jurídica y va a obligar al 
sujeto pasivo de la acción a la prestación que se le solicita. 
 
Como es de verse, ambos tipos de sentencias se diferencian 
teóricamente desde la pretensión que se plantea mediante la 
acción, unas serán declarativas y otras constitutivas, siendo que 
sus mandatos también son distintos. Esto es lo que debe 
diferenciar la Corte Suprema de Justicia en un Pleno Casatorio o 
una Sentencia Vinculante, para evitar sentencias contradictorias 
ante una misma acción – pretensión: Demanda de prescripción 
adquisitiva de dominio y, además evitar la falta de predictibilidad 
de las resoluciones judiciales y conculcar otros derechos de los 
justiciables. 
 
Al existir criterios contradictorios por los Jueces Supremos, el 
doctor Lama More citado por Marianella Ledesma y otros, se 
pregunta “¿Se adquiere la propiedad por prescripción con el solo 
cumplimiento objetivo de los requisitos de posesión que prevé la 
ley o será necesaria la sentencia judicial que así lo declare?; o 
expresada dicha preocupación en palabras propias del derecho 
procesal civil: ¿La sentencia que declara propietario al 
demandante por usucapión es meramente declarativa o es 
constitutiva?131. 
 




La mayoría de la doctrina nacional y extrajera se inclinan por la 
presencia de una sentencia declarativa en los procesos de 
prescripción adquisitiva, este tipo de resoluciones van a 
determinar una serie de alcances jurídicos en los derechos de los 
justiciables, como por ejemplo el inicio y cumplimiento del plazo 
prescriptorio, que significa y cuál es la trascendencia de cada uno 
de los requisitos para usucapir, como debe valorarse la defensa 
asumida por el usucapiente si es emplazado para dejar la 
posesión a favor del propietario, si el derecho ganado por la 
usucapión sin contar con sentencia judicial que lo reconozca será 
o no valorado por el órgano jurisdiccional, que sucede si una 
demanda de reivindicación, desalojo por precario y prescripción 
adquisitiva de dominio se interponen simultáneamente, antes o 
después; cuando se produce la interrupción civil o natural de la 
continuidad en la prescripción, etc. son cuestiones que deben 
resolverse dentro del proceso de prescripción y, la naturaleza de 
la sentencia sea declarativa o constitutiva tiene una trascendental 
importancia en el pronunciamiento de estos y otros casos. 
 
Lamentablemente, en la praxis judicial la Corte Suprema de 
Justicia en los procesos de prescripción adquisitiva de dominio, 
pronuncia en unos casos sentencias declarativas y en otros usa 
criterios inversos para pronunciar sentencias constitutivas, esto se 
ve reflejado en los casos que han sido elegidos al azar y que se 





CUADRO Nº 1 
 
CASACIÓN Nº: 0766-2004-LIMA132 
 1 Jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
2 Sumilla El artículo 950 del C.C. establece los requisitos 
para usucapir, una vez cumplidos el derecho 
ganado por el poseedor no es afectado por la 
interposición de procesos judiciales, es decir, 
ya no se puede afectar el requisito de la 
continuidad.       
3 Fecha 26 de mayo del 2005 
4 Demandante L.B.L. viuda de Balarín  
5 Demandado Consorcio Inmobiliario El Peral y otros.  
6 Tipo de sentencia Declarativa 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS PRINCIPALES 
“Cuarto: Que, el articulo novecientos cincuenta del Código Civil dispone que la 
propiedad inmueble se adquiere por prescripción mediante la posesión continua, 
pacífica y pública como propietario durante diez años; figura jurídica en la que 
ampara la demandante como puede advertirse de su escrito de fojas treinta y 
uno. Quinto: Que, la pacificidad, como presupuesto para acreditar la presente 
acción, significa que la posesión de quien pretende ser declarado propietario por 
prescripción debe transcurrir sin generar ningún conflicto con los derechos de los 
demás; y que esta no se adquiera por la fuerza. (…). Sétimo: Que, los 
demandados aducen que no concurre el precepto legal de la posesión pacífica, 
por haberse vulnerado la misma, cuando aparece de autos que la posesión ha 
sido cuestionada a través de un proceso de desalojo instaurado en contra de la 
recurrente respecto del bien sub Litis; cabe señalar que dicha demanda es del 
año mil novecientos noventinueve, habiendo transcurrido un espacio mayor a los 
diez años de posesión continua, pacífica y publica que en nuestro ordenamiento 
legal para la interposición de la presente demanda; por lo que tal proceso judicial 
iniciado luego de diez años exigidos por la ley en nada enervan la continuidad y 
pacificidad exigida, máxime si como ya se expuso los demandados no han 
contradicho lo esbozado por la recurrente, en el sentido, que su posesión se inició 
en el año mil novecientos setenta y ocho”133.  
 
FALLO 
Declararon FUNDADO el recurso de casación interpuesto por L.B.L. viuda de 
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Balarín. Declararon NULA la sentencia de vista y actuando en sede de instancia 
CONFIRMARON la sentencia de primera instancia que declaro FUNDADA la 
demanda de prescripción.    
ANÁLISIS 
- La Corte al interpretar el artículo 950 del C.C. en el cuarto Considerando, le da 
una connotación de una situación de hecho a la posesión y en consecuencia la 
sentencia será declarativa; esta exegesis es conforme a Derecho. 
- En el sétimo Considerando la Corte se pronuncia sobre la supuesta vulneración 
de la pacificidad de la actora al haberse interpuesto en su contra proceso de 
desalojo sobre el bien sub Litis, empero, la Corte concluye que el proceso de 
desalojo fue pretendido cuando la actora tenía más de diez años de posesión 
continua, pacífica y publica; es decir, que la interposición de un proceso luego de 
los diez años no enerva la continuidad ni la pacificidad. Estamos de acuerdo con 
el raciocinio, pero con la aclaración que la existencia de un proceso no tiene 
relación con la pacificidad sino con el requisito de continuidad que se contrae el 
artículo 950 del C.C. al producirse la interrupción. 
- Sobre la aplicación de las disposiciones de C.C. de 1936 y de 1984 respecto a 
la prescripción, es un hecho normado en el vigente C.C.  
 
CUADRO Nº 2 
CASACIÓN Nº: 1362-2007-APURIMAC134 
 1 Jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
2 Sumilla Cuando al artículo 927 del C.C. establece 
que la acción de reivindicación no 
prescribe y que no procede contra aquel 
que adquirió el bien por prescripción, lo 
que hace es consolidar la propiedad de 
quien ya ha sido declarado propietario por 
prescripción, no porque la declaración lo 
convierta en propietario, pues conforme al 
artículo 952 el proceso de prescripción es 
uno meramente declarativo, sino porque ya 
se ha verificado mediante dicho proceso 
que hayan concurrido en la posesión las 
exigencias del artículo 950  del C.C. o los 
de la ley respectiva, esto es que sea 
continua, pacifica, publica y como 
propietario.     
3 Fecha 30 de octubre del 2007 
4 Demandante Sergio Augusto Ripa Mendoza 
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5 Demandado Municipalidad de Andahuaylas 
6 Tipo de sentencia Declarativa 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS PRINCIPALES 
“Quinto: Que, cuando el artículo 927 del Código Civil establece que la acción 
reivindicatoria es imprescriptible y que no procede contra aquel que adquirió 
el bien por prescripción, lo que hace es simplemente señalar que no se puede 
reclamar reivindicación a quien ya ha sido declarado propietario por 
prescripción, no porque la declaración lo convierta en propietario, pues 
conforme al artículo 952 el proceso de prescripción es uno meramente 
declarativo, sino porque ya se ha verificado mediante dicho proceso que 
hayan concurrido en la posesión las exigencias del artículo 950 del Código 
Civil o los de la ley respectiva, esto es que sea continua, pacífica y publica y 
como propietario por el tiempo de Ley, lo que no puede resolverse en un 
proceso  como el de autos en el que el debate no ha estado dirigido a 
verificarlo; con lo cual la disposición del articulo 927 resulta lógica pues la 
facultad de reivindicar un bien solo le corresponde a quien es propietario no 
poseedor y encontrándose reconocido que un poseedor con las calidades del 
artículo 950 del Código Civil resulta propietario no puede demandársele 
reivindicación pues con su adquisición es más bien a este a quien le 
correspondería el derecho de reivindicar en caso de verse afectado en su 
posesión. Sexto: Que, en efecto, si bien el proceso de prescripción 
adquisitiva, no es uno constitutivo sino uno declarativo para comprobar que se 
ha cumplido con los requisitos de ley para usucapir, no es menos cierto que 
en él si va a estar centrada la controversia y las pruebas a su dilucidación, lo 
que no ocurre en la presente causa en la que la Sala Superior en base al 
documento denominado “donación de inmueble” de fojas (…) que es un 
documento privado y sin fecha cierta, concluye que la emplazada ha 
acreditado poseer en forma continua, pacífica y publica por más de diez años, 
lo que no se encuentra arreglado a derecho pues ello debe ser debatido en la 
vía pertinente”135.   
FALLO 
“Declararon INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por Sergio 
Augusto Ripa Mendoza. NO CASARON la sentencia de vista que declara 
fundada la demanda. Declararon NULA la sentencia de vista y actuando en 
sede de instancia CONFIRMARON la sentencia de primera instancia que 
declaro FUNDADA la demanda de reivindicación”136.    
ANÁLISIS 









- La Corte en el Considerando quinto, reconoce que el fallo en un proceso de 
prescripción adquisitiva es declarativo, y el fundamento es porque “ya se ha 
verificado mediante dicho proceso que hayan concurrido en la posesión las 
exigencias del artículo 950 del C.C.” Nosotros consideramos que la sentencia 
de carácter declarativo no debe obedecer al cumplimiento de los requisitos, 
sino a que es una adquisición de la propiedad originaria, es decir (…) la 
ontología de la usucapión es ser un “hecho, que no puede condicionarse  a la 
existencia de actos formales”137.    
- La Corte en el Considerando sexto, considera que en un caso de 
reivindicación no puede contenderse el derecho a prescribir del poseedor, el 
mismo que debe hacerlo vía acción en otro proceso. Hasta ahora es así por 
falta de norma que permita formular la reconvención o vía excepción procesal 
de prescripción, cambio de debe realizarlo el Congreso de la República.  
 
CUADRO Nº 3 
CASACIÓN Nº: 1730-2013- DEL SANTA138 
 1 Jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
2 Sumilla “El reconocimiento de la condición de 
propietario, en el proceso de prescripción 
adquisitiva de dominio, no constituye un 
acto contrario al animus domini, por cuanto 
éste se determina cuando el poseedor 
mantiene un comportamiento que suscita 
en los demás la apariencia de que es 
dueño”139. 
3 Fecha 14 de marzo del 2014 
4 Demandante James C. Choncen Iglesias y otra  
5 Demandados Caja de Beneficios y Seguridad Social del 
Pescador – CBSSP en liquidación. 
6 Tipo de sentencia Declarativa 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS PRINCIPALES 
“Décimo Primero: En consonancia (…). Así tenemos que el recurrente 
denuncia la infracción normativa del artículo 950 del Código Civil; alegando 
principalmente que, la Sala Superior erróneamente sostiene que se debe 
considerar poseedor a una persona, aun cuando reconozca a otro la 
propiedad y que en el caso de autos el demandante reconoció a la recurrente 
como propietaria al cursarle una propuesta de compraventa del bien sub litis; 
y al suscribir el acta de fecha cuatro de abril de dos mil uno como integrante 
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de la Asociación de Moradores de la Urbanización Bella Mar donde se 
acuerda que la recurrente decida la continuidad o no en la posesión del bien 
sub litis. Al respecto (…)”140.  
“Décimo Segundo: El recurrente cuestiona únicamente uno de los requisitos 
establecidos en el artículo 950 del Código Civil, el concerniente al animus 
domini, esto es la posesión a título de propietario, por lo que corresponde 
referirnos a dicho elemento configurativo de la prescripción adquisitiva de 
dominio. Así tenemos que tal como lo precisa Diez Picaso citado por Gunther 
Gonzáles Barrón “hay una posesión en concepto de dueño cuando el 
poseedor se comporta según el modelo o estándar de comportamiento 
dominical y cuando el sentido objetivo y razonable derivado de este 
comportamiento suscite en los demás la apariencia de que el poseedor es 
dueño” (énfasis agregado). Ciertamente, el animus domini tiene que ser 
exteriorizado, pues mientras el ánimo se mantenga en la interioridad del 
poseedor, no es relevante para el Derecho y por ende no es susceptible a ser 
regulado por éste”141. 
FALLO 
“Declararon INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por la Caja de 
Beneficios y Seguridad Social del Pescador (CBSSP) en liquidación. NO 
CASARON la sentencia de vista, que declara fundada la demanda de 
prescripción adquisitiva de dominio”142.  
ANÁLISIS 
- La Corte sustenta correctamente que la prescripción adquisitiva es un título 
formal por el cual una posesión se transmuta en propiedad y que por tanto es 
más amplio que un simple medio de prueba de la propiedad o puro 
mecanismo para dotar de seguridad del tráfico, por eso determina que la 
posesión es la coincidencia misma de la propiedad como envoltura formal 
unida a la posesión. Este sustento argumentativo es coherente con la doctrina 
en el sentido que la usucapión es un modo originario de lograr la propiedad y, 
en ese contexto la sentencia será declarativa.  
- La Corte solo hace el análisis del requisito de conducir el predio como 
propietario que contiene el artículo 950 del C.C.; es decir el animus domini, 
esto es la posesión a título de propietario. Citando al doctor Gunther Gonzáles 
Barrón quien haciendo mención al maestro Diez Picaso, dice “hay una 
posesión en concepto de dueño cuando el poseedor se comporta según el 
modelo o estándar de comportamiento dominical y cuando el sentido objetivo 
y razonable derivado de este comportamiento suscite en los demás la 
apariencia de que el poseedor es dueño”143. Esta doctrina es pertinente 
porque, dice la Corte, el ánimo de dominio tiene que ser manifestado, porque 
si el ánimo se mantiene  en la subjetividad del poseedor, no es trascedente 








para el Derecho y por ende no es materia para ser regulado por éste. Nos 
parece correcto los razonamientos empleados en la Casación.  
 
CUADRO Nº 4 
CASACIÓN Nº: 2434-2014-Cusco144 
 1 Jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
2 Sumilla “La pacificidad no se afecta por la remisión 
de cartas notariales o el inicio de procesos 
judiciales, pues ellos no constituyen actos 
de violencia física o moral que supongan 
que el inmueble se retiene por la fuerza. 
Tales actos, por tanto, no perjudican la 
pacificidad; son, en cambio, actos de 
interrupción de la prescripción, y así deben 
ser entendidos”145.   
3 Fecha 03 de setiembre del 2015 
4 Demandantes Braulio Villasante Figueroa y otro 
5 Demandados Cristina Condori Bueno de Callapina, 
Simón Miranda Bueno, Alberto Miranda 
Bueno y herederos de Dominga Bueno 
Gonzáles  
6 Tipo de sentencia Declarativa 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS PRINCIPALES 
“Tercero: Con respecto a la prescripción debe indicarse lo que sigue: 
3.1. Tiempo, inactividad de propietario y ánimo del poseedor (elementos de 
seguridad, sanción y justicia)146 constituyen los elementos de la prescripción 
adquisitiva. En el primer caso, el paso del tiempo genera consecuencias 
jurídicas tanto para oponerse a la pretensión (prescripción extintiva) como 
para ganar derechos (pretensión adquisitiva). A tal elemento debe unirse la 
inactividad del propietario (que es sancionada por su desdén por proteger su 
propiedad) y la actitud de quien posee (que siempre ha de ser de actuar en la 
calidad de propietario). Todo ello se enmarca en la lógica de adquirir el 
dominio por la posesión durante un período temporal, y que esta posesión 
sirva como medio de prueba de la propiedad y como medio de defensa contra 
la acción reivindicatoria. (…)”147. 
“3.3. Con respecto a la posesión ésta debe ser continua, pública, pacífica. La 
                                                          
144https://legis.pe/casacion-2434-2014-cusco-posesion-pacifica-para-usucapir-no-se-afecta-por-









continuidad implica ejercicio permanente de la posesión, lo que no significa 
que no pueda, eventualmente, ser perdida, pero en estos casos debe también 
ser recuperada dentro de los plazos que establece la ley (artículos 920 y 953 
del Código Civil). La publicidad significa que la posesión se demuestre y no 
opere en forma clandestina. Por último, con la pacificidad se expresa, no la 
forma cómo se ingresó a poseer sino como se permaneció en la posesión, de 
allí que el Segundo Pleno Casatorio Civil haya expuesto: “La posesión 
pacifica se dará cuando el poder de hecho sobre la cosa no se mantenga por 
la fuerza; por lo que, aún obtenida violentamente, pasa a haber posesión 
pacífica una vez que cesa la violencia que instauró el nuevo estado de cosas 
(fundamento 44).Cuarto: Teniendo en cuenta los conceptos vertidos en el 
considerando anterior, este Tribunal analizará las razones por las que se ha 
denegado la pretensión demandada. En esa perspectiva, se tiene: 4.1. 
(…)”148.  
“4.3. (…). Sobre dicho punto debe señalarse que la pacificidad no se afecta 
por la remisión de cartas notariales o el inicio de procesos judiciales, pues 
ellos no constituyen actos de violencia física o moral que supongan que el 
inmueble se retiene por la fuerza149.Tales actos, por tanto, no perjudican la 
pacificidad; son, en cambio, actos de interrupción de la prescripción, y así 
deben ser entendidos. 
En esa perspectiva, teniéndolos como actos de interrupción, y siendo que los 
demandantes están en posesión del bien desde mil novecientos noventa y 
cinco con ánimo de propietarios, a la fecha de dichos procesos (dos mil ocho 
y dos mil diez) nada había que interrumpir en orden al tiempo de prescripción 
porque el demandante ya había ganado su derecho para usucapir al haber 
poseído de manera pública, pacífica, continua y con ánimo de propietario por 
más de trece años, siendo irrelevante los actos posteriores que pudieran 
haber sido propiciados por los demandados”150. 
FALLO 
“Declararon FUNDADO el recurso de casación interpuesto por Mario 
Villasante Figueroa. NULA la sentencia de vista y actuando en sede de 
instancia, CONFIRMARON la sentencia de primera instancia que declara 
fundada la demanda”151. 
ANÁLISIS 
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- La Corte en el Considerando cuarto, punto 4.3., se sostiene que una vez 
ganada la prescripción, aunque existan procesos judiciales, éstos procesos no 
pueden interrumpir la prescripción en relación al tiempo porque el 
demandante ya había ganado su derecho a ser propietario. Esto significa que 
la Corte toma el criterio de la sentencia declarativa, siendo esta disposición 
correcta.      
- En el Considerando cuarto la Corte citando el Segundo Pleno Casatorio en 
su f.j. 44, sostiene que la pacificidad se manifiesta no en la forma como se 
posesiono sino como se persistió en la posesión. A esta decisión nosotros 
consideramos una explicación valida, porque la pacificidad no guarda relación 
con la forma como se toma la posesión, porque al inicio puede existir 
violencia, pero una vez que cesa la posesión será pacífica. Entonces, la 
posesión pacifica implica que ésta no sea conservada con violencia. Esto es 
un acierto de la Corte.          
- Igualmente, en el cuarto Considerando la Corte sustenta que la posesión 
pacifica no es alterada con el envío de cartas vía notarial o cuando se inicia 
procesos judiciales, porque en puridad estos no son actos de intimidación 
física o moral y que presuman que la posesión se mantiene con violencia; por 
el contrario, dice la Corte que estos hechos son actos de interrupción de la 
prescripción. Estamos de acuerdo que la interrupción no afecta la pacificidad 
sino la continuidad. Es así que “Con este pronunciamiento la Corte se aleja de 
aquella reiterada posición sustentada por última vez en la CAS. Nº 312-2015-
Lambayeque. (…). La interrupción de la prescripción (y que afecta el requisito 
de la “continuidad”) se puede producir por dos motivos: i) causas fácticas o 
naturales; y ii) causas civiles o jurídicas”152.               
- Un error de la Corte fue considerar que las cartas notariales o inicio de 
procesos judiciales afectan la continuidad, porque la norma solo se refiere a 
demandas judiciales. A este fin “Y es un error no solo porque el inciso 3 del 
artículo 1996 del C.C. exige una “demanda”, sino porque incluso en el caso de 
los procesos judiciales, no cualquiera genera que la prescripción quede 
interrumpida. Va a depender mucho de la pretensión contenida en la 
demanda, el que se considere a esta última como causa de interrupción. Pero 
al margen del error, el acierto de la Corte esta en establecer que las causas 
de interrupción repercuten sobre la continuidad y no sobre la pacificidad”153. 
- De otro lado, la Corte incurre en un desliz cuando dice que el proceso de 
reivindicación no interrumpe la prescripción porque tiene un contenido distinto 
de la prescripción, esta tesis es falsa porque el fin de la reivindicación es 
recuperar la posesión, por tanto, la incoación de la demanda impide el plazo 
de prescripción siempre y cuando haya sido interpuesta antes del vencimiento 
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153 PASCO ARAUCO, Alan. Op. Cit. p. 113. 
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CUADRO Nº 5 
CASACIÓN Nº: 2536-2011-Del Santa154 
 1 Jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
2 Sumilla “La usucapión es un modo de adquirir la 
propiedad de un bien ajeno mediante la 
posesión ejercida sobre dicho bien durante 
un plazo previamente fijado por ley. La 
sentencia que acceda a esta petición es 
título para la inscripción de la propiedad en 
el registro y para cancelar el asiento del 
antiguo dueño”155.    
3 Fecha 20 de noviembre del 2012 
4 Demandantes Asociación de Pobladores del A. H. Alberto 
Portella Castillo de Casma 
5 Demandados Enrique Portella Alva y otros 
6 Tipo de sentencia Declarativa 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS PRINCIPALES 
“Octavo: Las sentencias de primera y segunda instancia han estimado la 
demanda, (…), de modo tal que el plazo legal de diez años se cumplió 
indefectiblemente en octubre de mil novecientos noventa y ocho; (…), en tal 
sentido los diez años de ocupación ininterrumpida que alude la Ley se 
cumplieron (…), cuya posesión no ha sido contradicha en lo absoluto por el 
litis consorte pasivo; entonces, de lo actuado se demuestra que a la fecha de 
interposición de la demanda de reivindicación, veintiuno de setiembre de dos 
mil dos de fojas novecientos veintitrés, los miembros de la asociación 
accionante ya tenían generado el derecho de propiedad a su favor, esto es al 
haber superado con creces el plazo previsto por la Ley, debiendo indicarse en 
que la formulación de la demanda reivindicatoria de ningún modo produce la 
interrupción del recurso prescriptorio que alude el litisconsorte pasivo en 
razón de haber sido interpuesta después de haberse cumplido del plazo de la 
usucapión, cuya tesis se ve reforzada cuando el artículo 2002 del Código 
Civil, sobre cumplimento del plazo de prescripción establece que la 
prescripción se produce vencido el último día del plazo, vale decir, la 
prescripción a favor de la disposición del demandante quedó concretizada en 
octubre de mil novecientos noventa y ocho”156. 
“Sexto: Como bien se sabe, la usucapión es un modo de adquirir la propiedad 
de un bien ajeno mediante la posesión ejercida sobre dicho bien durante un 
plazo previamente fijado por ley, de tal manera que la sentencia que acceda a 
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esta petición es título para la inscripción de la propiedad en el registro y para 
cancelar el asiento a favor del antiguo dueño”157.   
“Octavo: En el presente caso, los órganos de mérito han aplicado el plazo 
previsto en el primer párrafo del artículo 950 del Código Civil, que establece 
“La propiedad inmueble se adquiere por prescripción mediante la posesión 
continua, pacífica y pública como propietario durante diez años”, esto es, 
poseer el bien continuamente, que implica vivir permanentemente en él, 
pacíficamente, que quiere decir vivir en el inmueble sin haber cometido actos 
de violencia para ocuparlo, tampoco la disputa con alguien que reclame su 
propiedad, públicamente, que quiere decir que los vecinos lo deben 
considerar propietario del inmueble y, como si fuera dueño, que implica el 
uso, disfrute de los frutos de éste, disponer de él y defender la posesión del 
bien. Habiéndose precisado –por la Sala Superior– que sobre el inmueble 
ubicado en (…), no resulta viable la prescripción adquisitiva, en razón de que 
respecto de este lote existe sentencia firme (…), sobre desalojo, (…), así 
como al haberse llevado a cabo dicho proceso de desalojo antes del 
vencimiento del plazo prescriptorio, la posesión detentada por la parte 
accionante dejo de ser pacífica, desde el emplazamiento de la demanda 
sobre desalojo, por lo que no se cumple el requisito previsto en el mencionado 
artículo 950 del Código Civil; (…)”158. 
FALLO 
“Declararon INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por Enrique 
Portella Alva. NO CASARON la sentencia de vista”159. 
ANÁLISIS 
- En el Considerando sexto la Corte cimienta que la usucapión es una forma 
de lograr la propiedad de un bien ajeno por la posesión practicada sobre el 
bien durante un término anticipadamente fijado por ley, entonces, la sentencia 
será título para la inscripción de la propiedad en el registro público. En otras 
palabras, al ser un hecho, basta que se cumpla con los requisitos 
contemplados en el artículo 950 del C.C. y poseer el inmueble por diez años, 
para convertirse de hecho en el nuevo propietario. 
- Del tenor de la Casación se concluye que la naturaleza de la sentencia en 
un proceso de prescripción adquisitiva de dominio es declarativa. A este fin 
“(…), en mi opinión el debate debe decantarse a favor de la tesis declarativa 
por varios motivos. (…). Por lo tanto, a mí no me cabe ninguna duda, que, en 
la prescripción adquisitiva, su sentencia tiene naturaleza declarativa”160.   
- La Corte en el Considerando octavo, nuevamente confunde la pacificidad a 
que se refiere el artículo 950 del C.C. con la continuidad, dado que el acto de 
violencia a veces se produce al inicio de la toma de posesión, luego se 
convierte en pacifica, a partir de allí pueden darse casos de disputa con 
“alguien” que reclame su derecho como por ejemplo que interponga una 
demanda de reivindicación o desalojo por precario, este hecho al margen de 
haberse interpuesto antes o después de vencido el plazo de prescripción, 




160 GONZÁLES BARRÓN, Gunther. En: https://legis.pe/sentencia-prescripcion-adquisitiva-
dominio-declarativa-constitutiva/ Visitado el 20 de agosto del 2018.   
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tiene relación no con la pacificidad, sino con la continuidad que en realidad 
son actos de interrupción.     
 
CUADRO Nº 6 
CASACIÓN Nº: 420-2003-CAJAMARCA161 
 1 Jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
2 Sumilla  Por la acción reivindicatoria el propietario 
busca recuperar el dominio de hecho de 
uno de los poderes innatos a la propiedad, 
siendo solo oponible a esta acción la 
presentación de un título de propiedad. Los 
codemandados pretenden desconocer la 
condición propietaria de la actora, 
invocando un supuesto derecho de 
propiedad adquirido por prescripción 
adquisitiva al hallarse en posesión del 
predio sub Litis, durante más de veinticinco 
años.  
3 Fecha 12 de noviembre del 2003 
4 Demandante Bertha Zamora Jáuregui   
5 Demandados Miguel Huamán Gallardo y otros 
6 Tipo de sentencia Constitutiva 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS PRINCIPALES 
“Cuarto: Que, en el caso de autos, los co – demandados pretenden negar la 
condición de propietaria de la actora, invocando un supuesto derecho de 
propiedad adquirido por prescripción adquisitiva, al encontrarse en posesión 
del predio sub Litis durante más de veinticinco años, institución que faculta al 
poseedor de un bien a adquirir la propiedad de este mediante la posesión 
continua y pacífica de quien la detenta, durante un lapso”162. 
“Quinto: Que la sentencia de vista, al declarar improcedente la demanda de 
autos, y concluir que los demandados son propietarios del predio rustico sub 
materia, por haberlo adquirido vía prescripción adquisitiva de dominio, de 
conformidad con el artículo novecientos cincuenta del Código Civil, y sin que 
exista reconocimiento judicial de tal condición, aplica indebidamente la 
referida norma al no sustentarse en título alguno que los reconozca como 
dueños del bien, efectuando además una errónea interpretación del artículo 
novecientos cincuenta y dos del citado Código, toda vez que la figura de la 
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prescripción requiere necesariamente de una declaración judicial a favor del 
solicitante, como propietario del bien materia de usucapión”163. 
FALLO 
“Declararon FUNDADO el recurso de casación interpuesto por Bertha Zamora 
Jáuregui. Declararon NULA la sentencia de vista y actuando en sede de 
instancia REVOCARON la sentencia apelada que declara improcedente la 
demanda. REFORMÁNDOLA la declararon y, ordena que los codemandados 
cumplan con restituir el bien”164. 
ANÁLISIS 
- La Corte ha emitido una Resolución carente de motivación, limitándose a 
citar normas del Código Civil, sin dar razones por las que declaran fundado el 
recurso de Casación. Este tipo de resoluciones desmorona el sistema de 
justicia dado que la Corte Suprema al resolver un recurso de Casación debe 
dar cumplimiento estricto a sus funciones como es la unificación de la 
jurisprudencia y la función nomofiláctica o defensa de la ley, tanto más que 
este es un recurso vertical. 
-  En el Considerando quinto, la Corte simplemente señala que estando al 
artículo 952 del Código Civil, la figura de la prescripción pide obligatoriamente 
de un reconocimiento judicial a favor del usucapiente para ser propietario; 
esto es, de una sentencia con carácter constitutivo. Nosotros consideramos 
que la que ha efectuado una errónea interpretación de esta norma es la Corte 
Suprema, porque no existe norma legal que obligue una declaración previa 
para ser considerado propietario por prescripción. La Corte debió fundamentar 
porqué en la prescripción se exige una sentencia constitutiva y no una 
declarativa. Además, en el cuarto considerando, respecto a la prescripción 
dice “(…) institución que faculta al poseedor de un bien a adquirir la propiedad 
de este mediante la posesión continua y pacífica de quien la detenta, durante 
un lapso”, coligiéndose que, en caso de recurrir el poseedor al órgano 
jurisdiccional, la sentencia será meramente declarativa y no constitutiva como 
sustenta la Corte, por lo que la Corte reincide en incongruencias evidentes, 
incluso confunde título con documento, en el caso de la prescripción el título 
será para el usucapiente demostrar que ha cumplido con los requisitos del 
precepto normativo del artículo 950 del Código Civil, no pudiéndosele exigir 
un documento como lo hace la Corte.        
- Existe contradicción entre los Considerandos tercero y sexto, en el tercero 
dice que solo es oponible a la acción reivindicatoria la presentación de un 
título de propiedad, en tanto que en el sexto dice que al no existir argumento 
alguno en la contestación de la demanda que invalide el título de propiedad 
de la actora, es evidente que esta ostenta legitimidad para interponer la 
acción reivindicatoria; en este caso, estando al argumento de oponibilidad  a 
la acción reivindicatoria solo el título, entonces, de nada valdrá argumentar e 
la contestación de la demanda sustentar la invalidez de éste, más aun que la 
invalidez requiere otra acción; además, le legitimidad no guarda relación con 
los autos al no haber sido cuestionada, por lo que la Casación atenta contra el 
principio de congruencia procesal.                                     





CUADRO Nº 7 
CASACIÓN Nº: 1500-2006-AREQUIPA165 
 1 Jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
2 Sumilla “La usucapión tiene por objeto transformar 
una situación de hecho (la posesión) en 
una de derecho (reconocimiento de la 
titularidad)”166.  
3 Fecha 28 de agosto del 2007 
4 Demandante José G. Pariapaza Visa y Verónica J. 
Porcela Lujan    
5 Demandados Blanca Violeta Álvarez de Álvarez y Juan 
Elcir Álvarez Lazo 
6 Tipo de sentencia Constitutiva 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS PRINCIPALES 
“Cuarto: Analizando los errores in iudicando denunciados, debe precisarse 
que la prescripción adquisitiva de dominio o usucapión, tiene por objeto 
transformar una situación de hecho (la posesión), en una de derecho 
(reconocimiento de la titularidad), a favor del poseedor que no ha sido 
interrumpido durante el tiempo que poseyó, siempre que acredite los 
requisitos de continuidad, pacificidad, publicidad y como propietario, que exige 
la ley”167.  
“Quinto: En autos ha quedado establecido que los actores vienen poseyendo 
el inmueble sub materia desde mil novecientos ochenta y cinco, conforme 
puede apreciarse de las pruebas aportadas por ellos, amparando su 
pretensión en lo regulado por el Decreto Legislativo número 653, promulgado 
en mil novecientos noventa y uno, siendo esta norma especial la que 
prevalece sobre la general contenida en el artículo 950 del Código Civil, 
teniendo en cuenta la fecha en que tomaron posesión y la de interposición de 
la presente demanda. Debe indicarse que no se ha acreditado que los 
accionantes hayan sido declarados propietarios, pues no existe resolución 
judicial que así lo demuestre, toda vez que el hecho de estar en posesión y 
conducir el inmueble por varios años, no les otorga la calidad de propietarios 
mientras no hayan hecho valer su derecho conforme a ley en la acción 
correspondiente, habiendo efectuado tal circunstancia recién con la 
interposición de la presente demanda”168.  
“Octavo: Por tanto, es forzoso concluir que, cuando los actores interponen su 
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demanda se encontraba en pleno trámite la acción reivindicatoria, siendo 
evidente que el presente proceso se interpuso en respuesta a esta última y 
las sentencias recaídas en esa acción fueron adversas a los intereses de los 
actores, habiendo sido acompañadas en autos con anterioridad a la 
expedición de la sentencia de primera instancia, esto es, fueron puestas en 
conocimiento oportuno de los juzgadores, como también la circunstancia de 
que la posesión del inmueble fue restituida a la emplazada, como se advierte 
del acta de lanzamiento”169. 
“Noveno: Siendo esto así, ha quedado de manifiesto que al incoarse la 
presente demanda los accionantes ya no ostentaban una posesión pacífica, 
pues no puede considerarse tal, la que se ve perturbada por la acción judicial 
de reivindicación a la que se ha hecho referencia, careciendo por ello de 
relevancia la alegación de los demandantes de haber poseído por más de 
catorce años el inmueble respecto del cual omitieron oportunamente haberlo 
ganado dominialmente vía usucapión. (…)”170.  
FALLO 
“Declararon FUNDADO el recurso de casación interpuesto por Blanca Violeta 
Álvarez de Álvarez. CASARON la sentencia de vista que declara fundada la 
demanda de prescripción adquisitiva. Declararon NULA la sentencia de vista y 
actuando en sede de instancia REVOCARON la resolución apelada que 
declaro fundada la demanda y REFORMÁNDOLA la declararon 
INFUNDADA”171.     
ANÁLISIS 
- En el Considerando cuarto, la Corte sustenta que la prescripción adquisitiva 
tiene como finalidad convertir un contexto de hecho (la posesión) en una de 
derecho (afirmación de la titularidad) amparando al poseedor que no ha sido 
suspendido durante el período que conservó el bien. Este argumento hace 
discurrir que la sentencia en este proceso es declarativa. Pero, a pesar de 
este fundamento, en el Considerando quinto la Corte dice que no se ha 
probado que los demandantes hayan sido reconocidos como propietarios por 
sentencia, implicando que la Corte considera que la sentencia es constitutiva.  
- La Corte concluye que cuando los demandantes interponen la demanda de 
prescripción ya estaba en trámite la demanda de reivindicación instada por los 
demandados, por tanto, dicen que los accionantes no ostentaban una 
posesión pacífica. Nuevamente la Corte relaciona la pacificidad con la 
interposición de un proceso judicial, cuando en realidad este hecho 
interrumpe el plazo de prescripción que tiene nexo con el requisito de la 
continuidad. Este tipo de razonamientos errados atenta contra la 
predictibilidad de las decisiones  judiciales y ocasiona vacilaciones en los 
magistrados de menor grado.                                  
 









CUADRO Nº 8 
CASACIÓN Nº: 5656-2007-LIMA172 
 1 Jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
2 Sumilla 
La adquisición por prescripción del bien 
sub judice según los artículos 950 y 952 
del Código sustantivo, no es suficiente 
invocarla, sino se tiene que acreditar que 
existe una sentencia consentida que así lo 
exprese, resolución que no ha sido 
presentada en el caso.  
3 Fecha 01 de diciembre del 2008 
4 Demandante Inmobiliaria Acamu S.A.C.     
5 Demandados Empresa Inversiones en Turismo S.A. – 
INVERTUR y Gilberto C. López 
Bustamante.  
6 Tipo de sentencia Constitutiva 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS PRINCIPALES 
“Quinto: Que, el articulo novecientos cincuenta del Código Civil regula las dos 
formas de adquirir la propiedad por prescripción, sea mediante la posesión 
continua, pacífica y publica como propietario durante diez años (prescripción 
larga) o en cinco años, si median justo título y buena fe (prescripción corta). 
Interpretando teleológicamente los alcances de la norma , es evidente que la 
concurrencia de los requisitos de continuidad, pacificidad y publicidad de la 
posesión que allí se detallan, así como la idoneidad del justo título y de la 
buena fe, si los hubiere, deben configurarse dentro del periodo de tiempo 
establecido para la prescripción, cumplidos éstos entonces se genera un 
derecho expectaticio sobre el derecho de propiedad, el cual necesariamente 
debe ser declarado por la autoridad competente y mediante sentencia firme 
que declare propietario al beneficiario, pues es la autoridad, y no el 
beneficiario, la llamada a verificar si en efecto concurren los presupuestos 
exigidos por la ley, que permitan al poseedor concretar el derecho 
expectaticio de propiedad que se atribuye”173.   
“Sexto: Que, por ello, no basta que el poseedor acredite que ha ejercido su 
derecho de posesión por el periodo de tiempo previsto en la norma sustantiva, 
para concluir que adquiere la propiedad por su simple transcurso y que, por lo 
tanto, resulte meramente declarativa la sentencia que señala al poseedor 
beneficiario como propietario, toda vez que la sentencia que declara 
propietario al poseedor no es declarativa sino constitutiva de derechos, pues 
                                                          





es a partir de la sentencia firme que se genera una nueva situación jurídica 
respecto de la propiedad del bien y su titular; más aún, si en tanto no exista 
sentencia firme que declare la prescripción adquisitiva, la acción 
reivindicatoria –entre otras– se encuentra expedita a favor del propietario, 
conforme lo establece al artículo novecientos veintisiete del Código Civil”174. 
“Séptimo: Que, de otro lado, el articulo novecientos cincuenta y dos del 
Código Civil regula el derecho que asiste al beneficiario de la prescripción de 
entablar juicio para que lo declare propietario, y establece que la sentencia es 
título para inscribir la propiedad en el registro respectivo, y para cancelar el 
asiento a favor del antiguo dueño. Tal dispositivo, que tiene naturaleza y 
efectos eminentemente procesales, no otorga a la sentencia judicial de 
prescripción adquisitiva únicamente el carácter declarativo, pues de su 
aplicación concordada con el articulo novecientos cincuenta ya expuesto, se 
concluye que es necesaria una sentencia judicial firme para que el derecho de 
propiedad pueda ser plenamente ejercido, en atención a los atributos que 
otorga el articulo novecientos veintitrés del Código Civil”175.             
FALLO 
“Declararon INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por Inversiones 
en Turismo S.A. (INVERTUR). NO CASARON la sentencia de vista. 
CONDENARON a la empresa recurrente al pago de una multa”176.      
ANÁLISIS 
- En el Considerando quinto, la Corte interpreta teleológicamente el artículo 
950 del C.C. y arriba a la conclusión de que los requisitos deben cumplirse 
dentro del plazo señalado para prescribir, cumplidos éstos, nace un derecho 
expectaticio sobre la propiedad, el cual debe ser reconocido por sentencia 
firme, porque es la autoridad quien verifica los requisitos mas no el poseedor. 
Consideramos que este razonamiento es errado, porque la prescripción al 
provenir de un hecho no puede generar el mencionado derecho expectaticio, 
sino que para la norma civil el poseedor ya es propietario una vez superado el 
tiempo de diez años y las exigencias contemplados en el artículo 950 del C.C.  
- También, en los Considerandos sexto y séptimo la Corte sustenta que el 
fallo en una causa de prescripción adquisitiva es constitutiva de derechos y no 
declarativa, en razón a ello, el propietario está habilitado para plantear la 
acción reivindicatoria u otras destinadas a recuperar la posesión. Estos 
criterios evidencian una interpretación sesgada de los alcances no solo de la 
norma civil, sino de la jurisprudencia y de la doctrina mayoritaria, donde ha 
quedado claro que la resolución final en los casos de prescripción adquisitiva 












CUADRO Nº 9 
CASACIÓN Nº: 3332-2013-La Libertad177 
 1 Jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
2 Sumilla “Interpretación teleológica de los artículos 
950 y 952 del C.C. la concurrencia de los 
requisitos de continuidad, pacificidad y 
publicidad de la posesión, deben 
configurarse dentro del periodo de tiempo 
para prescribir, cumplidos estos se genera 
un derecho expectaticio sobre el derecho 
de propiedad que debe ser declarado por 
sentencia”178.  
3 Fecha 24 de noviembre del 2014 
4 Demandante Ramón Bazán Alfaro 
5 Demandados César A. Villalobos Castillo, Maximina 
Rosa Mora Castillo y otra 
6 Tipo de sentencia Constitutiva 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS PRINCIPALES 
“Noveno: Que, en ese sentido, en tanto no exista una sentencia judicial que 
disponga la cancelación de los derechos registrales del propietario original, 
éste no encuentra limitación en su derecho a solicitar la entrega del inmueble, 
en tanto la acción reivindicatoria es imprescriptible, mientras que la usucapión 
es una acción que tiene por objeto transformar una situación de hecho (la 
posesión) en una de derecho (reconocimiento de la titularidad) a favor del 
poseedor que no ha sido interrumpido durante el tiempo que la poseyó y que 




“Declararon INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por Ramón 
Bazán Alfaro. NO CASARON la sentencia de vista que declara infundada la 
demanda”180. 
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- En el F.J. Sexto, se sostiene que la posesión continua, pacífica y publica de 
la posesión deben cumplirse dentro del espacio de tiempo de prescripción, 
ello significa que se justifica una sentencia declarativa; es decir, lo que se 
produzca después carecería de relevancia para efectos prescriptivos; pero, 
contradictoriamente la Corte sustenta que mientras no exista sentencia que 
reconozca al nuevo propietario, solo se generara un derecho expectaticio del 
derecho de propiedad que debe ser pronunciado por autoridad, lo que 
constituiría una sentencia constitutiva. 
-      En el F.J. Octavo, la Corte recurriendo a la interpretación teleológica dice 
que el poseedor debe pedir en juicio el efecto adquirido por sentencia para ser 
inscribible. Sustentan que se debe otorgar seguridad judicial al lapso de 
tiempo entre el fenecimiento del plazo y la petición de la prescripción, siendo 
que ese tiempo está subordinado a un estado de suspensión, pues si no es 
pedida por el beneficiario no produce ninguna consecuencia jurídica porque el 
poseedor debe realizar una conducta activa. La Corte erradamente dice que 
desde que se ha cumplido el plazo de prescripción hasta que se invoca el 
derecho por el poseedor mediante la demanda, es un derecho sujeto a 
condición suspensiva, deduciéndose que deja de ser un derecho expectaticio. 
Al decir del doctor Pasco Arauco “que antes que una sentencia constitutiva 
tendríamos una “presentación de demanda constitutiva”, lo cual produciría 
una consecuencia inaudita: el derecho de propiedad se ganaría en la mesa de 
partes, con la presentación de la demanda (ojo que la Corte Suprema ni 
siquiera exige la admisión de la misma) y no con la sentencia que resuelve el 
fondo de la controversia”181.     
- Otro error de la Corte Suprema consiste en haber creado un plazo de 
prescripción distinto al que señala el artículo 950 del C.C., pues no solo exige 
que el poseedor presente su demanda de usucapión, sino que debe obtener 
sentencia positiva; esto es, diez años que establece la norma más el tiempo 
que dure el proceso. ¿Qué pasaría si en ese tiempo de “condición 
suspensiva” se presenta una demanda de reivindicación o desalojo por 
ocupante precario, se interrumpe el plazo prescriptorio?. Nosotros 
consideramos que no, porque basta que se cumpla los requisitos y el plazo 
para adquirir la propiedad por prescripción; empero, la Corte con este tipo de 
interpretaciones y criterios absurdos, causa incertidumbre y atenta contra la 
predictibilidad jurídica.  
- Esta irrita Casación contradice el IV Pleno Casatorio emitido con motivo de 
la Casación Nº 2195-2011-Ucayali, donde se establece que la propiedad se 
adquiere por prescripción aun sin que exista sentencia que así lo declare, 
conforme lo declara el punto IV del F.J. 63.    
- Otro razonamiento absurdo de la Casación bajo análisis, es que se ha dado 
una interpretación errada del artículo 927 del C.C. en el sentido que la 
reivindicación no procede cuando el demandado cuenta con una sentencia de 
prescripción. Algo ilógico, porque “(…) en una demanda de reivindicación el 
demandado no podrá defenderse alegando haber adquirido el bien por 
prescripción, si es que no cuenta con una sentencia que así lo reconozca. Sin 
embargo, cuando la demanda sea de desalojo –y siguiendo con lo establecido 
en el IV Pleno–, no sería necesaria la sentencia para que el demandado que 
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alega ser prescribiente pueda defenderse y lograr que el desalojo sea 
desestimado”182.   
- Finalmente, otro error está consignado en el F.J. sétimo de la Casación, 
pues establece que es ineludible resolución judicial firme para que el derecho 
de propiedad logre ser enteramente ejercido y sea discutible a terceros, 
porque si subsiste la inscripción, el propietario original puede ejercer atributos 
que concede el artículo 923 del C.C. Pareciera que la Corte ha querido decir 
que la sentencia constitutiva solo se aplica a los bienes inscritos, entonces, 
seria sentencia declarativa en caso el inmueble no esté inscrito. En este caso, 
la Corte distingue arbitrariamente dos tipos de prescripción, dependiendo si el 
inmueble está inscrito o no. Este argumento no tiene asidero legal, con ello 
crea más dudas que certezas.             
 
CUADRO Nº 10 
CASACIÓN Nº: 2153-2013-Huanuco183 
 1 Jurisprudencia de la Corte Suprema de la República 
2 Sumilla “Si la posesión no ha sido pacífica y ha 
sido objeto de reclamaciones de hechos o 
a través de procedimientos judiciales o 
administrativos, no serviría para la 
prescripción”184.  
3 Fecha 15 de julio del 2015 
4 Demandante Benigno Ramírez Julca 
5 Demandados Martha Ortiz Rodríguez y otros  
6 Tipo de sentencia Constitutiva 
FUNDAMENTOS JURÍDICOS PRINCIPALES 
“SÉTIMO: El primer párrafo del artículo 950 del Código Civil, regula la llamada 
prescripción larga u ordinaria, en que se sustenta la demanda, la cual 
establece que la propiedad inmueble se adquiere por prescripción mediante la 
posesión continúa, pacífica y pública como propietario durante diez años. 
Interpretando teológicamente los alcances de la citada norma, es evidente 
que la concurrencia de los requisitos de continuidad, pacificidad y publicidad 
de la posesión que allí se detallan deben configurarse dentro del período de 
tiempo establecido para la prescripción, esto es, dentro de un lapso mínimo 
de diez años, cumplidos los cuales, se genera un derecho expectaticio sobre 
el derecho de propiedad que necesariamente debe ser declarado por 
autoridad competente, y en el presente caso, mediante sentencia firme que 
declare propietario al beneficiario”185.  
“NOVENO: Respecto al requisito de paciﬁcidad a que se hace referencia, 
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Cuadros Villena considera que “si la posesión no ha sido pacífica y ha sido 
objeto de reclamaciones de hechos o a través de procedimientos judiciales o 
administrativos, no serviría para la prescripción”186; sin embargo, debe 
entenderse que el requisito de paciﬁcidad debe darse dentro del plazo 
previsto por ley, siendo en el presente caso el plazo fijado por ley, es de diez 
años para el caso de autos”187. 
FALLO 
“Declararon INFUNDADO el recurso de casación interpuesto por Benigno 
Ramírez Julca. NO CASARON la sentencia de vista”188. 
ANÁLISIS 
- Entre las partes ha existido tres procesos: medida cautelar de embargo, 
tercería de propiedad, acción pauliana para que se declare ineficaz la compra 
venta; por tanto, el poseedor no cumplía el requisito de pacificidad.     
-  En el F.J. Sétimo, la Corte considera que el requisito de la pacificidad de la 
posesión debe cumplirse en el espacio de tiempo señalado para la usucapión, 
en otras palabras, dentro del plazo de diez años especificado por el legislador 
en el Código sustantivo, superado este tiempo en teoría de la Corte se forma 
un derecho expectaticio sobre el derecho de propiedad que obligatoriamente 
debe ser pronunciado por autoridad judicial por sentencia firme; nosotros 
creemos que este argumento es errado, incluso el término expectaticio que 
tiene otro significado desde el punto de vista del Derecho.   
- En el F.J. octavo, la Corte advierte que antes de la interposición de la 
demanda de prescripción adquisitiva, el bien sub litis ya era objeto de 
reclamaciones en procesos judiciales y por tanto no cumplía con el requisito 
de paciﬁcidad.  
- Al margen de los errores cometidos por las instancias inferiores, nos vamos 
a centrar en la Casación. La corte nuevamente considera que basta que se 
cumplan con los requisitos para prescribir dentro del plazo de diez años, lo 
que significa que la usucapión ya surtió efectos, esto implica que los actos 
posteriores a dicho plazo son inofensivos frente al usucapiente, además, este 
razonamiento hace colegir que la sentencia es declarativa. Sin embargo, 
absurdamente en el F.J. sétimo sostiene que en tanto no exista sentencia a 
favor del usucapiente, éste solo cuenta con un derecho espectaticio sobre el 
derecho de propiedad, lo que implica que la sentencia es de naturaleza 
constitutiva. Estos criterios son definitivamente contradictorios. 
- Asimismo, la Corte interpreta inexactamente el requisito de la pacificidad 
para prescribir, pues indica que el proceso de pago de dólares (Exp. 41-1991) 
en ejecución de sentencia con remate y, que el demandante en el proceso de 
tercería de propiedad (Exp. 125-1999) solicito la suspensión del remate, antes 
que demande la prescripción adquisitiva, con lo que se advierte que el bien 
sub litis ya era objeto de reclamaciones judiciales y que no cumple con el 
requisito de paciﬁcidad. La disquisición de la Corte en el sentido que la sola 
existencia de procesos judiciales antes del plazo de prescripción interrumpe el 
plazo, afectando la pacificidad es desacertado, porque lo confunde con el 
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requisito de continuidad, además, no cualquier proceso judicial guarda 
relación con el derecho de propiedad o con la prescripción. A este fin el doctor 
Alan Pasco dice “Aquí el error consiste en confundir el requisito de la 
pacificidad (que no está vinculado con la existencia de procesos judiciales en 
torno al bien) con el requisito de la continuidad, el cual sí se ve interrumpido 
por la existencia de determinados procesos judiciales (no cualquiera tipo de 
proceso). Solo aquellos procesos judiciales en los que se le exige el 
prescribiente la restitución de la posesión (ya sea una reivindicación o un 
desalojo) logran el efecto interruptivo de la prescripción, siempre que las 
respectivas demandas hayan sido notificadas al prescribiente antes de que 
este consume a su favor la prescripción”189.                  
- En último lugar, se debe señalar que en el caso objeto de Casación, según 
es de verse del F.J. décimo, existe el proceso de ineficacia de contrato (Exp. 
125-1999) proceso en el cual no hubo despojo de la posesión, empero, la 
Corte dice que la posesión no es pacifica; además, no se pronuncia sobre el 
hecho que el accionante paso de ser posesionario a propietario.                                   
 
Como se aprecia, la Corte Suprema usa criterios contradictorios al 
emitir sentencias declarativas y constitutivas, con la demostración 
que desde muchos años atrás y hasta la actualidad persisten 
estas contradicciones e incoherencias que necesariamente van a 
influir en los derechos de los justiciables. 
 
Vamos a esbozar algunos casos que se presentan en la praxis 
judicial con la finalidad de explicar el nexo que existe entre la 
solución de estos y la naturaleza de la sentencia declarativa o 
constitutiva que emite la Corte Suprema. 
 
Por ejemplo, que sucede cuando el propietario del inmueble insta 
proceso judicial de reivindicación en contra del poseedor que ya 
ha ganado la propiedad por usucapión. Evidentemente, tal como 
se ve de las sentencias en casación analizadas, unos magistrados 
se pronunciarán que el usucapiente previamente debe contar con 
sentencia que lo declare propietario, nos referimos a una 
sentencia constitutiva de propiedad, pero, al no tener dicha 
sentencia su defensa será nula aun cuando sea poseedor por 
más de diez años y será obligado a desocupar el bien; en cambio, 
otros jueces analizaran el momento de quiebre en el cual el 
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poseedor adquirió el bien por usucapión al estar en posesión por 
más de diez años, es decir, podrán desestimar la reivindicación si 
fue interpuesta después del plazo de diez años porque la 
reivindicación ya no produce la interrupción del decurso 
prescriptorio conforme al artículo 950 del C.C. en consonancia 
con el artículo 2022 del mismo Código, como sucedió en la 
Casación Nº 2536-2011-Del Santa. Otros magistrados analizarán 
si existe el proceso de prescripción, pero no podrán acumular al 
de reivindicación etc. Prácticamente, se pueden tomar decisiones 
distintas ante una misma pretensión en casos de hechos 
análogos. 
 
Incluso en el caso planteado, se podría argüir que las normas 
referidas a la prescripción adquisitiva de dominio no han sido 
redactadas técnicamente para resolver todos los casos, existiendo 
vacíos legales, etc.  
 
En la práctica, son muy pocos los jueces que se atreverán a dar la 
razón al poseedor usucapiente, para ello se requiere de una 
sólida formación académica especializada que por lo general 
existen solo en las grandes ciudades, en tanto que en provincias 
aún existen jueces mixtos que tienen que revolver procesos 
penales, civiles, laborales, etc. pero sin un conocimiento profundo 
en cada rama del Derecho. Sumado a estos inconvenientes, los 
magistrados temen ser procesados administrativamente por la 
OCMA y no solo depuestos por el Consejo Nacional de la 
Magistratura, sino denunciados por prevaricato. Como se ve, el 
panorama es incierto y complejo.  
 
Retomando el ejemplo de la demanda de reivindicación versus el 
poseedor usucapiente, la doctora Marianella Ledesma190 arguye 
que en el ejemplo existe vacíos legales en los niveles sustancial y 
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procesal, pues en el caso de una demanda reivindicatoria en 
contra de un usucapiente, el emplazado podría asumir su defensa 
en el siguiente sentido: en primer lugar, en la absolución de su 
demanda puede sostener que adquirió el bien por prescripción 
adquisitiva, es decir, plantear la denominada excepción material o 
sustantiva, en segundo lugar, puede realizar una contra demanda 
de prescripción adquisitiva y, en tercer lugar, deducir una 
excepción procesal; sin embargo, la defensa del emplazado es 
improbable que sea admitida por los órganos jurisdiccionales, 
principalmente la segunda y tercera. 
 
Sobre el caso de la reivindicación planteado, tomando en cuenta 
las probables soluciones planteadas por la doctora Ledesma y 
otros, si el poseedor usucapiente prueba en el proceso donde es 
demandado por reivindicación que ha cumplido con los requisitos 
y el plazo establecido en el artículo 950 del C.C., necesariamente 
sus argumentos serán materia de la fijación de los puntos 
controvertidos; empero, en la sentencia desestimará su defensa 
porque no lo hizo valer vía acción, lo que significa que el 
usucapiente estaría obligado a demandar su derecho en otro 
proceso, no obstante, haciendo una interpretación teleológica del 
artículo 952 del C.C. si podría estimarse la defensa asumida por 
el usucapiente toda vez que para ser considerado propietario no 
se requiere de una sentencia, sino demostrar que al momento de 
la presentación de la demanda de reivindicación, él ya tenía 
ganado su derecho. 
 
Este problema ya ha sido superado en otras legislaciones, así la 
doctora Ledesma Narváez191comenta que algunos jueces son 
excesivamente positivistas, pues consideran que debe existir una 
norma que señale explícitamente que no se requiere de sentencia 
judicial para ser declarado propietario por prescripción, en este 
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sentido, realiza un paralelo con la legislación colombiana, donde 
el artículo 2513 de su Código Civil regula que las prescripciones 
adquisitiva y extintiva se hacen valer vía excepción o acción por el 
prescribiente o por terceras personas que tengan interés; así 
también, señala que el Código Civil francés prescribe que la 
prescripción puede oponerse en cualquier estado del juicio. 
 
Sobre la segunda y tercera opción esbozada por la doctora 
Ledesma, es decir, que el usucapiente plantee una contra 
demanda de prescripción adquisitiva o deduzca una excepción 
procesal, debemos indicar que según nuestra legislación no es 
procedente, la primera será denegada por causas de acumulación 
dado que la reivindicación se tramita en el proceso de 
conocimiento y la prescripción en la vía abreviada. Ahora, sobre la 
posible defensa del usucapiente para deducir la excepción 
procesal, también le estaría proscrita esta defensa porque el 
artículo 446 del Código Procesal Civil regula las excepciones 
números clausus, donde no está regulada esta excepción.  
 
Existen otros casos, donde el debate se centra en determinar el 
momento en que el usucapiente adquiere la propiedad, si lo hace 
por la sola observancia de los presupuestos instituidos en el 
artículo 950 del C.C. y el plazo de diez años o, se necesita de una 
sentencia constitutiva de derechos. Esta controversia surge 
precisamente por la carencia de una jurisprudencia uniforme y 
predecible expresada por la Corte Suprema de la República, la 
que debe esforzarse para declinar por una sentencia declarativa, 
como lo hace en las primeras cinco Casaciones analizadas y 
muchas otras no aludidas. 
 
Del mismo modo, la Corte Suprema ha llegado a decir 
jurisprudencialmente que una vez que el usucapiente cumple con 
el plazo de diez años y con los requisitos instaurados en el 
artículo 950 del Código sustantivo. el prescribiente será titular de 
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un “derecho expectaticio”192 en tanto no tenga una sentencia que 
lo declare propietario, lo cual sería no solo una especie de 
condición suspensiva de la prescripción, sino que la propia Corte 
estaría creando un plazo adicional al fijado por la norma, y 
entonces ¿hasta cuándo podría interrumpirse el plazo de 
prescripción?, como se aprecia, la Suprema en vez de esclarecer 
el instituto de la usucapión, lo enmaraña al emitir sentencias 
contradictorias, incluso incumpliendo el acordado en el cuarto 
Acuerdo Plenario que los mismos jueces supremos han elaborado 
como sentencia vinculante. 
 
En otras sentencias de casación la Corte cuando las instancias 
inferiores declaran la nulidad de escrituras de compraventa o 
fundadas ciertas pretensiones que no guardan relación con la 
posesión, determinan la interrupción de la prescripción en relación 
con la pacificidad en lugar del presupuesto de continuidad; es 
decir, que en cada sentencia se fundamenta contrariando otra 
antecesora sin dar razones del apartamiento, lo cual es insólito 
teniendo en cuenta las funciones de la casación que la Corte 
Suprema debe plasmar. 
 
Con lo dicho precedentemente, queda demostrado que las 
sentencias dicotómicas que emite la Corte Suprema atenta no 
solo contra la seguridad jurídica sino contra la propia esencia de 
la institución jurídica usucapión.                                                                                       
 
4.2.3. Hipótesis específica 1 
El carácter dicotómico en declarativo o constitutivo otorgado a la 
prescripción adquisitiva de dominio por la Corte Suprema de la 
República, está desnaturalizando la esencia, la seguridad jurídica 
y predictibilidad de la prescripción adquisitiva de dominio. 
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Como sabemos, nuestro Derecho nacional se ha adherido al 
sistema del Derecho romano germánico (civil law); es decir, es 
una mezcla de ambos derechos, en oposición tenemos al otro 
sistema del common law. Entre ambos, existe una diferencia 
notoria referida a las fuentes del derecho, en el primero al ser un 
derecho escrito, sistematizado, la fuente principal del Derecho es 
la ley, mientras en el segundo la fuente cardinal es el precedente 
judicial y de segundo orden la ley.  
 
En el sistema romano germánico, como ya expresamos la 
principal fuente es la ley, a falta de ella se tiene a la costumbre, 
luego tenemos que recurrir a los principios generales del Derecho, 
principalmente los que inculcan el derecho peruano, así, en ese 
orden. La jurisprudencia no es fuente directa sino indirecta del 
Derecho. 
 
En el sistema del common law, el precedente judicial toma 
sustancial importancia porque una vez aplicada la Ley a un caso 
concreto por los tribunales, puede afirmarse que recién se 
incorpora al Derecho, entonces, nos damos cuenta que al 
aplicarse la ley se está estableciendo la interpretación de sus 
alcances por los jueces, se está instaurando el fundamento para 
casos futuros, el stare decises  se convierte así en una especie de 
principio democrático aceptado por todos, por este motivo los  
justiciables pueden pronosticar cómo se va a resolver una 
pretensión futura y los jueces al contar con el precedente, éste 
será la norma para zanjar la controversia; por este motivo, la 
fuente directa en el sistema es el precedente judicial y no la ley. 
Fenómeno contrario ocurre en nuestro sistema, en donde la ley 
como fuente directa es interpretada por los magistrados de 
diversas formas, siendo lo más grave que en casos análogos 
realizan interpretaciones opuestas, distintas incluso a nivel de la 
Corte Suprema, generando incertidumbre en la predictibilidad 




Un caso evidente de interpretaciones confrontadas nos ofrece la 
Corte Suprema de Justicia en los casos de prescripción 
adquisitiva de dominio, porque cuando se recurre en casación las 
sentencias de vista, en unos procesos emite sentencia con 
carácter declarativo y en otros constitutivo, obviamente con estas 
decisiones dispares genera derechos que no corresponde y en 
otros los deniega, de esa manera se contraviene no solo la 
predictibilidad jurídica, sino también el derecho a la igualdad de 
todos los ciudadanos ante la ley regulado en el artículo 2 de la 
Constitución Política y el aforismo jurídico a igual razón igual 
derecho. Este mandato constitucional de igualdad ante la ley debe 
significar que la Corte Suprema debe dar la misma solución 
jurídica en todos los procesos que tengan similitud o presenten 
hechos análogos, ergo, si en un proceso de prescripción 
adquisitiva resolvió interpretando el artículo 950 en el sentido que 
no se requiere  sentencia para reconocer el derecho de 
propietario (declarativo), esta interpretación debe constituir 
precedente jurisprudencial, es decir, vendría a figurar como una 
norma general y abstracta, de tal forma que todos los casos de 
prescripción adquisitiva deberían tener la misma respuesta 
jurídica, solo así se estaría garantizando a los justiciables una 
justicia predecible y una seguridad jurídica de manera vinculada.  
 
La prescripción adquisitiva de dominio, al ser una institución 
jurídica recalada del Derecho romano y acopiada en el artículo 
950 del Código Civil, es una figura muy conocida y usada 
corrientemente para resolver conflictos de posesión convertida en 
propiedad, por lo que no es un conflicto o incertidumbre difícil de 
resolver teniendo en cuenta que basta que se cumplan los 
requisitos concretados en la ley y el tiempo de posesión, además, 
si la Corte Suprema la respalda con una interpretación coherente 
y uniforme, se estaría creando seguridad legal tratando igual a los 
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iguales y otorgando el derecho a la parte procesal que lo acredite, 
certificando una justicia predecible.  
 
Consideramos que, si la Corte Suprema como tribunal 
uniformador y unificador de la jurisprudencia se decide 
decisivamente establecer que la sentencia en los casos de 
prescripción adquisitiva de dominio es declarativa, también 
fortalecerá la transparencia en la administración de justicia, ya 
que todos los jueces inferiores a nivel nacional seguirán las 
pautas establecidas en las sentencias de casación de manera 
uniforme, evitando también los actos de corrupción. 
 
Ahora bien, es sencillo determinar para la ODECMA de cada 
Corte Superior o de la OCMA de competencia nacional, que 
cualquier juez en el juzgado a su cargo debe dictar sentencias 
similares en casos análogos, hacer lo contrario denotaría falta de 
predictibilidad e indicios de actos de corrupción que debe ser 
sancionado drásticamente, en todo caso debe fundamentar las 
razones por las cuales se aparta de sus decisiones precedentes. 
En sentido contrario, si un magistrado de cualquier nivel resuelve 
de manera diferente casos donde debe recaer el mismo sentido 
de su decisión, no solo estaría incumpliendo sus deberes de 
imparcialidad e independencia jurisdiccional, sino estaría 
menoscabando la credibilidad del Poder Judicial, lo que lo 
descalifica para ostentar el delicado cargo de juez. 
 
 Consideramos que los magistrados de todos los niveles, cuando 
actúan con conocimiento y honestidad difícilmente resolverán 
casos iguales de forma diferente, esto por muchas razones, como 
es la formación académica, sus valores morales, éticos y lo más 
importante el servicio a la justicia y la sociedad; con mayor razón, 
cuando cuenta con precedentes judiciales como una herramienta 
sólida que respalda sus decisiones, solo así estaremos ante una 
justicia predecible, confiable. Pues, no tiene ningún sustento 
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lógico ni jurídico que un mismo hecho o supuesto sea resuelto de 
manera distinta por el mismo magistrado, sería como decir es y no 
es, declarando nulo y en otro anulable, prescripción declarativa y 
constitutiva, fundada e infundada, etc. decisiones que no solo 
carecen de razonabilidad sino de sensatez. Contradictoriamente, 
en la práctica es la Corte Suprema que lejos de uniformar y 
unificar la jurisprudencia, emite sentencias absurdas, opuestas a 
sus propias decisiones, creando incertidumbre en los magistrados 
inferiores y los justiciables.                       
 
4.2.3.1. Concepto de jurisprudencia 
La jurisprudencia tiene distintas denominaciones, también 
designada como precedente judicial, doctrina jurisprudencial, 
stare decises, etc., viene a ser el fallo del tribunal de mayor nivel 
para zanjar un determinado caso, donde al interpretar la norma 
abstracta establece a manera de principio o doctrina jurídica 
vinculante para sí mismo y para los jueces de menor rango, en 
tanto ésta decisión no sea derogada o reformada motivadamente 
por el mismo tribunal. 
 
Los jueces de inferior jerarquía pueden desvincularse de la 
jurisprudencia vinculante de manera excepcional, pero deben 
hacerlo en forma motivada bajo sanción de incurrir en 
responsabilidad funcional.  
 
Con absoluta razón, Du Pasquier no enseña sobre la 
jurisprudencia que “En su sentido antiguo, este término es el 
equivalente de ciencia del derecho; en Roma, en efecto, los 
jurisconsultos eran llamados jurisprudentes o aun simplemente 
prudentes. En su sentido técnico moderno (…) es el derecho 
(objetivo) que se desprende de los fallos pronunciados por los 
tribunales: rerum perpetuo similitier judicatarum auctoritas”193.  
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Entonces, podemos decir que la jurisprudencia son las sentencias 
dictadas por el tribunal supremo, las cuales aplican el derecho de 
manera uniforme y constante al resolver un caso definido. Los 
fundamentos que se emplea en estas sentencias deben ser 
sólidos y debido a ello son trascendentes para poder ser 
aplicados a otro caso similar que se resolverá a futuro, por ello 
son de gran utilidad para los jueces y las partes procesales de 
cara a la predictibilidad judicial. 
 
La importancia de las sentencias que crean jurisprudencia es que 
usan principios, doctrina e interpretaciones de la norma que por 
su importancia se convierten en doctrina judicial vinculante no 
solo para los magistrados que la emiten, sino para la generalidad 
de los jueces, quienes tienen  la obligación de seguir las pautas 
establecidas en estas sentencias, bajo apremio de incurrir en falta 
disciplinaria y hasta prevaricar si no fundamentan debidamente el 
apartamiento de la sentencia vinculante. 
 
Así las cosas, la jurisprudencia es trascendental debido a que 
crea interpretaciones y contenidos jurídicos para revolver futuros 
casos similares, de tal manera que los magistrados no tienen otra 
opción que seguir la misma senda interpretativa y aplicativa de la 
norma, salvo alguna excepción motivada, sabemos por doctrina y 
jurisprudencia que no existen casos idénticos en razón a que no 
existen hechos iguales sino parecidos, cuando esto sucede en la 
vida real nos encontramos ante casos análogos por relación de 
semejanza y, es cuando la jurisprudencia recobra vida al aplicarse 
al nuevo caso, por tanto, los magistrados que resuelvan de igual 
manera que el caso anterior están garantizando la vigencia social 
de la norma, del principio de predictibilidad, de equidad e igualdad 
entre los justiciables, así como también su honestidad y 




Si bien es verdad que no todas las jurisprudencias son 
vinculantes, también lo es que éstas sin ser obligatorias sirven de 
antecedente tanto a los magistrados como a los abogados, a los 
primeros para seguir la misma línea jurisprudencial y a los 
segundos para que actúen con conocimiento del derrotero que les 
espera con la sentencia que ponga fin al proceso sea en forma 
positiva o negativa a sus intereses.       
 
4.2.3.2. Concepto de predictibilidad 
Este principio se originó en el sistema del common law anglosajón 
donde predomina el precedente judicial sobre la Ley.   
 
La predictibilidad es conocida también como sinónimo de certeza 
o seguridad jurídica, en nuestro concepto, es la confianza que 
tienen los justiciables ex ante del resultado del proceso que 
podrían iniciar y también de la ausencia de razón de ciertas 
pretensiones por su improcedencia, debido a la efectividad de los 
precedentes jurisdiccionales ordinarios o vinculantes, 
reduciéndose la discrecionalidad de los magistrados y los actos 
de corrupción. 
 
Por doctrina se sabe que el principio de predictibilidad es un 
concepto elaborado por el Derecho anglosajón, posteriormente 
este principio es tomado por el sistema del derecho romano 
germánico. En el Derecho anglosajón prima ante la propia ley el 
precedente vinculante en todos los casos, en cambio, en el 
sistema romano germánico debe constar en la sentencia su 
carácter vinculante. Sin embargo, su importancia radica en que en 
la sentencia tiene como cimiento la aplicación de principios e 
interpretación normativa sumamente exhaustiva, de allí su 
jerarquía para resguardar el principio de seguridad jurídica. 
 
La predictibilidad desde un enfoque de la Administración Pública, 
que tiene una finalidad análoga a la de los procesos judiciales, 
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según Alva Matteucci194, de una parte, sienta las bases para crear 
confianza en el administrado frente a los actos de la 
administración pública en general y, a su vez tiende a reducir los 
niveles de corrupción; no debe dejarse de lado que mayormente 
las decisiones de la administración pública están rodeados de 
actos  discrecionales en sus decisiones, empero, si 
anticipadamente se informan y publican las resoluciones y/ los 
lineamientos, entonces, la discrecionalidad como decisiones 
subjetivas del servidor o funcionario se reduce con mayor 
frecuencia. 
 
4.2.3.3. La predictibilidad del magistrado y de la justicia  
El nivel de conocimientos, coherencia, probidad y ética del juez se 
plasma en sus sentencias, los abogados y justiciables conocen el 
raciocinio y forma de resolver de los magistrados donde recurren 
con sus controversias y conflictos, es una especie de control 
social, sabido es que a nivel local, regional y nacional se tiene 
cierto conocimiento de la idoneidad de los jueces, con mayor 
razón si estos publican sus sentencias, aunque pocos, pero ello 
genera confianza en sus decisiones.  
 
En este sentido, si a un magistrado se le conoce por su 
fundamentación o línea de reflexión que emplea en sus 
decisiones, entonces, será sencillo determinar algún desvío no 
argumentado y ello puede tener relación con algún acto de 
corrupción o decisión errada que no guarda concordancia con la 
administración de justicia, lo que significa la falta de seguridad y 
conocimiento pleno de algunas instituciones del Derecho que 
debe conocer todo buen juez, de allí que se considere que no 
                                                          
194 ALVA MATTEUCI, Mario. El Principio de Predictibilidad y el Derecho Tributario. Análisis de 
la Ley del Procedimiento Administrativo General y la Jurisprudencia de Observancia 





reúne las condiciones ni la idoneidad indispensables para ejercer 
sus funciones acorde a derecho. 
 
En tanto que, la predictibilidad de la justicia es un tema más 
complejo donde generalmente se ve originada en la jurisprudencia 
vinculante de la Corte Suprema. Aquí, es bueno recordar el 
aforismo “a igual razón igual derecho” que tiene nexo con la 
predictibilidad de los jueces que a su vez no tiene relación directa 
con la predictibilidad de la justicia. Veamos con un ejemplo, un 
juez predecible A tramita en su juzgado una demanda de 
prescripción adquisitiva y dicta sentencia de naturaleza 
declarativa; otro juez predecible B conoce el mismo proceso de 
prescripción y sanciona el caso con una sentencia constitutiva. En 
este caso tenemos a dos jueces con un esquema mental distinto, 
empero, tenemos a dos litigantes que demandaron el mismo 
proceso con las circunstancias parecidas de dos bienes 
inmuebles y lugares distintos, que buscan convertirse en 
propietarios cumpliendo los mismos requisitos, pero obtienen dos 
sentencias desiguales. Aquí, podríamos asumir realizando un 
estudio comparativo que la justicia no es igual, pues, se estaría 
originando un acto de discriminación al tratarse de manera 
desigual lo que es igual. 
 
En el caso anterior, si tomamos en cuenta la valoración de los 
hechos y pruebas, la argumentación, la interpretación normativa y 
la línea de pensamiento de los jueces A y B, nos llevarían a 
concluir que se ha presentado un tema de aparente injusticia. Es 
cierto que ni los jueces ni las partes procesales conocen que su 
situación son casos análogos, tampoco existe un registro ni 
automatización de casos parecidos y sus consiguientes 
sentencias, los demandantes podrían invocar la discriminación 
proscrita en la Constitución Política y los Tratados Internacionales. 
Este ejemplo no obliga a pensar que los jueces pueden ser 
predecibles de manera individual, lo cual es un gesto 
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trascendente para la administración de justicia, pero, no por ello 
se lo puede considerar justicia, además, comprobamos que los 
márgenes de discrecionalidad o subjetividad de los jueces 
producen consecuencias distintas en ambos casos sometidos a 
su jurisdicción, a la sazón, estos son solo algunos aspectos que 
se tienen que mejorar. 
 
Entonces, se puede afirmar que la predictibilidad de la justicia 
necesita de la coherencia argumentativa y honestidad del juez, así 
también es necesario que los jueces desarrollen plenos 
jurisdiccionales locales y regionales para propiciar líneas de 
razonamiento que sean comunes al resolver casos análogos, 
sistematizando sus sentencias, todo ello sumara a la 
predictibilidad judicial. 
 
4.2.3.4. La predictibilidad y la administración de justicia 
Por la predictibilidad se busca tener pronunciamientos iguales 
ante casos similares, nunca desiguales o antagónicos, si se tiene 
hechos parecidos y los mismos ejes argumentativos de solución, 
el resultado en expresión de justicia y equidad debe ser previsible 
en la aplicación de la norma que los resuelva. El justiciable y los 
letrados pronostican la respuesta por saber preventivamente los 
lineamientos o bases argumentativas usados en la jurisprudencia, 
con mayor razón si se está ante precedentes vinculantes. 
 
Pero la realidad es otra, la Corte Suprema lejos de uniformizar la 
jurisprudencia y aplicar en forma adecuada el derecho al caso 
concreto como objetivos de la  Casación, aspectos regulados en 
el artículo 384 del Código Procesal Civil, no solo viene 
incumpliendo estos mandatos, sino está fomentando 
incertidumbre entre los justiciables y los operadores del Derecho, 
al pronunciar Sentencias disparejas en casos análogos, como 
sucede con los procesos de prescripción adquisitiva de dominio, 
emitiendo en unos casos resoluciones con carácter declarativo y 
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en otras constitutivo, ocasionando no solo indecisiones de los 
magistrados de menor rango, sino desesperanza y suspicacia en 
los justiciables, sumado a ello el irrespeto de los plazos 
procesales cuando en la práctica se tiene procesos simples que 
duran años; por lo que, es necesario una modernización del 
sistema de justicia y que la Corte Suprema asuma el papel de 
líder en el cumplimiento de la ley procesal, de esa forma y a 
través de la jurisprudencia vinculante se busque seguridad, 
certeza y estabilidad jurídica, teniendo en cuenta que sus 
decisiones no solo inciden en las partes procesales, sino también 
por su trascendencia  en la comunidad y en otros componentes de 
la economía nacional. 
 
Sobre la falta de predictibilidad y la omisión de la Corte Suprema 
en la producción de precedentes o de principios jurisprudenciales 
como una obligación explícita de la ley, viene generando que la 
aplicación e interpretación de la ley de manera distinta en casos 
semejantes, atentándose contra el principio de predictibilidad y la 
falta de confianza por parte de la ciudadanía en el sistema de 
justicia. 
 
En nuestro sistema jurídico se incorpora el precedente judicial o 
stare decisis del sistema del common law de cumplimiento 
obligatorio cuando se dispone en la sentencia, lo que quiere decir 
que el precedente se considera como fuente formal del Derecho. 
El legislador dicta las leyes, pero es el juez quien las aplica para 
resolver las controversias e incertidumbres sometidas a su fuero, 
la aplicación normativa al caso inevitablemente requiere de la 
interpretación para fundamentar sus decisiones, por lo que, si una 
norma ya ha sido descifrada y aplicada a un caso, significa que en 
casos similares el magistrado debe recurrir a la misma 
interpretación a fin de dar la misma respuesta a los justiciables y 





Por su parte, el Código Adjetivo en su artículo 400 regula el 
precedente judicial, ordenando que la Corte Suprema Civil pueda 
convocar a sus jueces supremos para dictar una sentencia con 
carácter vinculante o en todo caso varíe la anterior, esta 
resolución constituye precedente vinculante obligatorio para todos 
los jueces de inferior jerarquía. 
 
Igualmente, el artículo 22 del TUO de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial D.S. Nº 017-93-JUSestablece que la Corte Suprema 
mediante sus Salas Especializadas, tienen la obligación legal de 
dar publicidad a sus ejecutorias que fijen principios 
jurisprudenciales de obligatorio cumplimiento para todos los 
magistrados de todas las especialidades, sin perjuicio que puedan 
apartarse del precedente debiendo motivar en tal caso en forma 
adecuada. 
 
En ese contexto normativo, hasta le fecha la Corte Suprema ha 
realizado nueve plenos casatorios en materia civil, pero, a decir 
de los entendidos ninguno de ellos ha sido trascendente, tampoco 
se ha resuelto casos simbólicos de consecuencia social. En el II 
pleno se tocó el tema de la prescripción adquisitiva de dominio 
(Casación 2229-2008, Lambayeque), igualmente, existen severas 
críticas por su poca profundidad en un instituto tan importante y 
complejo como es la usucapión, dejando escapar la oportunidad 
de resolver en forma definitiva controversias palpables en el 
quehacer diario de los magistrados sobre este problema. 
 
En veinticinco años de vigencia del Código Procesal Civil (1993) 
solo se han elaborado nueve plenos casatorios, por lo tanto, se 
puede concluir que el principio de predictibilidad de las decisiones 
judiciales como objetivo establecido en el artículo 384 del Código 
no se ha cumplido, lo que quiere decir que los jueces supremos 
han quebrantado sus funciones sin ninguna justificación, prueba 
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de este desacato es  la ausencia de líneas jurisprudenciales que 
deberían seguir los magistrados de todas las instancias, 
contrariamente existen decisiones desiguales ante casos idénticos 
a nivel de todas las instancias, de este modo se ha creado 
inseguridad jurídica; en este tema, el suspendido Consejo 
Nacional de la Magistratura ha hecho mutis, nombrando y 
ratificando a jueces por cuestiones subalternas. 
 
Los pocos plenos casatorios llevados a cabo, han merecido 
severas críticas de los doctrinarios y especialistas nacionales, 
principalmente el II Pleno casatorio sobre prescripción adquisitiva 
de dominio que se verifico en el año 2008, donde se concluye que 
la correcta interpretación del artículo 950 del Código Civil, es que 
más de dos coposeedores pueden usucapir como copropietarios, 
tema sencillo que no merecía realizar un pleno, sino en esa 
ocasión la Corte Suprema debió aprovechar para unificar criterios 
sobre temas de fondo del instituto de la prescripción, por ejemplo 
si la sentencia es declarativa o constitutiva, con ello se habría 
dado soluciones a la existencia de sentencias contradictoras, 
incluso de la misma Corte. 
 
La académica Magaloni Kerpel dice que “cada sentencia con valor 
de precedente se inserta en una secuencia de decisiones previas 
añadiendo algo nuevo a esta; la doctrina judicial vinculante surge 
como consecuencia de este proceso”195. El doctor Héctor Lama 
More, comentando a la citada estudiosa sustenta que una manera 
de examinar la dinámica de los precedentes constitucionales 
adaptable al judicial, es que tienen que pasar por fases: etapa de 
formación, etapa de consolidación y etapa de transformación; en 
base a ello critica la realización del II Pleno donde no se ha 
respetado estas fases o etapas; asimismo, arguye que dicha 
sentencia no tiene por objeto unificar la jurisprudencia. 
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El doctor Lama More sobre el II Pleno Casatorio realiza reproches 
en el sentido que para este Pleno no se tiene antecedentes sobre 
el tema que se fijó como doctrina vinculante, asimismo, no se 
muestra la presencia de jurisprudencia contradictoria en que los 
coposeedores pueden adquirir por prescripción, tanto a nivel de la 
Corte Suprema como de órganos judiciales inferiores, por lo que 
no había necesidad de “unificar” la jurisprudencia. Nosotros 
estamos de acuerdo con la posición crítica del citado magistrado 
en todo su contenido, con el agregado que en este Pleno se 
recurre a doctrina desfasada y en realidad no aporta en nada al 
desarrollo doctrinario de los procesos de prescripción adquisitiva 
de dominio, tema complejo que debe ser estudiado a profundidad 
para unificar de manera definitiva la jurisprudencia dispersa y 
contradictoria a nivel nacional. 
 
Otro crítico del II Pleno es el doctor Eugenio María Ramírez, quien 
dice “La expectativa sobre este cónclave era muy grande. Sin 
embargo, la sentencia (Casación Nº 2229-2008-Lambayque) 
publicada un año después en el diario El Peruano el 22 de agosto 
de 2009, deja mucha que desear. Independientemente del fallo, 
algunos argumentos doctrinarios empleados en los considerandos 
son contradictorios y demuestran una vez más el poco 
conocimiento de los magistrados en materia de derechos reales. 
Se emplean teorías superadas desactualizadas y se entremezclan 
fundamentos de Derecho sustantivo (derechos reales) con otros 
de Derecho procesal”196. 
 
Asimismo, el doctor Martin Mejorada sobre el II Pleno reprocha su 
contenido indicando que se obvio declarar doctrina vinculante a 
las consideraciones de la sentencia, dándole más importancia a la 
doctrina citada. 
                                                          




El doctor Reinaldo Tantalean Odar, del II Pleno expresa “(…). Por 
un lado, estaba su magro antecedente: una doctrina 
jurisprudencial que no aportaba gran cosa; pero por el otro lado 
estaba una de las temáticas más comprometedoras y 
problemáticas del Derecho Civil patrimonial, como es la 
prescripción adquisitiva de dominio. Cuál no será la desazón de 
quienes nos dedicamos a la labor académica jurídica, cuando 
vemos que el esfuerzo desplegado en reunir a todos los 
magistrados supremos, y el ingreso al análisis de una figura tan 
compleja en su realidad aplicativa, genera como resultado apenas 
unas cuantas líneas que bien pudieron ubicarse en cualquier texto 
serio de derechos reales. El sinsabor se acrecienta cuando en el 
desarrollo del fallo se trabajan notablemente algunas instituciones, 
descuidando otras tantas que bien podrían haber ilustrado al 
mundo jurídico peruano, al menos como fundamentos de una 
sentencia casatoria”197. 
 
La justicia predecible a que se refieren los artículos 400 del C.P.C. 
y 22 del TUO de la L.O.P.J. antedichos, no se cumplen por los 
jueces supremos al no generar la predictibilidad de sus propias 
decisiones, siendo innegable que los jueces inferiores al carecer 
de jurisprudencia vinculante en temas complejos, les es dificultoso 
uniformizar sus decisiones, estas discordancias generan 
menoscabo en la credibilidad en la administración de justicia en la 
ciudadanía, de allí que tengan solo el 8% de aprobación según la 
encuesta de la compañía de investigación de mercados GFK198, lo 
que significa que solo ocho de cada cien personas confían del 
Poder Judicial, porcentaje sumamente bajo que demuestra el 
descontento y la desconfianza de la población de este poder del 
Estado. 
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La falta de credibilidad en el Poder Judicial se propaga hacia otros 
sectores del Estado, como por ejemplo la detención de las 
inversiones nacionales y extranjeras, la falta de estabilidad 
laboral, la inmovilización de la riqueza privada y de propiedad del 
Estado, inestabilidad de las negociaciones particulares, 
incremento de la delincuencia, etc. 
 
El doctor Aníbal Torres Vásquez sobre la falta de credibilidad dice 
que uno de los postulados para la seguridad del país es, 
justamente la existencia de una justicia predecible, porque, de 
nada vale penalizar las contrariedades sociales o quizá subir el 
quantum de las penas con un Poder Judicial corrupto e 
impredecible dado que existen casos que se ha condenado a 
inocentes y se ha librado o dejado en la impunidad a delincuentes, 
siendo que toda esta problemática tiene relación directa con el 
desarrollo económico del país. 
 
De igual modo, si el Poder Judicial dicta sentencias 
contradictorias en casos equivalentes como por ejemplo en los 
casos de prescripción adquisitiva, ¿Cómo podrían los justiciables 
tener la seguridad de ganar un proceso aun cuando acrediten los 
hechos con medios probatorios?, la respuesta es obvia: no existe 
predictibilidad en el sistema de justicia; en sentido contrario, el 
justiciable que no tenga la razón podría resultar vencedor, esas 
son las contradicciones que se presentan continuamente en el 
Poder Judicial, sin contar con el extenso tiempo que les toma 
resolver un caso. 
 
Un aspecto importante de la predictibilidad es la publicidad de las 
sentencias vinculantes tal como lo ordena el Código Adjetivo Civil 
y la Ley Orgánica del Poder Judicial, si bien estas se publican en 
el diario El Peruano, su publicidad no está sistematizada y 
tampoco es oportuna, lamentablemente, este diario no se 
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distribuye a nivel nacional y son pocos los que acceden a él. 
Empero, aun así, la publicidad de las sentencias genera que los 
magistrados las conozcan para aplicarlas en casos análogos, así 
también se crea debates académicos, comentarios, criticas, etc. 
La no publicidad genera corrupción y falta de seguridad jurídica. 
 
La Corte Suprema publica sentencias casatorias en cuadernillos 
del diario El Peruano, pero éstas no están agrupadas por materias 
ni ramas del Derecho, no están ordenadas cronológicamente, 
están entremezcladas con decisiones contradictorias de la misma 
Corte, el magistrado inferior, abogados y operadores del Derecho 
no saben cuál es la vigente, pues cuando se invoca alguna 
Casación como fundamento en el recurso casatorio se obtiene 
como respuesta de la Corte Suprema que ésta no es vinculante o 
resuelven de distinta manera sin dar mayores argumentos, 
desechando sus propias jurisprudencias, de esta manera se 
esquiva el principio de igualdad ante la ley y se crea caos 
respecto a la tutela procesal efectiva, de predictibilidad judicial y 
de transparencia. 
 
4.2.3.5. Elementos de la sentencia precedente 
Las sentencias en materia civil, penal, constitucional, etc. tienen 
una estructura básica; sin embargo, el supremo interprete de la 
Constitución en el Expediente 0024-2003-AI/TC ha proporcionado 
una estructura interna de la sentencia vinculante o stare decisis, 
con los siguientes elementos:  
 
a) la razón declarativa-teológica 
b) la razón suficiente (ratio decidendi) 
c) la razón subsidiaria o accidental (obiter dicta) 
d) la invocación preceptiva y, 




En el caso de las sentencias vinculantes y de las ordinarias, la 
Corte Suprema utiliza una estructura interna semejante a la 
seguida por el Tribunal Constitucional. 
 
4.2.3.6. Objetivos del precedente 
Evidentemente los objetivos del precedente vinculante o stare 
decices son varios, los mismos que pueden deducirse de la 
doctrina, jurisprudencia y opiniones vertidas anteriormente que no 
requieren de mayores explicaciones, siendo los siguientes:  
 
a) Proporciona seguridad jurídica. 
b) Hace creíble y predecible a la justicia. 
c) Disminuye los actos de corrupción de jueces, abogados y 
litigantes. 
d) Disminuye interpretaciones subjetivas y arbitrarias de los 
jueces. 
e) Genera fe en el sistema de justicia. 
f) Disminuye la carga procesal y genera celeridad de los 
procesos en los juzgados, salas especializadas y la Corte 
Suprema. 
g) Se cristaliza el principio de igualdad ante la ley. 
h) Genera estabilidad económica y política del País.  
i) Estabiliza la generación de leyes inocuas de los poderes 
legislativo y ejecutivo.  
j) Las leyes adquieren legitimidad social, al ser predecibles en su 
aplicación. 
 
En consecuencia, queda comprobada la hipótesis esbozada en el 
sentido que la existencia de sentencias declarativas y 
constitutivas en forma sincrónica en los procesos de usucapión 
conduce inevitablemente a la falta de seguridad jurídica y de 
predictibilidad, del mismo modo desnaturaliza la esencia de la 




4.2.4. Hipótesis específica 2 
El carácter dicotómico en declarativo o constitutivo otorgado a la 
prescripción adquisitiva de dominio por la Corte Suprema de la 
República, afecta el derecho de propiedad ganado por 
prescripción. 
 
4.2.4.1. Origen de la prescripción adquisitiva 
Los efectos y las consecuencias de las relaciones jurídicas 
humanas no pueden estar permanentemente irresueltas, es 
necesario ponerles fin para que haya paz y tranquilidad en todos 
los segmentos de la sociedad, esto es,  conviene al interés social 
satisfacer situaciones pendientes y buscar finiquitar en forma 
definitiva los conflictos. En este contexto, la prescripción 
adquisitiva de dominio, es un instituto legal que tiene como 
sustento la seguridad jurídica no solo del que ha adquirido la 
propiedad por el uso pacífico, constante, público, sino también de 
toda la colectividad, siendo en ese sentido útil para imponer el 
orden social.  
 
Es evidente que por el fundamento de orden público y social que 
impone la prescripción adquisitiva, no es permisible que el 
propietario como titular del derecho no ejercite esos poderes de 
los que está investido durante un tiempo considerable, 
ocasionando la inmovilidad de la riqueza y el abandono del bien o, 
tal vez no hace efectivo su derecho de acción para recuperarlo, 
causando que tercera persona adquiera el derecho que él perdió 
por su negligencia, en cuyo caso la ley no debe allanarle la vía de 
su ejercicio tardío; entonces, por el mismo fundamento la ley debe 
permitir la oposición al ejercicio de la pretensión, alegando la 
prescripción, de esta manera se consolidaría en forma más 
eficiente el derecho de propiedad, de otro modo, la situación se 




4.2.4.2. La defensa de la propiedad ganada por prescripción 
adquisitiva 
Como ya se ha dicho, el paso del tiempo está firmemente unido a 
la vida del hombre tanto individual como colectivamente, el 
tiempo, como hecho en la vida de relación del hombre cobra 
importancia jurídica, pues todos los hechos con relevancia jurídica 
tienen lugar en el tiempo y espacio, entonces, el intervalo del 
tiempo da origen a la adquisición o pérdida de derechos 
subjetivos, como es el caso de la prescripción adquisitiva. 
 
La prescripción es un original modo o medio de alcanzar la 
propiedad bajo ciertas condiciones legales y plazo de tiempo 
determinado, esto quiere decir que el trascurrir del tiempo cambia 
esencialmente una relación jurídica. La prescripción es el origen o 
la conclusión de derechos cuando se ejercita de manera continua 
o no se ejercita de manera perenne, con ello se logra diferenciar 
la prescripción adquisitiva de la extintiva; es decir, en una se gana 
derechos y en la otra se extingue definitivamente.  
 
Algunos estudiosos del Derecho sostienen que se debe prescindir 
de un método o teoría general de la prescripción, aunque a decir 
de unos algunas de sus características posibilita diferenciar unas 
de otras, es decir, se puede establecer sus divisiones; este 
pensamiento, en realidad es una corriente de la doctrina que 
sostiene la existencia de dos clases de prescripción, la adquisitiva 
o usucapión y la extintiva o liberatoria; como se ve en ambas 
clases de prescripción es vital el decurso del tiempo, justamente, 
esa es la corriente que sigue nuestra legislación y que han sido 
reguladas en artículos distintos del Código Civil, la adquisitiva en 
el artículo 950 y la extintiva en el 1989.   
 
Asimismo, se puede afirmar que la usucapión guarda relación 
directa con el dominio del bien y está incluida dentro de los 
derechos reales, en sentido contrario, la prescripción extintiva es 
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concerniente a toda clase de derechos; sin embargo, las dos 
clases de prescripción tienen en común el transcurso del tiempo 
donde se produce la actividad o inactividad del titular, ergo, en la 
prescripción adquisitiva será necesario desarrollar una conducta 
positiva que es plasmada con la posesión continua, pública y 
pacífica, sin interrupciones de ninguna clase, solo así de gana la 
propiedad; en cambio, la extintiva deriva de la inactividad del 
titular que se traduce como fuente de la pérdida de derechos, 
incluso del derecho de acción.  
 
El Derecho objetivo materializado en normas y el subjetivo como 
actuar de las personas forman un solo derecho. El derecho 
subjetivo involucra proceder con arreglo al derecho objetivo para 
lograr o cumplir una pretensión, por cuanto el contenido de cada 
derecho respecto a su ejercicio requiere de actos peculiares del 
titular o legitimado.  
 
Los derechos individuales requieren generalmente de una 
permanencia durable y larga en el tiempo, en este lapso el titular 
del derecho puede ejercer los poderes y facultades que integran 
el contenido del derecho, ergo, el derecho de propiedad se ejerce 
cuando la persona usa y disfruta del bien, consolidado este 
derecho lo puede disponer o reclamar su devolución ante el 
despojo o resistencia de tercero, lo que comúnmente se llana 
reivindicación. Por lo que se puede afirmar que la defensa del 
derecho subjetivo se realiza mediante la acción, o 
excepcionalmente por las vías de hecho.   
 
La acción como derecho público subjetivo es el medio correcto 
para defender un derecho y debe realizarse en el tiempo de su 
validez, es decir, desde que nace hasta que se extingue bien sea 
por causas naturales o legales; esto es, debe tenerse presente los 
plazos que la norma otorga para reclamarlos, de lo contrario se 
extinguen bien sea por prescripción extintiva o caducidad, aunque 
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existen derechos imprescriptibles como el derecho para reclamar 
la propiedad mediante la acción reivindicatoria, petición de 
herencia, etc. 
 
Para la defensa de un derecho subjetivo mediante la acción se 
tiene que recurrir ante el Poder Judicial, vía acción o excepción.   
 
Ahora bien, tanto en la doctrina como en la jurisprudencia la 
protección del derecho de propiedad se viene dando de una 
manera progresiva, la misma que debe ser congruente con las 
necesidades de las personas del conglomerado social de un 
Estado. 
 
Como bien sabemos, el derecho de propiedad tiene trascendental 
importancia en la vida del hombre, esa relación con las cosas que 
le son útiles y que incluso le son consustanciales a su propia 
existencia, trascendiendo el contenido rigurosamente jurídico, 
debe ser protegido en su relación social e incluso ha sido 
considerado como un derecho humano fundamental, con 
reconocimiento en los Tratados Internacionales y en las 
Constituciones de casi todos los países del mundo, como sucede 
con la Constitución Política del Perú en su artículo 70.  
 
Así las cosas, en el artículo 950 del Código Civil dice “La 
propiedad inmueble se adquiere por prescripción mediante la 
posesión continua, pacífica y publica como propietario durante 
diez años. Se adquiere a los cinco años (…)”199. Esta norma 
regula los presupuestos y el término del tiempo que un poseedor 
debe consumar para pretender convertirse en propietario. Como 
ya hemos sostenido, la prescripción adquisitiva es una forma 
originaria de adquirir la propiedad porque no requiere de ningún 
permiso ni reconocimiento previo, esto es, que cumplidos los 
                                                          
199 CÓDIGO CIVIL. Jurista Editores. Mayo. 2018. 
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requisitos y el plazo el poseedor automáticamente se convierte en 
propietario, encontrándonos ante una sentencia declarativa si es 
que el poseedor recurre al órgano jurisdiccional para que lo 
reconozca como tal.  
 
De otro lado, el artículo 952 del Código citado establece 
“Declaración judicial de la usucapión. Quien adquiere un bien por 
prescripción puede entablar juicio para que se le declare 
propietario. La sentencia que accede a la petición es título para la 
inscripción de la propiedad en el registro respectivo y para 
cancelar el asiento en favor del antiguo dueño”200. (énfasis 
agregado).  
 
Este artículo no hace más que corroborar lo afirmado en esta 
investigación, en el sentido que la prescripción adquisitiva es 
eminentemente declarativa por ser automática la conversión de 
poseedor en propietario del bien, siendo que la sentencia que 
declare fundada la pretensión de prescripción tiene naturaleza 
declarativa. Cuando el artículo 952 legisla que la persona que 
adquiere un bien por prescripción “puede” recurrir al Poder 
Judicial para que lo declare propietario, esto quiere decir que:     
a) para que un sujeto entable juicio de prescripción adquisitiva, 
previamente lo debe haber adquirido por usucapión y, 
b) siendo ya propietario, “puede” entablar juicio para que se le 
declare propietario; es decir, la norma le otorga una facultad 
discrecional o voluntaria, pues dependerá de la decisión del 
usucapiente para que haciendo uso de su derecho de acción, 
recurra al poder judicial entablando la demanda de 
prescripción adquisitiva para que se le reconozca como 
propietario, empero, se entiende que lo hace para dotarle a su 
derecho mayor eficacia sobre derechos de terceros, 
principalmente cuando el inmueble se encuentra registrado, 
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siendo la única forma de anular la inscripción contar con una 
sentencia, pero no porque la norma lo obligue a realizarlo. 
 
Esta interpretación se ajusta al sentido común y a la vez se puede 
afirmar que corresponde a una interpretación gramatical y 
teleológica del citado artículo.   
 
En este contexto, como ya se ha analizado existen sentencias 
contradictorias pronunciadas por la Corte Suprema, cuando afirma 
en unos casos que la sentencia de prescripción adquisitiva tiene 
carácter declarativo y en otros, constitutivo; estas sentencias 
permanecen vigentes de manera estática sin que la máxima 
instancia juridicial se encamine por una única solución, la de la 
sentencia declarativa, pero, no la hace.  
 
Así las cosas, el poseedor que gano el bien inmueble por 
prescripción, cumpliendo los requisitos y el plazo explícito en el 
apartado 950 del Código sustantivo, ya es considerado propietario 
del bien de manera automática sin requerir de título material, 
porque el título en este caso debe ser entendido como un acto o 
hecho humano generador de obligaciones y derechos y, es 
precisamente la ley (artículo 950 del C.C.) quien le faculta al 
poseedor para ganar  el derecho real (propiedad) de modo 
directo; en tanto que, el modo de adquirir la propiedad es la forma 
establecida en la ley para que se constituya el derecho real de 
propiedad: posesión continua, pacífica y publica por diez años.  
 
Entonces, ¿Qué debe hacer el poseedor convertido en propietario 
de manera automática si es demandado en un proceso de 
conocimiento de reivindicación o en un proceso sumarísimo de 
desalojo por ocupante precario?, ¿tiene opción de formular 
oposición de fondo por considerarse propietario, tal vez plantear la 




En la práctica, su defensa será inútil si es que no cuenta con 
sentencia que lo reconozca como nuevo propietario, por los 
siguientes motivos: 
a) En la acción de reivindicación o de desalojo por ocupante 
precario, de nada servirá que el poseedor – propietario por 
usucapión realice una defensa de fondo formulando oposición, 
manifestando que ha conquistado el inmueble por prescripción 
de manera automática y, siendo propietario no se puede 
pretender la entrega del bien; pues se le exigirá la sentencia 
que lo declare previamente propietario, nos estamos refiriendo 
a una sentencia de carácter constitutivo. 
b) El poseedor – propietario demandado por reivindicación, si 
acaso cuenta con un proceso de prescripción adquisitiva cuyo 
trámite es la vía abreviada, no podrá solicitar la acumulación 
de pretensiones para evitar sentencias contradictorias, por el 
hecho que no se puede acumular la reivindicación que se 
tramita en la vía procesal de conocimiento con la abreviada 
que corresponde al proceso de prescripción; es decir, no está 
regulada legalmente; es más, ningún juez se expondrá a 
hacerlo bajo pena de ser denunciando por responsabilidad 
administrativa y penal por prevaricato. En este caso se soslaya 
los principios de economía y celeridad procesal, debiéndose 
flexibilizar la acumulación de procesos en aras de un mejor 
derecho de defensa.  
c) El poseedor – propietario emplazado en una demanda de 
reivindicación o de desalojo por ocupante precario, no podrá 
deducir la excepción de prescripción adquisitiva de dominio, 
porque no está recogida en el artículo 446 del Código Procesal 
Civil, en tanto que este articulo contiene excepciones numerus 
clausus, es decir, que solo pueden plantearse las 
contempladas textualmente.  
d) De manera extraordinaria, el poseedor – propietario 
demandado en un proceso de reivindicación o por ocupante 
precario, puede aducir que la propiedad por prescripción la 
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adquirió antes de que la demanda por reivindicación o por 
precario hayan sido interpuestas; esto es, algunos magistrados 
podrían fundamentar sus decisiones para desestimar ambas 
pretensiones en consideración a que fueron interpuestas 
cuando ya el usucapiente adquirió el bien por prescripción, en 
atención, en el caso de la reivindicación citando el artículo 927 
del Código Civil; sin embargo, son contados los jueces que se 
atreven a realizarlo.  
 
En conclusión, al desestimarse o tener casi nulas probabilidades 
de defensa del propietario por prescripción adquisitiva de dominio, 
de formular oposición en los procesos de reivindicación o por 
ocupante precario, si es que no cuenta con una sentencia que así 
lo reconozca, se atenta contra el derecho de defensa y 
principalmente contra el derecho de propiedad ya ganado por 
prescripción de manera automática, quedando así probada la 

















Primera.- La Corte Suprema de Justicia en su labor de interpretar el 
derecho aplicable en los procesos de prescripción adquisitiva de 
dominio, como Tribunal Casacional jurisdiccional debe emitir 
sentencias de carácter declarativo del derecho de propiedad y no 
constitutivo, por su trascendencia uniformadora aplicable a casos 
similares, a fin de concretar el principio de predictibilidad de los 
fallos en el sistema de justicia. 
 
Segunda.- Consideramos que si bien en el recurso de casación no se realiza 
nuevo juicio al no revisarse los hechos, sino una función 
nomofiláctica, la Corte Suprema al emitir sentencias incompatibles 
con carácter declarativo y constitutivo en los procesos de 
prescripción adquisitiva de dominio, está variando indirectamente 
los hechos de la pretensión en las sentencias constitutivas, al 
requerir un presupuesto no establecido en el artículo 950 del 
Código Civil concerniente al reconocimiento judicial de la 
propiedad por sentencia, atentando contra la esencia de la 
usucapión y el derecho de propiedad del usucapiente. 
 
Tercera.- Opinamos que la sentencia en los procesos de prescripción 
adquisitiva de dominio es declarativa, porque se limita a reconocer 
el derecho pre existente del usucapiente, el magistrado no 
establece ningún nuevo derecho, su decisión se concreta a 
declarar como propietario al poseedor del bien inmueble por el 
lapso de diez años y comprobando la posesión continua, pacífica 




Cuarta.-  Las sentencias casatorias de la Corte Suprema en los casos de 
prescripción adquisitiva de dominio con carácter declarativo, 
tienen trascendencia social para plasmar el principio de igualdad 
de los justiciables, mediante la jurisprudencia equivalente que 
tutela la aplicación correcta del artículo 950 del Código Civil. 
 
Quinta.-  La naturaleza declarativa de las sentencias pronunciadas en los 
procesos de prescripción adquisitiva de dominio por la Corte 
Suprema, es razón suficiente para oponer el derecho de 
propiedad como defensa de fondo del usucapiente o excepción 
material en los procesos de reivindicación y de desalojo por 
ocupante precario, de esa manera se protegería el derecho de 
defensa, de propiedad y de seguridad jurídica del usucapiente. 
 
Sexta.-  El vacío legal por numerus clausus de la excepción de 
prescripción adquisitiva en el artículo 446 del Código Procesal 
Civil, atenta contra el derecho de defensa y de propiedad del 
poseedor demandado en los casos de reivindicación y de desalojo 
por ocupante precario, por lo que es necesario una modificación 
legislativa en ese sentido, de esa manera de evitaría la emisión de 
sentencias que vulneren la seguridad jurídica y el debido proceso 
de los justiciables. 
 
Sétima.- La prescripción adquisitiva de dominio considerada como forma 
originaria de obtener la propiedad con carácter declarativo, el 
requisito de la continuidad de la posesión no puede ser 
interrumpida en orden al tiempo por cartas notariales, citación a 
conciliación ni con la interposición de procesos judiciales que 
tengan nexo con la restitución de la posesión. 
 
Octava.- La Corte Suprema en sus sentencias casatorias confunde la 
interrupción de la prescripción con el requisito de la posesión 
pacífica. La pacificidad tiene relación con los actos violentos de la 
 
 
posesión, la misma que puede ser violenta al inicio de la posesión 
(por ejemplo, en la usurpación) pero luego deja ser violenta para 
tornarse en pacifica; es decir, que la posesión no sea mantenida 
mediante la violencia. En cambio, la continuidad tiene relación con 
la interrupción y se da por actos naturales (actos de desposesión 
– suspensión) o por causas civiles con la interposición de 
procesos judiciales (es instantáneo – nace y muere, el plazo 



















Primera.- La Corte Suprema debe realizar un Pleno Casatorio Civil o emitir 
una sentencia vinculante (obiter dicta) resolviendo en forma 
irrefutable  que las sentencias en los procesos de prescripción 
adquisitiva de dominio son de naturaleza declarativa, así como 
resolver y establecer doctrina jurisprudencial sobre otros temas 
vinculados a la prescripción adquisitiva, a fin de desterrar  
pronunciamientos contradictorios de la misma Corte y órganos 
jurisdiccionales de menor jerarquía, en cumplimiento a su función 
uniformadora de la jurisprudencia y establecer de modo 
consolidado la predictibilidad de las sentencias en estos procesos. 
 
Segunda.- La prescripción adquisitiva de dominio desde el Derecho romano y 
en nuestro sistema jurídico es un instituto que justifica el traslado 
forzoso de la propiedad al posesionario, la razón fundamental es 
la omisión del propietario para ejercer las facultades de la 
propiedad que es ejercida por el posesionario de manera fáctica; 
es decir, la transferencia de la propiedad deriva de hechos; en 
consecuencia, la Corte Suprema debería emitir sentencias 
declarativas en estos procesos a fin de no variarlos; de esa 
manera, no atentaría contra la esencia de la usucapión y el 
derecho de propiedad del usucapiente. 
 
Tercera.- Debería legislarse la prescripción adquisitiva de dominio como 
una excepción al derecho de propiedad en la Constitución Política 
del Estado, acorde a nuestro tiempo y realidad teniendo en cuenta 
 
 
que la propiedad es la base del régimen económico y de las 
inversiones nacionales y extranjeras. 
 
Cuarta.- Resulta necesario que la Corte Suprema distinga de manera 
adecuada y escrupulosa los casos y cada uno de los temas de la 
prescripción adquisitiva de dominio mediante un nuevo Pleno 
Casatorio con doctrina y jurisprudencia actualizadas, para lograr 
el orden social, económico y concretar objetivamente el principio 
de igualdad de los justiciables en la aplicación de las normas del 
Derecho real. 
 
Quinta.- Los jueces supremos de la Corte en los procesos de 
reivindicación y desalojo por precario deberían generar 
jurisprudencia que reconozca como defensa de fondo del 
usucapiente a formular excepción material (adquirir la propiedad 
por prescripción), a fin de no quebrantar el derecho de defensa y 
de propiedad. 
 
Sexta.-  Debe propiciarse una modificación legislativa en el artículo 446 
del Código Procesal Civil, agregándose la excepción de 
prescripción adquisitiva de dominio como un mecanismo de 
defensa perentorio del usucapiente, para garantizar que su 
derecho de defensa y de propiedad sean efectivos cuando son 
emplazados por reivindicación o desalojo por ocupante precario, 
proporcionándose seguridad jurídica al sistema de justicia. 
 
Sétima.- El Código Civil debe establecer cuando se produce la interrupción 
de la prescripción adquisitiva de dominio y en el campo procesal 
civil determinar los efectos jurídicos de la incoación de la 
demanda reivindicatoria y de desalojo por ocupante precario. 
 
Octava.- Resulta necesario que la Corte Suprema se pronuncie de manera 
uniforme  sobre la pacificidad e interrupción de la posesión en la 
prescripción adquisitiva, requisitos que son confundidos o 
 
 
aplicados de manera inexacta en varias resoluciones casatorias, 
debiendo instituir que la pacificidad tiene relación con la forma 
como ésta se ejerce, mas no está determinada como se accedió a 
la misma;  en cambio, la posesión continua está supeditada a la 
interrupción que puede darse de manera natural y civil, la primera 
se produce cuando se pierde la posesión física del bien, en tanto 
que la segunda se da con la incoación de procesos judiciales 
donde se pide la restitución de la posesión, esta última debe ser 
regulada legislativamente en el Código Civil. De esa manera estos 
aspectos no serán controvertidos indebidamente en las 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA 
PROBLEMA OBJETIVOS JUSTIFICACIÓN 
MARCO 
TEÓRICO 
HIPÓTESIS VARIABLES METODOLOGÍA 
Problema General Objetivo General La presente investigación es 
considerada como útil, porque el 
problema de la falta de 
uniformidad en el criterio 
jurisdiccional que se otorga a la 
prescripción adquisitiva de 
dominio, en unos casos como 
declarativa y en otros como 
constitutiva por la Corte Suprema 
de la República, va a ser aclarado 
recurriendo a la doctrina y criterios  
para establecer un tratamiento 
uniforme y, en consecuencia se va 
a limitar los efectos jurídicos que 
está ocasionando la aplicación de 
esta figura jurídica en los 
justiciables. Por otro lado, se la  
considera conveniente, porque 
con los resultados esperamos 
determinar los niveles de 
deficiencia en la interpretación de 
la norma sobre prescripción 
adquisitiva, buscando una 
interpretación uniforme para evitar 
la ausencia de predictibilidad y 
seguridad jurídica en los 
justiciables, así como esclarecer el 
mecanismo de operatividad al 
momento de solicitar la 
prescripción adquisitiva de 
dominio, pudiendo describirse con 
mayor claridad la funcionabilidad 
de esta figura jurídica; necesaria, 
por cuanto esperamos resolver el 
problema jurídico de esta 
institución, la misma que ha sido 
desnaturalizada por la emisión de 
sentencias contradictorias 
dictadas por la Corte Suprema de 
la República; relevante, porque a 
partir de la presente investigación 
pueden evitarse efectos jurídicos 
negativos en los justiciables como 
la vulneración del derecho de 
defensa, del debido proceso y de 












el presente  
trabajo de 
investigación 





¿Por qué el carácter 
dicotómico como derecho 
declarativo o constitutivo 
otorgado a la prescripción 
adquisitiva de dominio por 
la Corte Suprema de la 
República, genera 
incertidumbre e 
inseguridad jurídica en los 
justiciables? 
 
Determinar de qué manera 
el carácter dicotómico como 
declarativo o constitutivo 
otorgado a la prescripción 
adquisitiva de dominio por la 
Corte Suprema de la 
República, está generando 
incertidumbre e inseguridad 
jurídica en los justiciables 
 
 
El carácter dicotómico como 
derecho declarativo o 
constitutivo otorgado a la 
prescripción adquisitiva de 
dominio por la Corte 
Suprema de la República, 
está afectando la esencia, la 
seguridad, predictibilidad 
jurídica y el derecho de 









































































Problemas Específicos Objetivos Específicos Hipótesis específicas Dependiente Muestra 
¿Por qué el carácter 
dicotómico en declarativo 
o constitutivo  otorgado a 
la prescripción adquisitiva 
de dominio por la Corte 
Suprema de la República,  
desnaturaliza la esencia 
de la prescripción 
adquisitiva de dominio?  
 
¿Por qué el carácter 
dicotómico en declarativo 
o constitutivo otorgado a 
la prescripción adquisitiva 
de dominio por la Corte 
Suprema de la República, 
afecta el derecho de 
propiedad ganado por 
prescripción? 
 
Analizar, de qué manera el 
carácter dicotómico en 
declarativo o constitutivo 
otorgado a la prescripción 
adquisitiva de dominio por la 
Corte Suprema de la 
República, está 
desnaturalizando el derecho 
y la esencia de la 
prescripción adquisitiva de 
dominio. 
Determinar, de qué manera 
el carácter dicotómico en 
declarativo o constitutivo 
otorgado a la prescripción 
adquisitiva de dominio por la 
Corte Suprema de la 
República, afecta el derecho 
de defensa, el debido 
proceso y el derecho de 
propiedad ganado por 
prescripción. 
 
El carácter dicotómico en 
declarativo o constitutivo  
otorgado a la prescripción 
adquisitiva de dominio por la 
Corte Suprema de la 
República, está 
desnaturalizando la esencia, 
la seguridad jurídica y 
predictibilidad de la 
prescripción adquisitiva de 
dominio.  
El carácter dicotómico en 
declarativo o constitutivo 
otorgado a la prescripción 
adquisitiva de dominio por la 
Corte Suprema de la 
República, afecta el derecho 

















































































CASACIÓN Nº 1500-2006 
(FECHA DE EMISIÓN: 28-08-2007) 
            CAS. Nº 1500-2006 AREQUIPA. 
            Prescripción Adquisitiva de Dominio. 
            Lima, veintiocho de agosto del dos mil siete.- 
 
LA SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL PERMANENTE DE LA 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA; con los acompañados, con lo 
expuesto por el señor Fiscal Supremo en lo Contencioso Administrativo; en Audiencia Pública 
llevada a cabo en la fecha y producida la votación correspondiente conforme a ley, emite la 
siguiente sentencia. 1.- MATERIA DEL RECURSO: Es materia del presente recurso la 
sentencia de vista de fojas ochocientos setenta y ocho, su fecha veinte de Abril del dos mil seis, 
expedida por la Segunda Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Arequipa que en discordia 
confirmó la sentencia apelada que declaró fundada la demanda de prescripción adquisitiva de 
dominio interpuesta por José Guillermo Pariapaza Visa y Verónica Judith Porcela Luján contra 
Blanca Violeta Álvarez de Álvarez y Juan Elcir Álvarez Lazo, declarando a dichos demandantes, 
propietarios del fundo rústico denominado “La Riveros” que cuenta con un área de dos 
hectáreas con tres mi quinientos metros cuadrados, ubicado en el Distrito de Dean Valdivia, 
Islay, Arequipa inscrito en la ficha número 00080155 del Registro de Propiedad Inmueble; 
ordenaron la cancelación de los antiguos propietarios que aparecen en la mencionada ficha 
registral. 2.- FUNDAMENTOS DEL RECURSO: Mediante resolución de fecha once de 
Septiembre del dos mil seis corriente a fojas setenta y uno del cuaderno de casación se ha 
declarado procedente el recurso interpuesto por Violeta Blanca Álvarez de Álvarez por la causal 
prevista en el inciso 1 del artículo 386 del Código Procesal Civil, relativa a la aplicación indebida 
de la Novena Disposición Complementaria del Decreto Legislativo 653 y del artículo II del Título 
Preliminar del Código Civil.3.- CONSIDERANDO: Primero: Conforme se aprecia del tenor de 
la demanda de fojas setenta y cuatro subsanada a folios ochenta y seis, los citados demandantes 
interpusieron demanda de prescripción adquisitiva de dominio dirigiéndola contra los 
nombrados emplazados, solicitando que se les declare propietarios del predio rústico 
denominado “La Riveros” de dos hectáreas con tres mil quinientos metros cuadrados, ubicado 
en el Distrito Dean Valdivia, Islay, Arequipa, accesoriamente, solicitan la cancelación del Asiento 
Registral número 02 del Rubro c) de la Ficha número 80155 del Registro de Propiedad Inmueble 
de Arequipa. Segundo: Como argumentos de su pretensión, indican que se encuentran en 
posesión del bien subjudice por más de catorce años, desde el veintinueve de Abril de mil 
novecientos ochenta y cinco por tradición efectuada a su favor en mérito al contrato de compra 
venta celebrado con Antonia Micaela Oporto Ramos Viuda de Coaguila, acto jurídico que fue 
elevado a Escritura Pública el mismo año, acotando que desde dicha data mantienen la posesión 
pacífica, continúa, pública y como propietarios, contando además con justo título por lo que se 
encuentran bajo los supuestos de la Novena Disposición Complementaria del Decreto Legislativo 
número 653, para adquirir el inmueble por prescripción. Tercero: Las instancias de mérito han 
amparado la demanda, bajo el argumento de que los actores acreditaron encontrarse en 
posesión del referido inmueble desde mil novecientos ochenta y cinco, habiéndola mantenido 
 
 
en forma pacífica, continúa, pública y como propietarios, razón por la cual desde mil 
novecientos noventa cumplieron con los requisitos necesarios para la adquisición de la 
propiedad rural vía prescripción adquisitiva; agregan que, si bien es cierto en el proceso 
acompañado sobre nulidad de acto jurídico y otros, seguido por la citada demandada contra los 
accionantes, se ha declarado nula la referida Escritura Pública de Compra Venta, también es 
verdad que las sentencias recaídas en tales autos no restan eficacia a la pretensión incoada, 
debido a que en el presente proceso no se discute la validez o no del título, debiendo tenerse en 
cuenta que una acción como la de autos puede ser ejercida no sólo por quien carece de título de 
propiedad, sino que además, por quien ostenta un título imperfecto en virtud a quién se lo 
otorgó no era el llamado por ley. Cuarto: Analizando los errores in iudicando denunciados, 
debe precisarse que la prescripción adquisitiva de dominio o usupación, tiene por objeto 
transformar una situación de hecho (la posesión), en una de derecho (reconocimiento de la 
titularidad), a favor del poseedor que no ha sido interrumpido durante el tiempo que poseyó, 
siempre que acredite los requisitos de continuidad, pacificidad, publicidad y como propietario, 
que exige la ley. Quinto: En autos ha quedado establecido que los actores vienen poseyendo el 
inmueble sub materia desde mil novecientos ochenta y cinco, conforme puede apreciarse de las 
pruebas aportadas por ellos, amparando su pretensión en lo regulado por el Decreto Legislativo 
número 653, promulgado en mil novecientos noventa y uno, siendo esta norma especial la que 
prevalece sobre la general contenida en el artículo 950 del Código Civil, teniendo en cuenta la 
fecha en que tomaron posesión y la de interposición de la presente demanda. Debe indicarse 
que no se ha acreditado que los accionantes hayan sido declarados propietarios, pues no existe 
resolución judicial que así lo demuestre, toda vez que el hecho de estar en posesión y conducir 
el inmueble por varios años, no les otorga la calidad de propietarios mientras no hayan hecho 
valer su derecho conforme a ley en la acción correspondiente, habiendo efectuado tal 
circunstancia recién con la interposición de la presente demanda. Sexto: También se encuentra 
acreditado que la emplazada inscribió su derecho de propiedad sobre el predio sub litis en mil 
novecientos noventa y siete, como se verifica del asiento registral cuya cancelación se pretende, 
promoviendo inmediatamente contra los actores acción de desalojo por ocupación precaria, en 
la que solicitó la restitución del predio sub litis, proceso que, si bien es cierto concluyó con 
resultado favorable a los ahora demandantes, también es verdad que se rompió con el requisito 
de pacificidad, pues desde dicha data hasta la de interposición de la presente demanda - 
veintisiete de Diciembre de mil novecientos noventa y nueve -, la parte emplazada les ha 
requerido la devolución del bien de su propiedad. Sétimo: En efecto, como se advierte del 
expediente acompañado número 97 - 99, el veinticinco de Agosto de mil novecientos noventa y 
nueve se admitió a trámite la demanda promovida por Blanca Violeta Álvarez de Álvarez contra 
los accionantes sobre reivindicación y nulidad del acto jurídico, contenido en la referida 
Escritura Pública, documento considerado por los actores como justo titulo en el que amparan 
su derecho, conjuntamente con los demás requisitos que alegan haber cumplido para acogerse 
a los supuestos previstos en la Novena Disposición Complementaria del Decreto Legislativo 
número 653. Asimismo, el treinta de Diciembre de mil novecientos noventa y nueve, la citada 
emplazada denunció penalmente a los actores y a Antonia Micaela Oporto Ramos viuda de 
Coaguila, por los delitos de estelionato y falsificación de documentos en su agravio, infiriéndose 
de ello, que desde la fecha en que inscribió su derecho, estuvo cuestionando el documento por 
el que supuestamente les fue transferida la propiedad a los demandantes del inmueble sub 
litis. Octavo: Por tanto, es forzoso concluir que, cuando los actores interponen su demanda se 
 
 
encontraba en pleno trámite la acción reivindicatoria, siendo evidente que el presente proceso 
se interpuso en respuesta a esta última y las sentencias recaídas en esa acción fueron adversas a 
los intereses de los actores, habiendo sido acompañadas en autos con anterioridad a la 
expedición de la sentencia de primera instancia, esto es, fueron puestas en conocimiento 
oportuno de los juzgadores, como también la circunstancia de que la posesión del inmueble fue 
restituida a la emplazada, como se advierte del acta de lanzamiento. Noveno: Siendo esto así, 
ha quedado de manifiesto que al incoarse la presente demanda los accionantes ya no 
ostentaban una posesión pacífica, pues no puede considerarse tal, la que se ve perturbada por 
la acción judicial de reivindicación a la que se ha hecho referencia, careciendo por ello de 
relevancia la alegación de los demandantes de haber poseído por más de catorce años el 
inmueble respecto del cual omitieron oportunamente haberlo ganado dominialmente vía 
usucapión. De este modo, se ha configurado la denuncia de aplicación indebida de la Novena 
Disposición Complementaria del Decreto Legislativo número 653, pues la pretensión incoada no 
debió ser analizada, bajo los alcances de dicho dispositivo, al no darse los supuestos previstos en 
dicha norma, toda vez que a la fecha de interposición de la demanda, ya no había pacificidad en 
la posesión; a esto hay que agregar que en la acción reivindicatoria no sólo se dispuso la 
restitución del predio a la emplazada, sino que, se declaró la nulidad del justo título de los 
actores, proceso que, como se ha indicado, fue promovido con anterioridad al 
presente. Décimo: En consecuencia, resulta irrelevante al caso de autos, quién sea la persona 
que haya transferido el derecho de propiedad del inmueble a los demandantes para determinar 
el derecho a la prescripción adquisitiva, advirtiéndose que los juzgadores no han tomado en 
cuenta lo dispuesto en el artículo 950 del Código Civil, pues a la fecha de interposición de la 
presente demanda, su posesión no era pacífica, requisito previsto en dicha norma para acceder 
a la propiedad por prescripción adquisitiva, por lo que, bajo los supuestos de tal dispositivo, la 
referida pretensión deviene objetivamente en infundada. Por estas consideraciones, este 
extremo del recurso de casación resulta amparable. Undécimo: Con respecto a la denuncia de 
aplicación indebida del artículo II del Título Preliminar del Código Civil, la invocación de dicha 
norma por parte del Colegiado es completamente incongruente y contradictoria con la materia 
de autos, dado que, de ampararse la presente acción, se estaría convalidando un acto de abuso 
de derecho en perjuicio de la demandada; agréguese a ello que el artículo 70 de la Constitución 
Política garantiza el derecho de ésta para oponerse a la pretensión de los actores, toda vez que 
es la legítima propietaria del inmueble sub litis; por tanto, este extremo de la casación también 
debe ser amparado. 4.- DECISIÓN  Estando a las consideraciones expuestas, de conformidad con 
lo dispuesto en el inciso 1 del artículo 396 del Código Procesal Civil, declararon FUNDADO el 
recurso de casación interpuesto a fojas ochocientos noventa y nueve por doña Blanca Violeta 
Álvarez de Álvarez, en consecuencia NULA la resolución de vista de fojas ochocientos setenta y 
ocho de fecha veinte de Abril del dos mil seis; actuando en sede de instancia REVOCARON la 
resolución apelada de fojas quinientos cuatro de fecha treinta y uno de Julio del dos mil dos, que 
declaró fundada la demanda; REFORMANDOLA la declararon INFUNDADA; en los seguidos por 
don José Guillermo Pariapaza Visa y otra, sobre Prescripción Adquisitiva de Dominio; y los 
devolvieron.- SEÑOR VOCAL PONENTE: SALAS MEDINA – 
SS. 
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